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propuestas sobre política exterior  
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Desde la perspectiva internacional, la primera vuelta de las elecciones ha tenido como hecho 
relevante, antes que el mismo resultado, la exclusión de los candidatos Julio Guzmán y Cesar Acuña. El 
Jurado Nacional de Elecciones, en estas decisiones, ha aplicado la ley nacional. Pero no toda la ley 
nacional. Las disposiciones de la Convención Interamericana de Derechos Humanos y del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos, son leyes internas. Y por mandato constitucional y del 
derecho internacional prevalecen sobre otras leyes. Fueron los grandes ausentes legales de las resoluciones 
de los jurados.  

El derecho a elegir y ser elegido no se origina en el acto constitutivo del legislador. No se trata de 
un derecho legal. Sino de un derecho humano, y como tal, las razonables limitaciones a su realización, no 
pueden ir al extremo de impedir su ejercicio. Una regulación administrativa relativa a la acreditación de 
los periodistas, no puede llegar al extremo de impedir el ejercicio de la libertad de expresión. Lo mismo 
sucede con los derechos políticos. 

El Jurado Nacional de Elecciones debió resolver ambos casos aplicando las disposiciones de la 
Convención Interamericana de Derechos Humanos, y la jurisprudencia de la Corte Interamericana. Ésta, 
claramente ha establecido que la obligación que tienen los estados de garantizar los derechos políticos, es 
decir el derecho a elegir y ser elegido, entre otros, “No se cumple con la sola expedición de normativa 
que reconozca formalmente dichos derechos, sino requiere que el estado adopte las medidas necesarias 
para garantizar su pleno ejercicio”1. Y lo más importante: “No se puede limitar el alcance pleno de los 
derechos políticos de manera que su reglamentación o las decisiones que se adopten en aplicación de 
ésta, se conviertan en un impedimento para que las personas participen efectivamente en la conducción 
del estado, o se torne ilusoria dicha participación, privando a tales derechos de su contenido esencial.”2  

Si el Jurado Nacional de Elecciones hubiese tomado en cuenta todas las leyes aplicables a los 
casos, incluyendo la Convención Americana de Derechos Humanos, o si oportunamente los candidatos 
afectados hubiesen presentado una medida cautelar a la Comisión Interamericana de Derechos Humanos, 
quizás el resultado electoral hubiese sido diferente en la primera vuelta. 

                                                           
(*) Ministro de Relaciones Exteriores del Perú (2003-2005), Embajador del Perú ante la UNESCO. 
1 Corte Interamericana de Derechos Humanos, Caso “Yatama vs. Nicaragua”, Sentencia del 23 de junio de 2005 
(Excepciones Preliminares, Fondo, Reparaciones y Costas), párr. 201. 
2 Ídem, párr. 206. 
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Lo concreto es que para la misión de observación de la OEA, el sistema de tachas no es garantista, 
lo que implica que no está conforme a las disposiciones de la Convención Interamericana de Derechos 
Humanos. 

La misión de observación de la Unión Europea también hizo en su informe final apreciaciones 
en el mismo sentido, y ambas recomendaron cambios profundos en el sistema electoral peruano, 
incluidos los mecanismos y regulaciones del financiamiento. 

Esta situación, ubica el proceso electoral en un patrón de elecciones que estando, ciertamente, 
dentro de los promedios internacionales democráticos; por los problemas señalados y otros conexos, se 
ubica en lo que podría denominarse, un estándar democrático – electoral de baja intensidad. 

Esto evidentemente tiene efectos en la percepción del Estado peruano como actor internacional. 

 

Las propuestas de política exterior en la segunda vuelta 

La política exterior es un concepto amplio que engloba al conjunto de las interacciones del Estado 
con el sistema Internacional y con los principales actores que lo integran. La acción externa del Estado, 
su diplomacia, se desarrolla, en ese sentido, principalmente en relación a los otros Estados y los 
organismos internacionales, pero también en interacción con los actores no estatales: las empresas, las 
instituciones, las fuerzas políticas, las organizaciones no gubernamentales y otras instituciones de la 
sociedad civil internacional.  

Estas interacciones - que en el mundo contemporáneo superan la visión tradicional de la política 
exterior como una interacción solo entre Estados (paradigma estatalista) - se ejerce en función de las 
prioridades de los intereses nacionales, sus objetivos, alcances y recursos. Estas variables no corresponden 
solo al Estado nacional central, sino también a los intereses y aspiraciones de los gobiernos subnacionales, 
regionales y locales. 

La política exterior es, en ese contexto, por definición, intersectorial y descentralizada y tiene 
como connotación básica desde el punto de vista de la gestión del Estado, su naturaleza transversal. En 
un Estado de las características del Perú. País de renta media, con dimensiones territoriales significativas, 
con recursos naturales que definen su matriz productiva y económica, con una proyección marítima hacia 
el pacífico, los Andes centrales y la Amazonía, con ventajas competitivas medioambientales y culturales 
evidentes, poco priorizadas y atendidas, con una economía que acumula tasas relativamente importantes 
de crecimiento y con un sistema democrático- electoral de baja intensidad, la política exterior no posee 
un alcance global, si no más básicamente regional (tiene embajadas establecidas solo en 57 países de los 
198 que existen en el mundo, México tiene 80), pero es una variable determinante del desarrollo regional. 

Se trata de la acción externa de un país de renta media con una inserción no conflictiva, más bien 
asociativa con el sistema internacional y con variables nacionales económicas, estratégicas, políticas e 
histórico – culturales que le otorgan el espacio para ejercer una diplomacia, en un rango que va de la baja 
a la alta intensidad. Una inserción externa de alta intensidad, podría proyectar una conducta internacional 
del Perú correspondiente a una potencia regional intermedia, hablando de América Latina, claro está. 
Hoy, se sitúa más en el rango de la baja intensidad. 

En ese contexto, cuando hablábamos de política exterior nos referimos a los intereses nacionales, 
planes, objetivos y resultados a obtener en una plural y diversificada inserción del Perú en el sistema 
internacional. Esta inserción comprende las ámbitos político-diplomáticos, militares-estratégicos, 
económicos, culturales, institucionales, los vinculados a la relación entre el Estado y sus nacionales en el 
exterior, y aquellos que hacen a la gobernanza subregional y regional con un índice de alta participación 
y, a la gobernanza mundial en determinados aspectos que pueda articular una dinámica eficaz de 
diplomacia multilateral con objetivos y alianzas definidas. 
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Usualmente, los planes de política exterior parten de este enfoque. Y se desarrollan con una 
metodología donde la transversalidad de las relaciones externas implica una coherente interrelación 
funcional con los planes sectoriales, relacionados con la defensa nacional, los vínculos económicos y 
comerciales y con las interacciones internacionales que corresponden a los sectores ya señalados. 

Los planes de gobierno de los partidos “Peruanos Por El Kambio” y “Fuerza Popular” no tienen 
desde el punto de vista metodológico y conceptual una visión de esta naturaleza. Soslayan, en ese sentido, 
la naturaleza transversal y multisectorial de la política exterior y la formulación de propuestas globales. 

A partir de esta constatación, analizar los dos planes de gobierno en torno a la política exterior, 
implica, necesariamente, evaluar los planes sectoriales correspondientes a la defensa nacional, el comercio 
exterior, las inversiones, el turismo, el medio ambiente y los derechos humanos, en lo que se refiere al 
componente internacional de estas plataformas sectoriales. 

Las dos propuestas, por otro lado, aunque con características diferentes, son más un listado de 
acciones sectoriales que planes de gobierno propiamente dichos. No contienen una visión general del 
desarrollo del país para los próximos años, ni cómo deben resolverse las relaciones funcionales de 
cooperación y conflicto entre la sociedad y el estado, entre el estado central y los gobiernos regionales y 
locales y, entre estos y los diversos sectores de la población, en una sociedad como la peruana que es 
multiétnica y pluricultural. Esta ausencia de una visión global del desarrollo, de la seguridad y la 
gobernabilidad es notoria, con algunas excepciones, así mismo, en la formulación de las políticas públicas 
sectoriales. 

En el Perú, desde ya hace varias décadas, las visiones generales del Estado y la sociedad, de la 
economía, las empresas y los trabajadores, de la vinculación del individuo con el Estado, del modelo del 
pacto social básico, que elimine o resuelva los conflictos, así como la potenciación de los factores 
cooperativos y de integración, han dejado de ser preocupación de las plataformas electorales. Ello es 
notorio a partir del año 1980. Antes, en el gobierno del reformismo militar de Velasco, en los gobiernos 
de la estructura tradicional del Perú que lo antecedieron y aún en la República aristocrática, el debate 
nacional se orientaba en torno al estudio de la realidad nacional y la elaboración de planes de gobierno, 
en función de esas visiones plurales y distintas de cómo era el Perú y cómo debía ser el Perú. Y de cómo 
ese Perú desea resolver los desafíos de su inserción externa. A partir de los años ochenta, coincidiendo 
con la emergencia del terrorismo de Sendero Luminoso y de sus impactos en la sociedad política, así 
como con el fin de la guerra fría y la disolución de la dicotomía ideológica y programática entre capitalismo 
y socialismo, el debate sobre la realidad nacional-a mi juicio más importante que nunca en esta época 
globalizada- ha sido sustituido por una suerte de hiperfactualismo político y electoral. 

Los planes de gobierno de los dos partidos que disputarán la Presidencia de la República, el 
próximo 5 de junio, se ubican dentro de esta tendencia. 

Por ello, para analizar las propuestas de política exterior no sólo hay que utilizar como referente 
las propuestas sobre el sector relaciones exteriores sino, aquellas que corresponden a los otros sectores 
que forman parte de las relaciones externas del Estado. En ese sentido, se ha tenido en cuenta, para 
analizar las propuestas de relaciones externas, las partes de los planes de gobierno correspondiente a los 
siguientes sectores: relaciones exteriores, defensa nacional, derechos humanos, comercio, turismo, cultura 
y medio ambiente. 

Hay otros sectores que tienen componentes importantes en la política exterior, poco visibles en 
el debate nacional y, realmente, muy importantes para el caso peruano. Son los sectores que articulan las 
relaciones externas en el ámbito de la diplomacia social: educación, salud, trabajo, mujer, y vivienda. La 
importancia de estos sectores en la política exterior se deriva del hecho que las políticas públicas en cada 
uno de ellos, está condicionada, o se beneficia o perjudica por procesos y decisiones internacionales. Pero 
también porque la cooperación internacional que recibe el Perú se concentra en estos sectores. Y porque 
la organización internacional, consciente de esta realidad ha creado organismos internacionales y procesos 
de diplomacia multilateral donde los asuntos sociales son discutidos día a día: la Organización Mundial 
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de la Salud, la Organización Internacional del Trabajo, ONU Hábitat, el Fondo de Población de Naciones 
Unidas, ONU Mujeres, UNICEF, FAO, el Fondo Internacional de Desarrollo Agrícola, el programa 
mundial de alimentos y el Organismo de Obras Publicas y Socorro de las Naciones Unidas, las estrategias 
regionales y mundiales en educación, la UNESCO, la OCDE, la OEA y los organismos regionales y 
subregionales. Por citar solo algunos espacios del componente social de la política exterior, que no son 
tomados en cuenta por ninguno de los dos planes de gobierno. 

Es indispensable tener en cuenta, por otro lado, como referente del análisis, las disposiciones 
constitucionales en materia de relaciones externas, respecto de las cuales en un Estado y sociedad 
democrática, las fuerzas políticas deben alinear sus propuestas de la gobernanza nacional. 

La constitución otorga al presidente de la República, la facultad de elaborar y ejecutar la política 
exterior. Se trata de una visión presidencialista que otorga al (poder) ejecutivo la totalidad de las 
responsabilidades en la conducción de las relaciones externas del estado. Con muy pocos controles 
parlamentarios, que el Congreso, además en su actuación desde 1993 no utiliza, lo hace aisladamente o 
con interpretaciones muy limitadas de sus propias atribuciones. 

La constitución establece, también, algunas líneas esenciales de la política exterior como mandato 
imperativo al ejecutivo, que los partidos políticos en sus propuestas y los gobiernos en la ejecución de la 
política exterior deberían cumplir, especialmente las referidas al ejercicio de la soberanía nacional sobre 
el espacio nacional, terrestre, aéreo y marítimo; sobre la prioridad de la integración latinoamericana y la 
política de fronteras. 

Los planes de gobierno no se refieren o lo hacen de manera insuficiente, a estas cuestiones, las 
enfocan de manera segmentada y de forma muy puntual. 

La revisión de las propuestas por área del sector externo muestra sus posibilidades y límites. 

 

La Defensa Nacional 

La política de defensa nacional como un componente de la política exterior se refiere a la 
concepción y la doctrina que tiene un país para resguardar su integridad territorial y para repeler cualquier 
agresión armada. La estrategia, los elementos tácticos, el armamento, los efectivos militares y los recursos 
que se asignan a las fuerzas armadas, deben tener una funcionalidad estructural con la concepción y la 
doctrina de la defensa, sus objetivos y resultados a obtener.  

Este es el componente militar de la defensa, pero en el mundo de nuestros días mas que en el 
pasado, el componente diplomático tiene un valor casi igual. Es el primero en prevenir el conflicto. Y el 
responsable de estabilizarlo y negociar la paz durante, y con posterioridad al enfrentamiento armado. Un 
plan de gobierno en la defensa nacional debe dar respuesta a estas dos variables de manera integrada. Y 
en el caso del Perú, como en el de otros países, hacerlo a partir del mandato constitucional que consagra 
como componente primordial de la defensa, la preservación de la soberanía y la integridad territorial del 
Estado. Las tareas sociales de la fuerza armada así como su colaboración con las fuerzas policiales para 
combatir la delincuencia, incluido el narcotráfico, y contribuir con ella en situaciones excepcionales en el 
mantenimiento del orden público, son complementarias y no pueden ni deben priorizarse a su función 
esencial que es la defensa externa (a esta se suma en casos excepcionales como los que todavía vive el 
Perú, la participación de las fuerzas armadas en el combate al terrorismo). 

Ninguno de los dos planes de gobiernos hace propuestas en ese sentido, aunque la de “Peruanos 
Por El Kambio” si tiene el mérito de reconocer la necesidad de definir una política de defensa nacional. 

Debido a la impronta del terrorismo en las últimas décadas, el Perú todavía no cuenta con una 
política consolidad de defensa nacional, externa coherente, moderna, adecuada a su realidad y en función 
de los escenarios probables de conflicto armado exterior. 



La dimensión internacional de las elecciones peruanas y las propuestas sobre política… 

 

 

Revista Gobernanza Global. Año 3. Número 8. Mayo - agosto de 2016      9 

Esta es la tarea primordial del próximo gobierno. El “Libro Blanco” de la defensa nacional vigente 
no cumple con este cometido. La propuesta de “Peruanos por el Kambio” es conciente de esta delicada 
carencia y por ello en su “Acción estratégica Nro. 1: definir la política de defensa nacional”, plantea 
“elaborar en el 2017 el segundo libro blanco de la defensa nacional, con el propósito de explicitar las 
líneas maestras de la política pública en esta materia, tomando en consideración las amenazas, riesgos y 
preocupación que asechan a la seguridad nacional, así como las acciones destinadas a contra restarlas. 
Con ese fin se nombrará una comisión que recogerá las opiniones de los institutos armados y de otras 
instituciones públicas y privadas especializadas, así como de la ciudadanía”. 

En esa perspectiva se plantea “reestructurar los vínculos interoperativos del ejército, la marina de 
guerra y la fuerza aérea a través del desarrollo de una nueva doctrina basada en el segundo libro blanco 
de la defensa nacional. Ello ira acompañado de un nuevo despliegue estratégico, la estandarización de 
normas y procesos, y el fortalecimiento de la escuela conjunta de las fuerzas armadas”. 

El plan no contiene una propuesta de concepción estratégica de la defensa nacional. Pero por lo 
menos es consciente de su necesidad, y plantea elaborarla durante la gestión de gobierno a partir de una 
comisión de amplia base. Esta idea de amplia base que incluye a la opinión ciudadana tiene un 
componente democrático, pero debería ser solo un referente ya que la defensa propiamente dicha es un 
asunto que compete por mandato constitucional a las fuerzas armadas, al comando conjunto y al 
Presidente de la República. 

“Fuerza Popular”, soslaya esta cuestión esencial y se centra en dos aspectos aleatorios, aunque 
obviamente importantes. 

A la concepción y a la política de la defensa: un mayor reconocimiento a los soldados que 
entregaron su vida y su salud por el país, lo que es una tarea pendiente que afecta a la propia identidad 
nacional, y que evidentemente hay que resolver, pero que no puede sustituir la ausencia de una propuesta 
global sobre la concepción estratégica de la defensa. Se plantea también, en la misma orientación, reforzar 
los servicios de inteligencia e incrementar la vigilancia en las fronteras. Cuestiones que son necesarias 
pero que tienen el mismo carácter y naturaleza complementaria y funcional. 

Ni la propuesta de “Fuerza Popular”, ni la de “Peruanos Por El Kambio” hace referencia a los 
componentes diplomáticos y militares de naturaleza internacional, que son evidentes escenarios de la 
defensa externa. Esta carencia se puede contrastar por ejemplo con los planteamientos contenidos sobre 
esta materia en el plan de gobierno de Michelle Bachelet, en Chile: “Durante el periodo 2014-2018 la 
política de defensa nacional tendrá como objetivo principal de mediano y largo plazo, generar una 
comunidad de seguridad en América del Sur que garantice la paz y elimine definitivamente la amenaza de 
la guerra, siendo el Consejo de Defensa de UNASUR la institución para avanzar en esta materia. En el 
mismo sentido, se fomentará la cooperación y expresión de medidas de confianza multilateral y de 
prevención de crisis con nuestros vecinos y en la región, así como también el compromiso colectivo y 
verificable de una política de plena transparencia de los presupuestos y adquisiciones militares entre los 
países de la región3. 

 

Recursos Naturales y Medio Ambiente 

En esta materia, los dos planes de gobierno siguen la metodología focalizada en acciones 
específicas y coinciden en vincular la preservación del medio ambiente con la minería, incluida la ilegal y 
la forestación. “Fuerza Popular” plantea preservar y respetar las reservas naturales y al mismo tiempo 
propiciar una explotación sostenible del resto de las áreas naturales. El plan supone una estrategia de 
promoción de actividades productivas en los dominios de las comunidades nativas, la mayoría sin una 
titulación adecuada, los predios titulados o en vías de titulación y las áreas del Estado que pueden ser 
concesionadas para su manejo y exploración productiva. 

                                                           
3 Programa de gobierno, Michelle Bachelet 2014-2018, Santiago de Chile, 2014, pp. 150-151. 
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El plan contiene propuestas de acciones específicas para el desarrollo forestal y para combatir la 
deforestación, pero que no constituyen en su conjunto una estrategia de desarrollo sustentable de los 
recursos forestales. Y el plan tampoco contempla objetivos ni acciones en el ámbito de la política exterior 
en torno a la propia deforestación, la lucha contra el cambio climático, la preservación de los ecosistemas 
de montañas, y los recursos de biosfera. 

El plan de “Peruanos Por El Kambio” tiene un enfoque más proteccionista, e incorpora en su 
visión algunas variables internacionales de la problemática medioambiental. Plantea ampliar la cobertura 
del programa nacional de conservación de bosques para la mitigación del cambio climático, con un 
enfoque especifico de beneficios para las comunidades nativas y campesinas cuyo hábitat está relacionado 
con la conservación de los bosques. Proponen extender el programa, sin mencionar metas cuantitativas, 
y adoptar una política de compensaciones a cambio de conservación de bosques con apoyos de la 
cooperación internacional. 

Sin explicitar la modalidad, los montos, ni la procedencia de los recursos, propone transferencias 
de recursos fondos públicos a las poblaciones excluidas y en extrema pobreza de estas áreas. 

Como meta general se plantea que al año 2021 el 50% de las comunidades estarán inscritas en el 
plan nacional de conservación de bosques para mitigación del cambio climático. Como contraparte, desde 
la perspectiva productiva, establece la meta de incrementar las actividades de la industria maderera para 
lograr un alza del 60% de las exportaciones al año 2021. 

El plan también introduce políticas vinculadas a los mecanismos y estrategias internacionales de 
reducción de emisiones por deforestación y degradación de bosques, con la finalidad de promover 
iniciativas públicas y privadas dirigidas a revalorizar la conservación y forestación de bosques en pie. 
Como meta cuantitativa se plante, al 2021, contar con 2 millones de hectáreas en los andes y la Amazonía 
y utilizar el mercado de carbono como un factor que dinamice la forestación y reforestación masiva. Al 
2021, se propone, también contar con 4 grandes parques tecnológicos de transformación de madera a 
nivel nacional, que permitan convertir la madera en bienes útiles con valor agregado. 

Como en el caso de “Fuerza Popular”, hay una apuesta compartida por dinamizar la industria 
maderera, y propiciar exportaciones con valor agregado. Ninguna de las dos propuestas da respuesta a la 
disposición constitucional que exige la conservación de la diversidad biológica en estas áreas de la 
Amazonía, ni sobre los límites entre espacios forestales dedicados a la industria y aquellos que deben ser 
áreas naturales protegida además de las ya existentes, conforme a lo establecido en el Artículo 68 de la 
Constitución. 

Más allá de algunos matices, las dos propuestas se asimilan en torno a la necesidad de incrementar 
la industria maderera y aumentar los ingresos por exportaciones. Al mismo tiempo, en ambas es posible 
identificar la ausencia de estrategias consistentes para combatir y resolver el grave problema de 
deforestación en el Perú. Entre el año 2000 y 2013 fue de 113.000 hectáreas por año. Y, que en términos 
acumulados es de más de seis millones de hectáreas.  

La reducción de la deforestación está vinculada también con la reducción de la emisión de gases, 
en el contexto de los acuerdos de Paris sobre el cambio climático. Esto es particularmente importante 
para le Perú como país Amazónico. Los planes de gobierno de “Fuerza Popular” y “Peruanos Por El 
Kambio” no incluyen las variables de la COP21 y su impacto en las políticas públicas internas. Aunque 
“Peruanos Por el Kambio” dedica el lineamiento estratégico N 5 de su propuesta sobre recursos 
naturales y cambio climático a la aprobación indispensable de una ley marco de cambio climático, “que 
permita abordar la conservación de bosques y la creación de cultivos forestales para captura de CO2, el 
manejo sostenible de cuencas hidrográficas y la gestión adecuada del agua…” 

Lo que es notorio en ambos planes es la falta de alineación de sus propuestas con las variables y 
las obligaciones internacionales del Estado peruano en relación al cambio climático y los recursos 
naturales, los acuerdos internacionales sobre ecosistemas de montaña, sobre reservas de biosfera, parques 
naturales, patrimonio natural de la humanidad y el programa el Hombre y la Biosfera de la UNESCO. 



La dimensión internacional de las elecciones peruanas y las propuestas sobre política… 

 

 

Revista Gobernanza Global. Año 3. Número 8. Mayo - agosto de 2016      11 

Estos instrumentos internacionales contienen oportunidades, ofrecen espacios de política y 
obligan al estado peruano en una serie de aspectos vinculados a la preservación del medio ambiente y a 
la explotación de los recursos naturales. 

Lo que es muy notorio en los planes de gobierno es la ausencia de visiones y propuestas sobre 
cómo superar los problemas medioambientales y sociales que producen la inversión minera – necesaria 
por cierto – y la percepción que sobre esta tienen los pueblos. Más congas o baguazos solo afectarán 
gravemente la imagen internacional del Perú, la percepción exterior sobre la situación de derechos 
humanos y la calidad del Estado de derecho. 

 

Comercio internacional 

Entre los diversos sectores que integran la política exterior, el comercio exterior, es el que más 
concentra la atención de los dos planes de gobierno. Contienen propuestas mucho mas desarrolladas y 
más extensas. Ostensiblemente más que la propia sección sobre política exterior. Esto denota, 
evidentemente una visión en la que el comercio exterior aparece como la principal prioridad de la 
diplomacia.  

Como en el caso de los otros sectores de la política exterior, aquí, también, se presentan más 
coincidencias que divergencias entre las dos propuestas. Ambos planes de gobierno convergen también 
en una aproximación crítica sobre el comportamiento de las exportaciones en los últimos años. “Fuerza 
Popular” señala que en los últimos 5 años, con fuentes de la SUNAT, las exportaciones cayeron de 
46331,749,39 en el 2011 a 38641,114,847 en el 2014. Año en el que se registra un déficit comercial de 
1,452,740,22.00. en el caso de la industria textil, presenta una estadística proyectada para el año 2015 en 
el que las exportaciones disminuyen en un 35% con relación al año 2014. 

“Peruanos Por El Kambio” pone énfasis en el mismo proceso de caída de las exportaciones, pero 
añade el bajo promedio de participación del comercio exterior en el PBI; que según cifras del MEF, no 
supera el 50%. Cita un estudio del Banco Mundial (2012), que “muestra que nuestro rezago es bastante 
grande, por ejemplo, respecto a los países del sudeste asiático, como es el caso de Vietnam, cuya 
participación del comercio exterior es del 158% del PBI; y Cambodia que es del 113%”. 

A contramano del impacto de la caída de los minerales y metales en la exportación de minerales 
y metales en las exportaciones peruanas, por la retracción de la economía china y en general de la demanda 
internacional, los dos planes de gobierno coinciden en restar importancia a los factores externos de la 
crisis y buscar respuestas más bien en aspectos del manejo de la economía interna, incluyendo 
disposiciones administrativas o tributarias. 

Para “Peruanos Por El Kambio”, “estas tendencias señalan que se debe poner mayor énfasis en 
algunos aspectos necesarios para mejorar nuestra posición en la economía global, y que a la vez, no se 
están aprovechando al máximo los tratados de libre comercio que se encuentran en vigor”. Y añade, 
“existen insuficiencias formativas, tecnológicas, financieras e institucionales que afectan al crecimiento 
del sector exportador e impiden sacar provecho de todas las oportunidades creadas por la integración, ya 
sea a través de la diversificación en la gama de mercados, productos o servicios o por la absorción de 
tecnología asociada a la inversión extranjera directa. El diagnostico de “Fuerza Popular” es más explícito 
en el negacionismo de los factores externos en la caída de las exportaciones “el deterioro peruano no 
obedece principalmente a la situación de la crisis económica mundial, sino por el contrario, a políticas 
publicas erradas implementadas en este sector”. 

Las propuestas para superar esta situación coinciden en lo relativo, en fortalecer la apertura 
comercial y el aprovechamiento más intensivo de los estímulos de los tratados de libre comercio. Ambas 
ponen énfasis en la necesidad de promover la actividad exportadora de las pequeñas y medianas empresas. 

En torno al sistema de promoción del comercio exterior y la subscripción de tratados de libre 
comercio entre los objetivos de mediano plazo que plantea “Peruanos Para El Kambio”, se encuentra 
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finalizar las negociaciones del tratado de libre con Turquía, iniciar negociaciones con la India, y promover 
la ratificación de los acuerdos del TPP y la Alianza del Pacifico en el Congreso de la República. Se plantea 
también cumplir con el Programa País en lo que se refiere a los estándares de calidad en el ámbito de 
comercio exterior requeridos para acceder a la OCDE. 

“Fuerza Popular” es más crítica con el sistema de promoción comercial vigente, considera – y en 
esto no le falta razón – que la política de promoción comercial “está prácticamente paralizada y 
desarticulada, no existe un mecanismo de coordinación u obtención de información respecto de los 
interés del sector privado, quien al final de cuentas es parte importante del sector exportador, 
considerando que son las empresas que asumen los riesgos al emprender negocios ligados al mundo del 
comercio exterior”. Y específicamente sobre las oficinas comerciales del MINCETUR en el exterior, la 
crítica de “Fuerza Popular” no es menor ni menos acertada: “a pesar de que le Perú cuenta hoy con 35 
oficinas de comercio exterior en el extranjero, no se conocen las políticas públicas ni los planeamientos 
que se deben aplicar a dichas oficinas, y mucho menos los objetivos trazados para revertir la caída de las 
exportaciones y la perdida que viene sufriendo nuestro país en el ámbito internacional”. 

Ciertamente, el sistema nacional de promoción de exportaciones no es eficiente. Tiene tres 
problemas fundamentales. Responde a una visión fragmentada de la capacidad de gestión del Estado en 
las relaciones económicas externas. La propia identificación de mercados en los que se han establecido 
las oficinas comerciales, no parece responder a diagnósticos técnicos respecto de la complementariedad 
de los mercados con la oferta exportable peruana. Y finalmente, son estructuras burocráticas que no 
incorporan a las empresas en la promoción de las exportaciones. En ese sentido la crítica de “Fuerza 
Popular” es certera. 

Las oficinas comerciales del Perú en el exterior son una suerte de subsidio a la actividad 
exportadora. Y para que tengan resultados eficaces y concretos deben trabajar de manera organizada con 
las empresas, especialmente las pequeñas y medianas con capacidad de exportación. Sus planes y 
actividades deberían elaborase conjuntamente con los empresarios e inclusive incorporar directamente a 
representantes de estos como parte del personal de las misiones comerciales. Un sistema de promoción 
de exportaciones que no está alineado con las capacidades, requerimientos, intereses y competitividades 
de las empresas sencillamente no puede ser eficiente. 

 

Derechos humanos 

La proyección internacional del Perú, como la de todo país del actual sistema internacional, está 
condicionada, entre otros factores, por el mayor o menor alineamiento del Estado con el respeto de los 
derechos humanos, la vigencia del estado de derecho y el estándar e intensidad de la democracia y el 
estado de derecho. 

En los dos planes de gobierno hay una disposición abierta – que la Nación debería registrar como 
un compromiso formal- para respetar las obligaciones que el Estado peruano ha adquirido al suscribir los 
instrumentos internacionales sobre derechos humanos. Este compromiso está contenido en el 
Lineamiento estratégico N 1 del plan de “Peruanos Por El Kambio”. 

Ambos planes de gobierno expresan una preocupación por la defensa del Estado, en el caso de 
denuncias por violaciones de derechos humanos. “Peruanos Por El Kambio” en su “Acción estratégica 
N 2 propone profesionalizar la defensa del Estado en instancias supranacionales, a través del 
fortalecimiento de la procuraduría publica especializada supranacional. Para casos complejos, plantea 
incorporar abogados privados a los equipos de defensa. 

En la misma dirección, “Fuerza Popular” se compromete a fortalecer “el sistema nacional de 
procuradores supranacionales a fin de evitar sentencias que denigren al Estado peruano, especialmente 
en el caso de indemnizaciones a terroristas”. 
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Es loable que las dos fuerzas políticas propongan fortalecer la capacidad de defensa del estado en 
los procesos sobre derechos humanos en los ámbitos internacionales de naturaleza jurisdiccional. Sin 
embargo, las redacciones de las dos propuestas denotan una falta de comprensión de la lógica misma de 
la protección de los derechos humanos y del funcionamiento de los mecanismos de protección 
internacional. En las instancias jurisdiccionales de derechos humanos no se juzgan a los responsables. Se 
busca establecer si el estado ha cumplido o no con su deber de garantía. Y si no lo ha cumplido se 
demanda restituir el derecho violado y/o la indemnización a las víctimas. Hacer esta determinación es 
también del interés de un Estado democrático pues es una forma de cumplir con el deber de garantía que 
da a los derechos humanos de sus ciudadanos. 

En ambas propuestas subyace, por el contrario, la idea que las denuncias en vez de ser un 
mecanismo para consolidar el estado de derecho y la democracia, son actos a priori, contra la dignidad 
del Estado. Esta es una lógica ajena a la racionalidad jurídica del sistema. Y orientarse por ella siempre 
produce una ineficiencia en la defensa del estado, aun con el aporte de calificados abogados privados. 

 

Política exterior 

Se ha dejado a final de este análisis las propuestas específicas de los dos planes de gobierno sobre 
política exterior. De manera deliberada, pues el lector al conocer previamente los planteamientos de 
ambas fuerzas políticas en los otros sectores que integran a la política exterior, puede percibir con mayor 
facilidad el carácter fraccionado de los planteamientos y la no existencia de una concepción estratégica 
general de la política exterior. 

“Fuerza Popular” dedica a este tema un espacio mucho menor que a los demás componentes de 
las relaciones externas, defensa, comercio, derechos humanos, medio ambiente, etc. Su planteamiento de 
política exterior se constriñe a un breve diagnostico en el que se afirma que el Perú “se ha integrado 
política y económicamente a diferentes bloques del mundo” a través de los acuerdos de libre comercio. 
Luego, la sección relaciones exteriores de su plan de gobierno se resuelve en tres párrafos que consignan 
sendas “propuestas estructurales”: 

Profundizar la participación del Perú “tanto en el ámbito económico como en el político, en estos 
bloques y acuerdos, sobre todo en la aplicación de la carta democrática de la OEA y el apoyo a los pueblos 
hermanos para la recuperación de sus democracias, cuando así lo requiera las circunstancias. 

Trabajar para obtener el objetivo que antes del 2021 el Perú pueda ingresar a la OCDE, con el 
convencimiento que las reformas institucionales que se requieren para lograr este objetivo, permitirán 
conducir al país “a una sociedad más justa, más eficiente, mas inclusiva, menos violenta y mejor preparada 
para un crecimiento sostenible en el futuro”. 

La prioridad de la participación del Perú en la Alianza del Pacifico y APEC y propender a una 
Latinoamérica “unida en democracia”. 

Estas son las tres prioridades de la política exterior de “Fuerza Popular”. Básicamente, es una 
visión de continuidad de la diplomacia del Presidente Humala sin un diseño estratégico claro y con una 
cierta desorientación de las prioridades. La participación del Perú en el foro APEC no puede ser el leit 
motiv de la política exterior peruana. Sencillamente porque en ese espacio multilateral no se concentran 
los intereses nacionales del Perú ni en lo estratégico, ni en lo económico, ni en lo político - diplomático. 

Sí hay un elemento nuevo y diferenciado en relación a la política exterior del actual gobierno: 
“Fuerza Popular” plantea como primer objetivo de su política exterior, la defensa y promoción de la 
democracia. Con dos instrumentos, la ejecución de la Carta Democrática4 y las acciones correspondientes 

                                                           
4 Elabore y concebí la iniciativa de la Carta Democrática, para que en casos de ruptura del orden democrático, como sucedió 
en el Perú significo el 5 de abril, el sistema interamericano cuente con mecanismos eficaces para defender la democracia no 
solo en situaciones de los golpes militares tradicionales.  
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para resolver los problemas de afectación de la institucionalidad democrática en la región. Una clara 
alusión a la situación de Venezuela. 

El programa de política exterior de “Peruanos Por El Kambio” ocupa un espacio más amplio en 
su plan de gobierno y es comprehensivo en su desarrollo. Sin embargo, no alude directamente al tema de 
la defensa de la institucionalidad democrática. Puede ser que sobre este asunto crucial, asuma una actitud 
de pragmatismo no comprometido, similar a la del gobierno del Presidente Humala, o simplemente, 
puede tratarse de una omisión que no prejuzga una orientación sobre esta materia. 

Mientras que el proyecto de “Fuerza Popular” es básicamente de continuidad, el de “Peruanos 
Por El Kambio” reconoce la existencia de una línea constante en política exterior que reputa consistente 
a partir de los años 70 hasta la actualidad, pero plantea una inflexión acertada en su visión del papel que 
debe jugar el Perú, en sus relaciones externas. No desarrolla el contenido de ese cambio aunque lo califica 
de cualitativo a partir de la constatación que la política exterior en las últimas décadas ha sido un factor 
de estabilidad y de prestigio para el país, y que ha contribuido “a la prosperidad actual y a encauzar su 
proceso de modernización”, ensaya una crítica al señalar que en los últimos tiempos la política exterior 
ha sido más bien reactiva. 

Hay mucha razón en la aseveración. En los últimos 10 años antes que proyectos de política 
exterior con objetivos claros y definidos y con una visión del papel que debe jugar el Perú en la región y 
en el mundo, la gestión de la política exterior se ha orientado en una dinámica de estímulo – respuesta, 
en relación al entorno limítrofe regional y global. A ello, el plan de “Peruanos Por El Kambio” denomina 
acertadamente, un perfil reactivo de la diplomacia peruana. 

Como alternativa, sugiere una “actitud cualitativamente diferente”. Es decir, cambiar la gestión 
de la política exterior a partir de acciones puntuales de reacción a los estímulos externos, por una 
concepción de política exterior que debe partir de una definición de la situación y del papel que el Perú 
puede desempeñar en el actual contexto internacional: “Para nuestro país, el convulsionado contexto 
mundial no le es directamente negativo. No enfrenta un adversario próximo o lejano, ni está inmerso en 
una crisis regional que condicione o constriña el espacio de su acción futura. Dado este hecho singular 
tan propicio, lo que surge como opción preferente es definir algunos objetivos puntales realizables en el 
próximo lustro, trazar las estrategias para alcanzarlos y, finalmente, poner en marcha la dinámica y las 
tácticas de representación diplomática y posicionamiento económico, financiero, y comercial que logren 
implementarlas”. 

La elaboración de una política exterior que responda a esta “actitud cualitativamente diferente”, 
no se desarrolla en el plan. Se supone que será una de las acciones de gobierno. Sin embargo, sí se precisan, 
con bastante coherencia algunos “lineamientos estratégicos”, “objetivos y metas”, “acciones estratégicas” 
y “rutas estratégicas”. Más allá del uso de la palabra estratégica para calificar lo que son simples acciones, 
lo interesante del plan es que explicita claramente las orientaciones que seguiría un eventual gobierno de 
“Peruanos Por El Kambio”. 

Los cuatro lineamientos estratégicos responden más a la realidad peruana y a una visión realista 
de sus intereses nacionales, que en el caso de “Fuerza Popular”. Estos son: 

La integración regional, que implica la integración fronteriza y una asociación preferencial con la 
Alianza del Pacifico. 

Un posicionamiento internacional a partir de la diplomacia multilateral. Este es un asunto esencial 
también descuidado en los últimos años. Para un país de medianos ingresos cuyo rol maximizado en el 
sistema internacional puede ser el de constituir una potencia intermedia regional en América latina, una 
política multilateral coherente, dinámica, y estrechamente vinculada a las demandas de la seguridad y el 
desarrollo económico y social del país, es ciertamente un factor de competitividad internacional. Como 
se señala en el plan, una fuerte política multilateral es también una plataforma para las relaciones 
bilaterales con los poderes centrales del sistema internacional. Es interesante que el plan asigne a la 
diplomacia multilateral el rol de articuladora en el ámbito del APEC, situando adecuadamente a esta 
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última como un área importante y complementaria de la política exterior, pero no más prioritaria que la 
propia América Latina, o las relaciones bilaterales, fronterizas con los principales socios externos del 
Perú. 

La representación de los peruanos en el exterior, en este caso constreñida a la aprobación de la 
ley del distrito electoral especial para las comunidades peruanas en el exterior, así como para lograr una 
atención eficiente a los ciudadanos peruanos en el exterior. Esta alusión denota una visión tradicional de 
la relación entre los peruanos en el exterior y el Estado que ya ha sido superada ampliamente desde hace 
más de 15 años. 

La modernización de la gestión diplomática. Incluir este punto en el plan de política exterior es 
también un acierto, existen realidades y tendencias que afectan crecientemente la competitividad de la 
diplomacia peruana. Finalmente, el plan de “Peruanos Por El Kambio”, al igual que el de “Fuerza 
Popular” visualiza que una de las tareas centrales de la política exterior durante el próximo gobierno debe 
ser la asociación del Perú a la OCDE. Es otro acierto compartido.  

Los planes omiten temas que quizás sean los más gravitantes de la política exterior en los 
próximos años. En ese sentido y de manera independiente a las plataformas electorales es posible 
identificar problemas y situaciones que el próximo gobierno deberá enfrentar a partir del 28 de julio en 
el campo de la política exterior. Algunos de ellos pueden incluso marcar el curso de la gestión de la 
diplomacia que se inaugurará el próximo 28 de julio.  

Estos asuntos, que la realidad impone como asuntos prioritarios de la acción externa del Estado 
peruano en el próximo quinquenio - que incluyen algunos de los temas señalados en los planes de 
gobierno - se refieren a la concepción y orientación de la política exterior y a la gestión institucional de la 
diplomacia peruana. 

En torno al primer punto, son tareas, en principio, ineludibles: 

1. Definir el tipo de inserción internacional del país, en los cuatro ámbitos básicos en los que debe 
ejercerse la política exterior: 

a. El político, diplomático y militar – estratégico, que implica definir el papel que cumplirá el Perú 
en el ámbito vecinal y fronterizo, regional, interamericano y mundial; estableciendo claramente 
sus asociaciones preferenciales. También, precisar el alcance de la política exterior, y su 
articulación con una estrategia de defensa nacional, todavía por definir en términos consolidados. 

b. El económico y comercial, que demanda vincular los factores externos e internos, de la 
articulación de la promoción de exportaciones y las negociaciones comerciales, con las políticas 
sectoriales de producción. Especialmente en el agro y la industria con capacidad exportadora. Se 
trata de diversificar las exportaciones, elevar su valor agregado, incrementar la productividad, 
aprovechar intensivamente los estímulos de los TLCs y compensar y reorientar productivamente 
a las empresas afectadas por la liberación comercial. Implica, también, elegir entre la continuidad 
del modelo estato - centrista de la actualidad u optar por un modelo de gestión de las relaciones 
económicas externas, más eficiente, intersectorial y descentralizado; Y que integre en el proceso 
de toma de decisiones y en la acción externa de promoción, como actores directos, a los 
empresarios y emprendedores de Lima y las regiones y a los propios gobiernos sub nacionales. 

c. El cultural, medioambiental y social, que debe integrar los compromisos del Perú en el escenario 
internacional en materia de patrimonio y diversidad cultural, medio ambiente y cambio climático, 
con las variables de los sectores productivos internos, especialmente minería, hidrocarburos y 
turismo. La diplomacia social debe , del mismo modo, ejercerse de forma funcional a las políticas 
de desarrollo social para que se constituya en una variable externa de la lucha contra la pobreza y 
un mecanismo dinamizador de la inclusión social. 

d. El relativo a las relaciones del Estado con los peruanos y peruanas en el exterior, que implica una 
nueva reforma consular, la apertura de los consulados y un trabajo en redes con la sociedad civil 
y la introducción de plataformas informáticas en la gestión, uniformizadas y de alta funcionalidad. 
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2. Establecer con claridad los objetivos de las relaciones con Chile, Ecuador, Bolivia y Brasil. 
Eliminando filtros ideológicos que solo han producido desorientación en la diplomacia regional. Las 
relaciones limítrofes, deben guiarse por los intereses estratégicos de defensa nacional, político- 
diplomáticos, económico- comerciales, de protección de los derechos de los peruanos y la 
complementación e integración económica, espacial y social, con énfasis en las políticas de desarrollo e 
integración fronteriza. 

3. Otorgar a las relaciones con los Estados Unidos, China, la Unión Europea, Suiza, Japón, Corea 
y Canadá el entorno político, diplomático e institucional que corresponde a su calidad de principales 
socios, junto con Sudamérica, de la economía peruana. 

4. Revalorizar en el discurso de la política exterior y en las prioridades de la diplomacia nacional, 
el espacio sudamericano que concentra una cuarta parte de las exportaciones peruanas – en proporciones 
relativamente equivalentes a los mercados de la China, los Estados Unidos y la Unión Europea - y que 
posee una importancia mayor para la exportación de manufacturas. 

5. Revalorizar la diplomacia multilateral, como un mecanismo no solo de participación en los 
asuntos subregionales, regionales y mundiales, sino como una plataforma para adquirir mayor poder de 
negociación en las relaciones bilaterales. 

6. Utilizar intensivamente la diplomacia pública para afirmar una imagen del Perú en el exterior, 
tanto en la escena oficial como en la sociedad civil internacional, que consolide una diplomacia, cuya 
capacidad de acción debe sustentarse en los atributos que definen – de manera objetiva- su inserción 
externa: 

 La cultura e historia, revalorizando su carácter diverso y su origen en una de las grandes 
civilizaciones de la humanidad. Incluido el carácter vivo y las expresiones múltiples y actuales de 
ese acervo cultural (como los saberes y las prácticas de la cocina o la riqueza de las expresiones 
inmateriales). 

 La biodiversidad del territorio nacional, especialmente sus ecosistemas de montaña y la Amazonía, 
como referentes esenciales de la problemática global del medio ambiente. 

 La posesión de ingentes recursos naturales, incluidos los mineros, y la ubicación geográfica en los 
andes centrales, frente al Pacífico sur, y su proyección Amazónica.  

 La estructura institucional de su diplomacia y una práctica histórica de apego al derecho 
internacional y la solución pacífica de las controversias-.  

 El patrón- reciente- de un crecimiento económico sostenido, que debe ser complementado – ya 
como plataforma programática – con una industrialización selectiva y una mayor diversidad 
productiva. 
A estos atributos se debe añadir – a partir de las recuperaciones de la democracia en el Perú- un 

nuevo atributo que esta por construirse: un Estado y una sociedad democráticas, con una vigencia de los 
derechos humanos dentro de los estándares internacionales. Construir este atributo, esencial para la 
inserción externa del Perú, incluida la asociación con la OCDE, es una tarea pendiente y supone reformas 
sustantivas en el sistema político-institucional. 

Una política exterior dinámica, alineada con los intereses nacionales – entendidos como los de 
toda la población, incluidos las clases medias y los sectores más pobres y marginales , implica construir 
un pacto social de equidad , un Estado moderno, reformado, no hipertrofiado, pero sí fuerte, nacional, 
un sistema político-electoral que supera las graves insuficiencias actuales, bajo los más altos estándares 
internacionales y una práctica institucional y cotidiana de respeto y promoción de los derechos humanos. 

En relación al segundo punto, el de la gestión de la política exterior, se requieren algunas acciones 
que se presentan urgentes: 

1. Superar el grave problema del fraccionamiento de la política exterior. Agudizado por el modelo 
adoptado en estos últimos años de crear una cancillería comercial en el MINCETUR. Sin tener las 
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capacidades de acción externa que el derecho internacional solo reconoce a los ministerios de relaciones 
exteriores. 

Los intereses comerciales del país son demasiado importantes para experimentos que conducen 
a la ineficiencia. Se debe ir a un sistema integrado. Ni una cancillería en el MINCETUR. Ni Torre Tagle 
con el monopolio de la representación y negociación comercial. Esta es por definición intersectorial y 
ahora descentralizada. El sistema integrado debe suponer un Consejo Nacional de Relaciones 
Económicas Externas, con participación de todos los sectores involucrados. Las oficinas comerciales 
deberían transformarse en oficinas de representación económica, adscritas a las embajadas, con personal 
especializado, incluido el diplomático, proveniente no solo del MINCETUR, sino según el mercado de 
Agricultura, Energía y Minas, etc. Los empresarios deben formar parte del Consejo y a su costo integrar 
las representaciones económicas, con personal de sus agremiaciones de manera temporal o permanente 
para sostener negociaciones o gestionar la apertura y consolidación de los mercados. 

2. La modernización del Servicio Diplomático de la República, su consolidación institucional, que 
para mantener su competitividad debe superar la rigidez en la asignación de cargos en Lima de tal que las 
responsabilidades ejercidas por los funcionarios diplomáticos se hagan en función de sus capacidades y 
competencias para el cargo. 

3. Dotar al Estado de una estructura institucional de gestión de la política pública sobre las 
comunidades peruanas en el exterior, con la creación de un Consejo Nacional de las Comunidades 
Peruanas, de naturaleza intersectorial y descentralizada. Y con representación de delegados de las 
comunidades peruanas en el exterior. 

La diplomacia peruana a partir del 28 de julio del 2016 deberá, por otro lado, enfrentar algunos 
desafíos concretos: 

1. Mantener el statu quo actual en relación a la soberanía nacional sobre el denominado triángulo 
terrestre; 

2. Fijar las coordenadas de la línea de bajamar que conforme a la sentencia de la Corte Internacional 
de Justicia es el límite del territorio nacional en esa zona, a partir de la cual Chile ejerce soberanía 
marítima conforme al fallo; 

3. Asumir la iniciativa para la reforma de la Comunidad Andina, como un mecanismo de integración 
sustentado en la zona de libre comercio y la integración profunda en el ámbito territorial, del 
transporte, la energía, los aspectos sociales, la educación y la cultura. 

4. Obtener al menor plazo posible, la asociación del Perú a la OCDE, que aparece como uno de los 
objetivos centrales de la política exterior; 

5. Contribuir a la creación del consejo de defensa suramericano, de manera concordante con los 
objetivos de la política de defensa nacional; 

6. Poner en valor el ferrocarril Tacna-Arica y el predio el Chinchorro, en el que se debería establecer 
un centro de la cultura peruana y de la promoción del comercio, las inversiones y la artesanía. 

7. Dotar a la política cultural exterior con instrumentos institucionales, a través del establecimiento 
de filiales del Centro Cultural Inca Garcilaso de la Vega en los países limítrofes, en Washington, 
París y Madrid. 

8. Elaborar y aprobar la ley de derechos y no discriminación de los peruanos y peruanas en el 
exterior. 
El conjunto de estas orientaciones podría ser la base de un acuerdo multipartidario en torno a 

una política exterior de Estado. 
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Introducción 

Desde fines de la década de 1970, el Perú y Bolivia han tratado de ejecutar, de manera recurrente, 
iniciativas de desarrollo e integración fronteriza, que constituyeran una respuesta constructiva y proactiva 
a la situación de vecindad, hermandad y de potencial de complementariedad que existe entre los dos 
países, especialmente en el sector de la frontera altiplánica, en donde la presencia de un ecosistema de 
características peculiares (el Lago Titicaca y su entorno), la afinidad étnica y cultural entre sus poblaciones, 
la marcada situación de pobreza que afecta a gran parte de ella, y la ubicación estratégica de ese territorio 
que lo tipifica como un espacio-encrucijada a escala continental, amerita un abordaje conjunto o 
complementario de muchos de los temas vitales para el desarrollo de esa área, así como para la mejora 
de la calidad de vida de sus habitantes y el fortalecimiento de la integración bilateral y continental.  

Por diversas razones, y principalmente por restricciones en ambos países para asumir prioridades 
financieras que permitieran pasar a una etapa de ejecución de proyectos, esas iniciativas5 no se 
concretaron en programas y proyectos para sectores tan importantes como pueden ser la infraestructura 
de transportes, la integración energética, el despliegue y la complementariedad de los sectores 
productivos, y el fortalecimiento de las capacidades locales para gestionar las iniciativas de desarrollo e 
integración. 

En 1987, la Integración Andina reconoció la importancia de la integración fronteriza como un 
mecanismo relevante para los objetivos de la integración subregional, y a través del Protocolo de Quito, 
que reformó el Acuerdo de Cartagena original, incluyó en el capítulo sobre “Cooperación Económica y 
Social”, un artículo que instruía respecto a que “Los Países Miembros emprenderán acciones para impulsar el 
desarrollo integral de las regiones de frontera e incorporarlas efectivamente a las economías nacionales y subregionales andinas 
(sic)”. 

                                                           
 
(*) Ha sido Director General de Integración Física en el Perú.- Director de Línea o de Proyectos en materia de desarrollo y 
ordenamiento territorial, integración fronteriza, medio ambiente y gestión ambiental, en organismos internacionales: Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID), Banco de Desarrollo de América Latina (CAF), Secretaría General de la Comunidad 
Andina (SG-CAN), Organización del Tratado de Cooperación Amazónica (OTCA) así como consultor internacional en ellos 
y también en el Instituto para la Integración de América Latina (INTAL) y el Sistema Económico de América Latina y el 
Caribe (SELA). 
5 Por ejemplo, el “Programa de Apoyo a la Integración Fronteriza Boliviano-Peruana – PAIF/B-P”, ejecutado por el Banco 
Interamericano de Desarrollo a solicitud de los dos países entre 1987 y 1989. 
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Sin embargo, no fue hasta 1999, luego de que el Perú y Ecuador suscribieron el “Acuerdo Amplio 
de Integración Fronteriza, Desarrollo y Vecindad” uno de cuyos principales componentes era el “Plan 
Binacional de Desarrollo de la Región Fronteriza Peruano-Ecuatoriana”, que la integración andina 
empezó a trabajar el tema, básicamente a partir de la aprobación de dos Decisiones: 

- La 459, “Política Comunitaria para la Integración y el Desarrollo Fronterizo” de mayo de 1999, que 
establece como objetivo de dicha política la elevación de la calidad de vida de las poblaciones y 
el desarrollo de sus instituciones dentro de los ámbitos territoriales fronterizos, reconociendo a 
las Zonas de Integración Fronteriza (ZIF) como los escenarios fundamentales donde se 
ejecutarán los programas y proyectos acordados. Esta Decisión también establece la 
institucionalidad de la Política Comunitaria, reconociendo al Consejo de Ministros de Relaciones 
Exteriores como la instancia que la dirige, y creando el Grupo de Trabajo de Alto Nivel para la 
Integración y Desarrollo Fronterizo (GANIDF). 

- La 501, “Zonas de Integración Fronteriza (ZIF) en la Comunidad Andina” de junio de 2001, que 
constituye la herramienta concreta de la Política sobre Integración Fronteriza aprobada por la 
Decisión 459. Ella define los objetivos de las ZIF, los criterios con los que deben ser identificadas 
y delimitadas, y  el tipo de acciones que los países, bilateralmente, promoverán en ellas. Establece 
también un Banco de Proyectos de Integración Fronteriza en la Secretaría General de la 
Comunidad Andina y contiene orientaciones para el financiamiento de los planes, programas y 
proyectos a ser identificados. Finalmente, señala que los países establecerán una ZIF en cada una 
de sus fronteras comunes dentro del año siguiente a la entrada en vigencia de la Decisión, 
obviamente, como el título de la propia Decisión lo establece, a una escala zonal. 

De ese modo, la integración fronteriza entre los países de la subregión andina, pasó de tener un 
marco normativo y promotor bilateral, a otro básicamente comunitario. La Zona de Integración 
Fronteriza Peruano-Boliviana, fue la última en crearse, el año 20036, estableciéndose en el Perú sobre la 
base de la agregación de los departamentos de Madre de Dios, Puno, Cusco, Arequipa, Moquegua y 
Tacna. En Bolivia, la ZIF está integrada por los departamentos de Pando, La Paz, Beni, Oruro y Potosí. 
Con esta delimitación, la ZIF peruano-boliviana tiene una extensión total de 907,622 km2 , incorporando 
324,440 km2 en el Perú (el 25.2 % del territorio del Perú) y 583,182 km2 en Bolivia (el 53.1 % del territorio 
de Bolivia). En cuanto a población, los más de 8.6 millones de habitantes de la ZIF, se distribuyen 
4’152,016 en su sector peruano (el 15.1 % de la población peruana) y 4’486,858 en su sector boliviano 
(44.7 % de la población boliviana). 

Ya antes de la creación de la ZIF, el Perú y Bolivia establecieron en 2001 el Grupo Técnico 
Binacional para la Zona de Integración Fronteriza (GTB-ZIF), el mismo que se ha reunido, hasta la fecha, 
en cuatro oportunidades: en noviembre de 2002 la primera, y entre junio y diciembre de 2010, las tres 
restantes. Es decir, dicho mecanismo no ha tenido la continuidad necesaria y, por lo demás, no ha logrado 
cumplir con su objetivo principal, es decir, con la formulación del Plan de la ZIF, habiendo llegado en su 
última reunión a revisar un conjunto de documentos referenciales para la formulación del citado Plan, así 
como a establecer a la frontera amazónica como el área geográfica prioritaria de trabajo. 

Más allá de cualquier circunstancia que haya dificultado concretar los trabajos del GTB-ZIF, es 
evidente que un gran obstáculo para ello ha sido la escala macro-regional con la que dicha ZIF fue 
definida. En la expectativa de obtener cooperación técnica y financiera así como financiamiento en 
condiciones preferenciales para identificar y ejecutar los planes y proyectos que podrían haber sido 
priorizados7, el Perú y Bolivia definieron para la ZIF un ámbito geográfico sumamente vasto en donde 
la noción y percepción de la frontera, es decir, la cotidianidad en la relación entre los actores sociales y 

                                                           
6 Colombia y Venezuela nunca llegaron a establecer una ZIF en su frontera común hasta que este último país se retiró de la 
CAN el año 2006. 
7 De modo similar a como ocurrió en los años previos con el “Plan Binacional de Desarrollo de la Región Fronteriza Peruano-
Ecuatoriana”, pero en este caso ambos países acababan de firmar un Acuerdo de Paz luego de más de siglo y medio de 
desencuentros y sí lograron captar para su ejecución muchas donaciones y recursos de cooperación no reembolsable. 
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económicos, no está presente. Por lo demás, los enormes déficits de infraestructura de transportes y 
comunicaciones, tanto en cada sector nacional de la ZIF como entre ellos, no permitieron identificar con 
facilidad áreas geográficas y temáticas de trabajo, programas y proyectos, en donde la complementariedad 
que debe propiciar la integración fronteriza, aflorara con facilidad. En efecto, ¿qué tipo de relación social, 
cultural, comercial o de otro tipo tienen, por ejemplo, Trinidad, capital del Beni en el sector boliviano de 
la ZIF con la ciudad del Cusco, en el sector peruano de la ZIF?. La acotación que luego del 
establecimiento de la ZIF realizaron el Perú y Bolivia para definir un “área priorizada de intervención” 
compuesta por los departamentos de Puno, Madre de Dios y Tacna en el Perú, y La Paz y Pando en 
Bolivia, tampoco rindieron frutos, entre otras razones, porque el mismo nivel de articulación e integración 
interna dentro de cada uno de esos departamentos también es muy débil además de que los espacios 
priorizados continúan siendo muy vastos, de una escala regional antes que zonal. 

 

Mapa de la ZIF Peruano-Boliviana 

 

 

En esas circunstancias, y habiendo transcurrido una década de conformada la ZIF peruano-
boliviana sin lograr avances sustanciales en la formulación y ejecución de su plan de desarrollo, se 
considera que es pertinente revisar los criterios que llevaron a su definición y delimitación y establecer 
una estrategia que lleve a trabajar priorizando, más bien, áreas de intervención focalizada. En dichas áreas, 
será posible que las iniciativas conjuntas o coordinadas que desplieguen ambos países, exploten el 
potencial de integración fronteriza actualmente existente, ya sea porque se trata de espacios próximos al 
límite internacional que afrontan similares déficits o carencias de todo tipo y en esa medida una 
intervención conjunta para superarlos sería redituable tanto en las dimensiones del desarrollo como de la 
integración; como, igualmente, para capitalizar, reorientar y formalizar los procesos espontáneos de 
integración fronteriza que se vislumbran en algunos sectores de la frontera común, particularmente en 
aquellos articulados con el resto de ambos países y que en esa medida constituyen ejes de importancia, 

FUENTE: Ministerio de Relaciones Exteriores del Perú; Dirección de Desarrollo e Integración Fronteriza. 
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incluso, para la relación bilateral, sin que ello quiera decir que no confrontan también deficiencias en 
materia social y económica. 

Siendo que este “Programa de Desarrollo e Integración Fronteriza en Áreas Focalizadas” se 
ejecutaría a modo de un “programa piloto”, en la perspectiva de superar el estado de estancamiento en 
que se encuentran las iniciativas bilaterales en este terreno y con el propósito de demostrar que sí es 
posible lograr avances y concretar experiencias exitosas de desarrollo e integración fronteriza, se 
considera que debería tener una duración de dos a tres años, período a continuación del cual, sobre la 
base de los resultados alcanzados, podrían estructurarse programas más ambiciosos y de más largo aliento 
y hasta pasar a formular y ejecutar el propio Plan de Desarrollo de la ZIF (en su versión acotada). 

 

Los Distintos Escenarios Naturales y Humanos a lo Largo de la Frontera Común 

A ambos lados de una línea limítrofe de 1,047 kilómetros de longitud que tiene una orientación 
general sur-norte, pueden identificarse los siguientes tres principales escenarios naturales y humanos: 

1. El área altiplánica 

Comprendida por importante sectores de los departamentos de Puno y La Paz y una pequeña 
porción del departamento de Tacna, delimitada, por el norte, por la Cordillera Real que al ingresar a 
territorio peruano adopta el nombre de Cordillera de Carabaya; por el oeste, el altiplano está limitado por 
el ramal occidental de la Cordillera de los Andes. Se trata de una llanura discontinua de altitud intercalada 
con sistemas de colinas en donde la sequedad atmosférica, la irregularidad y bajo volumen global de las 
precipitaciones y las temperaturas propias de climas templado-fríos, determinan la escasez de recursos 
naturales renovables o limitaciones para su aprovechamiento (suelo agrícola, pastos naturales). En esta 
área el Lago Titicaca que comparten ambos países ocupa el centro del sistema, y ubicado a 3,810 msnm 
con un espejo de agua de 8,167 km2, juega un rol preponderante desde el punto de vista climático, como 
atemperante, favoreciendo un denso poblamiento ribereño que desarrolla con las limitaciones ya anotadas 
una agricultura y ganadería básicamente de subsistencia, de baja productividad, y que aprovecha también 
a una escala de autoconsumo y de mercados locales los recursos hidrobiológicos del Lago. En realidad, 
conforme se asciende en altitud y se distancia del Lago, las opciones productivas se hacen cada vez más 
limitadas y por encima de los 4,000 msnm casi la única actividad productiva es la de ganadería de 
camélidos sudamericanos. 

Complementariamente a su actividad agrícola o pecuaria, parte de la población altiplánica practica 
dinámicos intercambios comerciales de un lado al otro de la frontera, que involucran excedentes agrícolas, 
productos subsidiados o con precios controlados en Bolivia (combustible, gas doméstico, soya, maíz, 
azúcar) y productos con alto componente tecnológico que ingresan desde la Zona Franca de Iquique 
(ZOFRI) en Chile y que gracias a la falta de controles en el vasto espacio altiplánico, contando además 
como aliados con  la corrupción de autoridades policiales y aduaneras, perfilan una “integración 
espontánea” basada en el comercio ilegal y el contrabando abierto, facilitada adicionalmente por la 
identidad étnica e idiomática entre las poblaciones de ambos países. 

Otra actividad económica que ha cobrado importancia en años recientes es la minería aurífera 
que, trabajada informalmente en las cabeceras de cuenca, especialmente las de los ríos Suches (binacional), 
o la del Ramis en el sector peruano, están generando severos impactos ambientales, tanto en los suelos 
como en los cursos de agua y el propio Lago Titicaca. Como factor de incremento del deterioro ambiental 
se suma el rápido crecimiento de las ciudades, que tiene como cabezas del sistema urbano a Juliaca y 
Puno en el Perú y a la ciudad de El Alto en Bolivia, ya que tanto los residuos sólidos como las aguas 
servidas no reciben un tratamiento adecuado. En las ciudades de Juliaca y Puno, el despegue reciente del 
turismo externo que tiene como principal destino el Lago Titicaca, ha favorecido el progreso urbanístico 
y el crecimiento del empleo urbano, si bien se trata de un impacto positivo aún muy localizado. 
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En el altiplano, las carreteras, favorecidas por la topografía predominantemente plana, son 
abundantes, pero de poca calidad, ya que sólo una parte menor de ellas son pavimentadas, destacando 
entre estas últimas la Carretera Panamericana que conecta el Perú con Bolivia por el litoral sur a través 
de los pasos fronterizos de Desaguadero y de Kasani; sin embargo, aún no funciona un anillo vial 
circunlacustre. La energía eléctrica, por otra parte, muy escasa y deficiente hasta época reciente, ha logrado 
una importante expansión y una mayor cobertura, no obstante lo cual todavía existen numerosos pueblos 
alejados de los principales ejes viales carentes de este servicio.  

Amplios excedentes demográficos, bloqueo de las actividades productivas debido a las 
limitaciones naturales, deficiencias de la infraestructura de transportes, carencia de técnicas de producción 
adecuadas (por ejemplo, riego tecnificado), y vigencia de mecanismos comerciales basados en la 
informalidad y el contrabando, determinan que el altiplano peruano-boliviano pueda ser tipificado, en 
general, como un área económica y socialmente deprimida. 

2. El área del piedemonte oriental de la Cordillera de los Andes 

Se trata de un sector de transición entre la región propiamente andina y la amazónica, en los 
departamentos de Puno (Perú) y La Paz (Bolivia) en el que la topografía accidentada y la orientación del 
drenaje, que sigue una dirección general sur-norte, no favorece que ambos países compartan ríos de curso 
sucesivo que faciliten la relación y la integración, sino que los mismos corren de manera relativamente 
paralela dentro de cada país hasta entregar sus aguas a ríos mayores del sistema amazónico: ríos Inambari 
y  Tambopata en el Perú y el Madidi en Bolivia. Los ríos Lanza, en la parte alta, y el río Heath, en la parte 
baja, hacen la frontera entre ambos países en este sector de muy baja densidad de población y casi aislado 
del resto de los dos países por falta de vías de comunicación. 

En este sector de la frontera la abundancia de lluvias y vegetación anuncian la proximidad del 
trópico, siendo objeto de una colonización relativamente reciente protagonizada por los excedentes 
demográficos procedentes del área altiplánica que se asientan en las laderas y fondos de valle donde 
practican una agricultura extensiva basada en frutales tropicales (piña, papaya, naranja, banano), café y 
cacao, actividades apoyadas con servicios básicos en una red de pequeños centros poblados que se alinean 
a lo largo de las escasas y muy deficientes carreteras de penetración. Así, desde la localidad de Sina, a 
2,931 msnm, se puede llegar  a través de una trocha carrozable a Yanahuaya, San Juan del Oro, San Pedro 
de Putina Punco y Paujil Playa, sobre el río Lanza, todas localidades ubicadas entre los 1,000 y 2,000 
msmn, y, salvo la última, capitales distritales, localizándose Paujil Playa en la misma frontera con Bolivia. 
También desde Sina hay una trocha carrozable que transita un territorio muy accidentado hasta llegar a 
la frontera con Bolivia en las nacientes del río Puina. Desde el sector boliviano, las comunicaciones son 
aún más deficientes, siendo muy difícil llegar a la frontera con el Perú desde las localidades de Apolo, 
capital de la provincia de Franz Tamayo o peor aún desde Ixiamas, capital de la provincia de Iturralde, 
entidades territoriales con muy baja densidad poblacional como que cada una de estas provincias cuenta 
con sólo dos municipios. La carretera que desde La Paz lleva a la ciudad de Apolo, continúa con 
características muy precarias hasta la localidad de Mojos, a sólo 30 km, aproximadamente, de la frontera 
con el Perú por el sector de Sina. 

Dado el aislamiento de esta área y la poca presencia de ambos Estados, en época reciente se 
estarían introduciendo en ella sembríos de coca, con producción destinada a la preparación de la cocaína 
que alimenta el tráfico de drogas por lo que una presencia y acción concertada de las autoridades 
competentes de los dos países se presenta como una iniciativa muy necesaria. 

3. El área amazónica 

El área amazónica fronteriza está comprendida por los departamentos de Madre de Dios en el 
Perú y Pando en Bolivia, íntegramente, y por aproximadamente la tercera parte del departamento de La 
Paz (Norte de La Paz)  y una parte muy menor del extremo norte del departamento peruano de Puno, 
con lo que constituye el escenario fronterizo más extenso. 
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Se trata de una amplia llanura de clima tropical, con abundancia de recursos de flora y fauna, 
recursos mineros (oro aluvial) y suelos con posibilidades agrícolas localizadamente, que en su mayor parte 
se encuentran subexplotados, desconocidos o son objeto de una explotación irracional (tala de madera, 
lavaderos de oro). El poblamiento de esta área es escaso, disperso y con un grado de urbanización 
incipiente, aunque las principales ciudades de ambos lados de la frontera están creciendo rápidamente y 
ya superan los 90,000 habitantes en el caso de Puerto Maldonado (Perú) y los 40,000 habitantes en el caso 
de Cobija (Bolivia). 

Las vías de comunicación terrestre hasta tiempo reciente eran escasas y de mala calidad. Sin 
embargo, desde inicios del año 2011 está operativa en el sector peruano la Carretera Interoceánica Sur, 
que constituye uno de los ejes viales de la iniciativa IIRSA y que debe promover no sólo el desarrollo del 
sector peruano de la frontera y su articulación con el resto del país, sino también la integración con el 
sector fronterizo amazónico boliviano, situación que, sin embargo, hasta el presente no ha ocurrido por 
un aparente desinterés de parte de las autoridades de este último país que estarían privilegiando, primero, 
la articulación de la amazonía boliviana con el resto de su propio país en un proceso que corre muy 
rezagado respecto al ya desarrollado en el sector peruano. 

La economía del área se sustenta en la explotación forestal y de la shiringa (goma), la recolección 
de la castaña, pequeños desarrollos agrícolas y ganaderos, y sobre todo la explotación del oro aluvial en 
los cauces de los ríos, lo que sin embargo reporta pocos beneficios al desarrollo de zona generando, más 
bien, enormes pasivos ambientales por el uso de técnicas primitivas contaminantes de recuperación del 
oro. En el sector boliviano, un factor de dinamización de la economía está representado por la Zona 
Franca de Cobija (ZOFRACOBIJA) que encuentra en las poblaciones brasileñas fronterizas (Brasilea, 
Epitaciolandia y Rio Branco) un mercado importante que le otorga sustento. 

A pesar del funcionamiento de la Carretera Interoceánica Sur en el sector peruano, los 
intercambios peruano-boliviano en ese sector de la frontera son todavía escasos, limitándose casi 
íntegramente al comercio de productos de panllevar a través de puntos fronterizos no habilitados 
oficialmente como pasos fronterizos, en circunstancias en que desde el gobierno nacional de Bolivia 
parece no haber mucho interés en habilitar un paso de frontera entre las localidades de San Lorenzo 
(Perú) y Extrema (Bolivia), que incluso permitiría utilizar por parte de los bolivianos la Carretera 
Interoceánica para interconectar permanentemente el sector amazónico de su territorio con el resto del 
país, actualmente aislado la mayor parte del año por vía terrestre. 
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Escenarios Naturales y Humanos en la Frontera Peruano-Boliviana 

 

ELABORACIÓN: Embajada del Perú en el Estado Plurinacional de Bolivia 

 

 

 

 



Elementos para la Formulación de un Programa de Desarrollo e Integración Fronteriza...  

 

 

Revista Gobernanza Global. Año 3. Número 8. Mayo - agosto de 2016      25 

Criterios Para Identificar Los Espacios De Aplicación Del Programa De Integración Fronteriza 
En Áreas Focalizadas: Las “Situaciones De Frontera” Relevantes 

Para realizar un proceso de delimitación de las áreas de aplicación  del programa de integración 
fronteriza, debe partirse de reconocer que, por un lado, existen distintas situaciones de frontera a lo 
largo del límite internacional entre ambos países, cada una de ellas individualizada en sus características y 
problemática geográfica, social, cultural, económica y hasta política; en la diversidad de las variables que 
la componen; y, en el distinto grado de articulación e integración interna (con el propio país) y externa 
(con el país vecino) existente.  

Por otro, las prioridades políticas de intervención pueden ser distintas: así, se puede proponer 
una intervención conjunta en el marco de un programa de integración fronteriza sobre aquellas 
situaciones de frontera en las que la problemática socio-económica se presente particularmente crítica, es 
decir, en donde las carencias sociales, la falta de oportunidades económicas, la ausencia del Estado, las 
duras condiciones climáticas y ambientales, las deficiencias en materia de conectividad (carreteras, 
telefonía, internet), etc., expliquen la baja calidad de vida de sus habitantes y el hecho de que en una alta 
proporción estén sumidos en una situación de pobreza o incluso de pobreza extrema. Pero también 
pueden ser objeto de una priorización para la intervención, sectores fronterizos incorporados a los ejes 
de relación bilateral, en donde existen centros poblados, cierta disponibilidad de servicios para la 
población y la economía, dotación de recursos naturales y condiciones climáticas más benignas, 
organizaciones sociales mejor organizadas y calificadas, presencia y actuación de los gobiernos local y 
regional etc. en donde cabe, entonces, explotar dicho potencial para convertir esos sectores en espacios 
privilegiados para la integración fronteriza binacional.  

En la frontera peruano-boliviana, las situaciones de frontera que representan esas dos opciones 
son varias, y pueden ser tipificadas de la siguiente manera: 

1. Comunidades campesinas con recursos agrícolas precarios y cuadro social crítico 

Esta tipología engloba a las poblaciones y comunidades campesinas de los laderas, valles y 
altiplano, incluyendo las áreas de piedemonte. Esas comunidades se encuentran en general alejadas de los 
principales centros urbanos y ejes de comunicación, asentadas en tierras de baja productividad, ya sea por 
la pobreza de los suelos, la topografía accidentada o la crudeza del clima, agravada, en muchos casos, por 
la alta densidad demográfica, por lo que su situación económica y social suele ser precaria. Producen 
básicamente para el autoconsumo, con técnicas rudimentarias, mientras que el pequeño excedente 
generado es usualmente objeto de trueque o de comercio desigual con agentes externos. 

Su organización social y su cultura se encuentran en transición entre modos tradicionales y 
modernos, lo que muchas veces conlleva la pérdida del capital social ancestral, representado por formas 
de trabajo colectivo y solidario así como el debilitamiento de su identidad cultural, hecho manifiesto por 
el reemplazo de su idioma nativo (aymara, quechua) por el español para contactos con el exterior, sobre 
todo entre las generaciones jóvenes. Las carencias en materia de infraestructura, servicios públicos y 
servicios sociales son muy acentuadas y determinan niveles de vida muy bajos para la mayor parte de 
estas poblaciones.  

Frente a la situación descrita, el desarrollo de vínculos con las comunidades vecinas del país 
limítrofe sobre la base de identidades culturales o relaciones sociales ancestrales, contribuyen 
considerablemente a complementar las capacidades locales y suplir carencias en materia de atenciones 
básicas en salud, educación o acceso a productos básicos de la canasta familiar. Las poblaciones 
campesinas del altiplano boliviano-peruano, en los sectores altos y  alejados de los principales ejes de 
comunicación, así como los campesinos migrantes asentados en los sectores de selva alta cercano a la 
frontera entre ambos países, pueden mencionarse como representativos de este grupo.  

 

2. Comunidades campesinas con acceso a recursos agrícolas y déficit moderado de servicios sociales 
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Bajo esta denominación puede identificarse a las poblaciones campesinas asentadas en zonas del 
altiplano cercanas a centros urbanos o a vías de comunicación, lo que facilita el contacto con el exterior 
y el acceso a los mercados, básicamente los sectores ribereños del Lago Titicaca, especialmente en el 
sector sur. 

Entre estas poblaciones el concepto de comunidad va perdiendo su esencia ancestral, 
debilitándose por el desarrollo de la propiedad individual de la tierra, y aunque los miembros de ella 
todavía tiendan a asociarse para tareas de transformación y comercialización de la producción, la falta de 
recursos técnicos y financieros, mayormente no han permitido consolidar cadenas productivas eficientes, 
por lo que suelen depender del acopiador o intermediario que monopoliza los vínculos con el mercado y 
tiende a apropiarse de una proporción sustantiva del excedente.  

El déficit en materia de servicios sociales es alto, aunque no tan agudo como los que afectan a la 
población involucrada en la situación de frontera precedente. Las relaciones con comunidades fronterizas 
del país vecino suelen ser intensas y abarcar diversos ámbitos de la vida comunitaria (atenciones en salud, 
educación básica, secundaria o técnica, adquisición de bienes básicos y otros manufacturados, eventos 
familiares y sociales, etc.), alimentadas por un pasado compartido y por unas demandas sociales que sólo 
en parte son satisfechas desde el propio país.  

3. Centros urbanos intermedios, ubicados sobre ejes de comunicación binacional 

Esta situación de frontera hace referencia a ciudades de tamaño poblacional y complejidad 
funcional intermedia, ubicadas a ambos lados del límite internacional a modo de ciudades “pares” o 
“gemelas”, frecuentemente en las proximidades de un paso de frontera oficialmente habilitado y que en 
ocasiones funcionan a modo de conurbación binacional. Cumplen funciones de tipo básicamente 
comercial que debe, por lo demás, adecuarse a vaivenes y coyunturas económicas y políticas determinadas 
exógenamente (tipo de cambio, políticas de subsidio). El desempleo generalmente es alto y un importante 
sector de la población empleada con frecuencia lo está en actividades informales cuando no ilegales 
(actividades como contrabando o narcotráfico). Existe por lo general un tránsito binacional intenso de 
personas (población pendular) pero también, cada vez más, migraciones campo-ciudad de población 
desplazada por la pobreza. Las carencias sociales suelen ser agudas, en buena parte por la complejidad de 
las situaciones prevalecientes, la dificultad de captarlas adecuadamente por parte de los gobiernos 
centrales y la escasez de los recursos disponibles por parte de los organismos de gobierno local. Sobre la 
misma frontera peruano-boliviana, las ciudades de Desaguadero peruano y boliviano, y Yunguyo (Perú) 
– Copacabana (Bolivia) son representativas de esta situación. Sin embargo, en una escala geográfica 
mayor, puede incluirse bajo esta definición las ciudades de Juliaca-Puno en el Perú con El Alto en Bolivia.  

 

La Definición De Las Áreas Focalizadas De Intervención 

De la presentación de los escenarios fronterizos (capítulo II) y de los criterios generales y 
“situaciones de frontera” identificadas (capítulo III) se desprende que el área más poblada, con 
condiciones de vida precarias afectando a un mayor número de población, pero a la vez con una tradición 
de integración fronteriza espontánea y con una ubicación estratégica en función del crecimiento de los 
intercambios y el afianzamiento de los vínculos bilaterales e incluso continentales, es el altiplano del 
entorno circunlacustre y el altiplano interior fronterizo. Los principales elementos que sustentan esta 
apreciación son los siguientes:  

a) La topografía dominante en el altiplano es la de una meseta de altitud que no ofrece mayores 
obstáculos a los desplazamientos de uno a otro lado de la frontera. 

b)  Desde tiempos prehispánicos el altiplano peruano-boliviano ha tenido un intenso poblamiento 
étnicamente uniforme, conservándose hasta la actualidad las características antropológicas, 
lingüísticas y culturales de su población (los collas), contexto en el cual los límites políticos entre 
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los dos países no representan mayor obstáculo para afianzar la relación fronteriza frente a esos 
otros importantes factores de cohesión. 

c) El altiplano peruano-boliviano se ha constituido desde el advenimiento de la independencia de 
los dos países en un importante corredor comercial, a través del cual se canaliza una parte 
importante del comercio exterior de Bolivia y del sur peruano, proceso que se afianzó con el 
advenimiento del ferrocarril hacia fines del siglo XIX y que se ha visto reforzado con la 
construcción o mejora de determinados ejes viales (carretera Ilo-Desaguadero-La Paz; carretera 
La Paz-Desaguadero-Juliaca-Arequipa-Matarani) que, sumados a otros proyectos de transporte 
en curso, deben convertir próximamente al altiplano fronterizo en un espacio encrucijada a 
escala del continente sudamericano. 

d) Sin embargo, la situación de atraso y marginación socio-económica que afecta al altiplano 
peruano-boliviano, principalmente en los sectores alejados de los principales ejes de articulación 
vial, constituye, en el contexto de las dos sociedades y economías nacionales, un elemento 
principal para definirlo como sector geográfico prioritario para comprometer un proceso de 
integración fronteriza en áreas focalizadas, que contribuya a superar, sobre la base de esfuerzos 
compartidos y complementarios peruanos y bolivianos, las graves deficiencias estructurales que 
allí se constatan. 

e) Pero, todavía, el altiplano fronterizo resulta un espacio demasiado dilatado, por lo que parece 
pertinente identificar áreas focalizadas donde comprometer y ejecutar  un programa de desarrollo 
e integración fronteriza en el corto plazo, de carácter demostrativo, tipo programa piloto, que 
ofrezca resultados tangibles y que genere un cúmulo de experiencias exitosas y de buenas prácticas 
que luego puedan ser insumidas en un plan de desarrollo a una escala fronteriza mayor. 

f) Para la identificación de esos sectores territoriales priorizados a escala local de lado peruano, se 
ha pasado revista al mapa de pobreza elaborado por el Instituto Nacional de Estadística en 2009, 
sobre la base de la pobreza monetaria a nivel de distrito, en las provincias puneñas limítrofes con 
Bolivia (Chucuito, Yunguyo, Huancané, Moho, San Antonio de Putina, y Sandia), registrando los 
distritos en los que dicha pobreza monetaria abarca al 50 % o más de la población distrital. El 
resultado de ese ejercicio, colocando los distritos en orden decreciente, de mayor a menor 
pobreza, se muestra en el cuadro siguiente: 
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Distritos De Las Provincias De Puno Fronterizas Con Bolivia, Con 50 % O Más De Pobreza 
Monetaria, 2007 

 

Ubigeo 

 

Provincia 

 

Distrito 

 

Población 

Pobres (%) 

Total Extremo No 
extremo 

211204 Sandia Patambuco 4,339 90.7 68.1 22.6 

211202 Sandia Cuyocuyo 5,384 89.4 59.5 30.0 

210903 Moho Huayrapata 4,316 85.0 54.5 30.5 

210406 Chucuito Pomata 18,049 84.0 58.6 25.5 

210404 Chucuito Kelluyo 20,037 82.9 45.2 37.6 

210901 Moho Moho 17,277 80.9 48.5 32.4 

210606 Huancané Rosaspata 5,701 79.3 42.6 36.7 

210902 Moho Conima 3,484 79.2 44.3 34.8 

211205 Sandia Phara 5,012 77.9 43.5 34.4 

210603 Huancané Huatasani 4,548 77.1 38.0 39.0 

211203 Sandia Limbani 3,978 76.9 37.8 39.0 

211003 San Antonio de 
Putina 

Pedro Vilca Apaza 2,695 75.1 39.0 36.0 

211206 Sandia Quiaca 2,339 73.5 40.9 32.7 

210904 Moho Tilali 3,089 72.6 37.1 35.4 

210601 Huancané Huancané 21,114 72.4 42.6 29.8 

211201 Sandia Sandia 11,941 71.7 36.5 35.2 

211004 San Antonio de 
Putina 

Quilcapuncu 5,437 70.6 27.4 43.2 

210604 Huancané Inchupalla 3,633 69.7 32.9 36.8 

210407 Chucuito Zepita 20,333 68.6 31.0 37.6 

211307 Yunguyo Unicachi 3,747 64.9 24.2 40.7 

211005 San Antonio de 
Putina 

Sina 1,562 64.9 24.3 40.6 
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211304 Yunguyo Cutupari 1,556 64.5 33.6 30.9 

210602 Huancané Cojata 4,473 64.0 23.7 40.3 

211303 Yunguyo Copani 5,522 62.7 24.8 37.9 

210401 Chucuito Juli 24,090 62.1 30.3 31.8 

211305 Yunguyo Ollaraya 4,950 57.9 20.4 37.5 

210405 Chucuito Pisacoma 12,916 57.5 17.6 39.8 

210402 Chucuito Desaguadero 22,979 55.5 18.2 37.4 

211306 Yunguyo Tinicachi 1,566 53.9 17.6 36.3 

210607 Huancané Taraco 15,000 53.4 18.4 35.0 

211301 Yunguyo Yunguyo 29,025 52.5 19.1 33.4 

FUENTE: INEI, “Mapa de Pobreza Provincial y Distrital, 2009”. 

 

Si bien no todos los distritos con mayor pobreza monetaria se ubican en el sector altiplánico, un 
programa de intervención como el propuesto que pretende iniciarse de inmediato, encuentra una severa 
limitación en la falta de conectividad existente en las circunscripciones de selva alta y las del piedemonte 
oriental (provincias de Sandia y de San Antonio de Putina en el Perú), en donde la ausencia de vías de 
comunicación eficientes, por ejemplo, es un asunto que no podría ser resuelto en el corto plazo. En 
cambio, los distritos del perímetro circunlacustre y del altiplano interior, conjugan características de 
accesibilidad relativa a la vez que situaciones socio-económicas críticas, tradición de procesos de 
integración espontánea, y, en algunos casos, se ubican sobre el principal eje de comunicación vial, lo que 
constituye un positivo factor para potenciar la integración fronteriza. 

Con estos argumentos, se propone que el “Programa de Integración Fronteriza Peruano-
Boliviana en Áreas Focalizadas” se estructure en las siguientes cinco áreas que van de sur a norte a lo 
largo de la frontera común: 

ÁREA I, altiplano interior sur: comprendida, en el Perú, por los distritos de Kelluyo y Pisacoma 
de la provincia de Chucuito, departamento de Puno, abarcando una superficie de 1,445 km2  y una 
población de 30,020 habitantes; la pobreza total compromete al 82.9 % de la población de Kelluyo y al 
57.5 % de la de Pisacoma. Por parte boliviana, corresponderá a las autoridades de ese país definir las 
circunscripciones a ser comprendidas, pero en principio podrían ser las secciones de Santiago de Machaca 
y Catacora de la provincia José Manuel Pando más la sección de San Andrés de Machaca de la provincia 
de Ingavi. 

Esta área corresponde al altiplano interior en el sector sur  de la frontera común, caracterizada 
por la coexistencia y estrecha relación a ambos lados de la frontera  de numerosas comunidades aymaras 
dedicadas fundamentalmente a la ganadería de camélidos sudamericanos pero con una baja 
productividad; en esta área, el progresivo alejamiento del espejo del Lago Titicaca genera condiciones 
climáticas rigurosas que van haciendo gradualmente más difícil el desarrollo de la agricultura. Es un área 
con relativa buena accesibilidad desde el sector boliviano a través de una carretera afirmada cuyo asfaltado 
está previsto hasta 2015 por constituir un tramo de la carretera Tacna-La Paz; desde territorio peruano, 
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su accesibilidad implica recorrer una trocha carrozable de algunas decenas de kilómetros a partir de un 
punto de la vía asfaltada Ilo-Desaguadero. 

Las opciones para mejorar las condiciones de vida de la población de esta área están 
estrechamente vinculadas al mejoramiento genético de los camélidos; la seguridad en la provisión de agua 
y forrajes; la introducción de tecnologías mejoradas para la crianza, esquila y beneficio de dicho ganado8; 
el procesamiento y transformación de la fibra, incluyendo el hilado y la elaboración de prendas; y la 
obtención de precios justos para los productores, evitando la intervención de intermediarios que al 
quedarse con la parte más importante de los excedentes, impiden el crecimiento y consolidación de las 
organizaciones de productores locales. 

AREA II, corredor circunlacustre sur: que abarcaría en el Perú los distritos circunlacustres del 
sector sur del Lago Titicaca, desde Desaguadero-Perú hasta Puno y Juliaca en dirección noroeste, a lo 
largo de 190 km, aproximadamente, abarcando una superficie de 6,735 km2 y una población de 562,000 
habitantes, la mayor parte urbana ya que comprendería a la población de las ciudades de Puno y Juliaca, 
además de la de Juli y Desaguadero, entre las principales. De lado boliviano, integraría probablemente las 
secciones (distritos) comprendidas entre la frontera y la ciudad de El Alto, entre otras, Desaguadero-
Bolivia, Guaqui, Tiahuanacu, Laja y el propio El Alto. A pesar de la existencia de un eje de conexión 
principal con Bolivia (la Carretera Panamericana) y de la mayor diversificación de la economía, dentro de 
la cual es de alta importancia el comercio legal e ilegal a través de la frontera, así como la complementación 
en materia de  servicios, se constata altos grados de pobreza monetaria en varios distritos peruanos: en 
Pomata ella alcanza al 84.0 % de la población, en Zepita al 68.6 %, en Juli al 62.1 % y en Desaguadero, 
el núcleo fronterizo de la más alta actividad comercial, al 55.5 %. 

En esta área, es importante establecer las condiciones para que la relación fronteriza sea lo más 
flexible posible, mediante, por ejemplo, la introducción del uso de la tarjeta de Tránsito Vecinal 
Fronterizo (TVF) que beneficie a los habitantes de la zona para su desplazamiento con el mínimo de 
controles dentro de ella, lo que adicionaría al libre tránsito turístico ya dispuesto por la Decisión Andina 
503 del año 2001, la posibilidad de adquirir en la zona fronteriza del otro país, cierto tipo de bienes sin 
pago de derechos de importación y sin que ello sea reputado como contrabando. Asimismo, es necesario 
concretar un acuerdo para tránsito de vehículos de uso privado, que estimule y facilite el turismo ni 
siquiera dentro de ese eje fronterizo, sino a través de dicho eje en todo el territorio del Perú y Bolivia. La 
complementación en materia de servicios también es un rubro de actividad muy importante y 
comprendería los servicios turísticos, promoción empresarial, complementación en servicios educativos 
y de salud de nivel superior o de cierto grado de complejidad, etc. Aprovechando las economías externas 
generadas por las ciudades fronterizas, se podrían comprometer también algunos emprendimientos 
empresariales para la transformación de las producciones que se destinan a los mercados, pero que 
generalmente se dirigen a ellos con poca agregación de valor, sin conocimiento de las características de 
la demanda, y con la participación de intermediarios que, en el fondo, realizan una exacción de los 
excedentes en perjuicio de los productores del área. Finalmente, en esta área, también es importante 
promover el trabajo concertado, a nivel de autoridades de gobierno local, en planes de ordenamiento y 
de zonificación urbana, la integración de las funciones urbanas con las propias que se realizan en el Centro 
Binacional de Atención en Frontera (CEBAF), coordinación de programas en materia de seguridad 
ciudadana, prevención y atención de desastres, y, en general, desarrollo de iniciativas de intercambio de 
experiencias (buenas prácticas, experiencias exitosas) en materia de gestión de los municipios o gobiernos 
locales. 

AREA III, península de Copacabana y Lago Menor: comprendería en territorio peruano los 
distritos de Yunguyo, Unicachi, Cuturapi, Copani, Ollaraya y Tinicachi, todos con niveles de pobreza 
monetaria que afectan a más del 50 % de su población, siendo el más pobre de ellos el de Unicachi, donde 
la pobreza monetaria alcanza al 64.9 % de la población. Tiene un área de 279 km2 y una población de 

                                                           
8 Aspectos que han sido parte inicialmente del proyecto “Vigorización de la crianza de la llama en comunidades alto andinas 
de la zona sur parte alta del Lago Titicaca”, ejecutado durante 2012 por la Secretaría General de la Comunidad Andina. 
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45,000 habitantes. En el sector boliviano probablemente estaría integrado por las secciones de 
Copacabana, Tito Yupanqui, y San Pedro de Tiquina, incluyendo de este modo toda la porción de la 
península de Copacabana de soberanía boliviana, incluyendo además el cantón de San Pablo, al otro lado 
del estrecho de Tiquina. 

En esta área el turismo vivencial y rural ofrece las mejores perspectivas, dada la riqueza paisajística 
de la zona así como la presencia de comunidades isleñas además de atractivos tales como la Basílica de 
Copacabana en el sector boliviano. El desarrollo y la complementación pesquera, basada en el 
repoblamiento de especies nativas, el uso de técnicas adecuadas de pesca, y el procesamiento de la 
producción destinada a los mercados urbanos, también  se ofrece como un sector adecuado para la 
activación económica del área, aunque la Autoridad Binacional del Lago Titicaca (ALT) tiene programado 
en su Plan Operativo Anual 2013 acciones en esta dirección. 

AREA IV, corredor circunlacustre norte: integrado en el sector peruano por los distritos de 
Huancané y Taraco de la provincia de Huancané y los de Moho, Conima y Tilali de la provincia de Moho, 
con una superficie de 1,192 km2 y una población de 66,417 habitantes; la pobreza monetaria va del 80.9 
% en Moho a 53.4 % en Taraco. De facto, y por un asunto de continuidad geográfica, también hace parte 
de este corredor el distrito de Vilque Chico de la provincia de Huancané, pero su nivel de pobreza 
monetaria es inferior al  50%; incluyendo a Vilque Chico, la superficie de esta área se incrementaría en 
500 km2 (total, 1,692 km2) y su población en 9,527 (total, 75,944). En su sector boliviano, esta área podría 
estar integrada por Puerto Acosta, capital de la provincia de Camacho y las secciones de Escoma, 
Península de Challapata, Carabuco y Ancoraimes, esta última ya en la provincia de Omasuyos. 

Si bien en esta área la interconexión desde el Perú a Bolivia todavía no está completada, se viene 
avanzando de lado boliviano para que ella pueda concretarse probablemente en dos años más. Se trata 
de un área con un gran potencial para el turismo rural, por su belleza paisajística, poblados con legado 
colonial, y la existencia de sectores que poseen un clima más benigno, haciendo posible el cultivo de 
productos que no pueden desarrollarse en otros sectores del altiplano (maíz, hortalizas, flores). 
Adicionalmente, la importancia de esta área radica en que, una vez concretado el enlace vial, puede 
habilitarse un nuevo paso de frontera turístico y comercial (Tilali – Puerto Acosta) que jugaría 
complementariamente al que funciona actualmente por Desaguadero, además de concretarse finalmente 
un anillo vial circunlacustre. 

AREA V, del altiplano interior norte: corresponde a los sectores interiores y más altos del 
altiplano fronterizo norte, integrado en su sector peruano por los distritos de Cojata, Huatasani, 
Inchupalla y Rosaspata de la provincia de Huancané, y el distrito de Huayrapata que hace parte de la 
provincia de Moho. Comprende un área de 1,967 km2 y una población de 22,369 habitantes y en esa área 
la pobreza monetaria fluctúa entre el 85.0 % en Huayrapata al 64.0 % en Cojata, siendo, en consecuencia, 
más elevada que en el piso altitudinal que se encuentra por debajo de esta área representado por el área 
IV del corredor circunlacustre norte. 

En este sector la accesibilidad es limitada porque la calidad de las vías de comunicación va de 
mediana a deficiente, existiendo, sin embargo, una relativamente alta densidad de vías vecinales. Las 
condiciones climáticas son en esta área bastante rigurosas por lo que los recursos renovables y las 
actividades económicas que ellas posibilitan son limitadas y se restringen, básicamente, a la ganadería de 
camélidos que desarrollan en condiciones muy precarias algunas comunidades altoandinas. Para mayor 
complicación, esa zona se ha convertido en un espacio en el que la minería aurífera informal e ilegal viene 
operando en décadas recientes de manera irresponsable, causando severos impactos ambientales en los 
ecosistemas y principalmente contaminando los suelos y los cursos de agua, incluyendo los bofedales, en 
los que dicho ganado encuentra su sustento. 

En resumen, el territorio y la población comprendidos en el sector peruano de estas cinco áreas 
de intervención focalizada propuestas, es la siguiente: 
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AREA DENOMINACIÓN SUPERFICIE 
(KM2) 

POBLACIÓN 

(Censo 2007) 

I Altiplano interior sur 1,445 30,020 

II Corredor circunlacustre 
sur 

6,735 562,000 

III Península de Copacabana 
y Lago Menor 

  279 45,000 

IV Corredor circunlacustre 
norte 

1,692 75,944 

V Altiplano interior norte 1,967 22,369 

T O T A L :       12,118     735,333 

 

La información consolidada del cuadro anterior indica que mediante un programa de integración 
fronteriza en áreas focalizadas particularmente importantes en función de la situación de pobreza que les 
afecta y del potencial de integración que detentan, podría comprenderse en lo que corresponde al 
sector peruano de la ZIF al 3.73 % de su  superficie  y al 17.71 % de su población.  

Áreas Focalizadas de Intervención en el Altiplano Fronterizo Peruano-Boliviano 

 

ELABORACIÓN: Embajada del Perú en el Estado Plurinacional de Bolivia 
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Fichas de Ideas de Proyectos de Desarrollo e Integración Fronteriza  

Se presentan a continuación un conjunto de fichas de ideas de proyectos que podrían ser 
propuestos para su ejecución en las distintas áreas geográficas de intervención focalizada identificadas. 
Sin embargo, hay varias consideraciones que deben señalarse previamente: 

- No todos los proyectos son “proyectos de inversión”. Por lo menos los que van 
numerados del 1 al 6, en buena parte son iniciativas que pueden ser concretadas ya sea 
bilateralmente, como acuerdos de entre el Perú y Bolivia, o bien se trata de proyectos a escala 
municipal, cuyos costos pueden ser asumidos como gasto operativo de esas entidades.  

- No se incluye, en general, proyectos de infraestructura productiva o social, tanto porque se 
conoce que ambos Estados como los Gobiernos Regionales vienen trabajando en ellos, como 
porque su eventual diseño, aprobación y ejecución requiere altas inversiones y períodos de 
maduración por lo general mayores a los dos-tres años que se estima demandará la realización de 
este Programa. 

- No se adelantan iniciativas de proyecto que muy probablemente harán parte de programas o 
planes mayores ya comprometidos por ambos países. Así por ejemplo, el Plan Maestro para la 
Cuenca del río Suches a cuya formulación el Perú y Bolivia están abocados en el marco de la 
Comisión Binacional para el río Suches y que tendrá un alto componente de ordenamiento de la 
actividad minera informal-ilegal y de remediación de los impactos ambientales negativos ya 
registrados. 

- Varios, sino la mayoría de estos proyectos, podrían empezar a funcionar como proyectos de 
“desarrollo fronterizo” y no de “integración fronteriza” en el sentido de manejarse principalmente 
como dos unidades de proyectos y no desde el inicio como una unidad de proyecto, aspecto, este 
último, que plantea aún una serie de dificultades y, principalmente, las referidas a la posibilidad 
de comprometer recursos públicos cuya ejecución física tenga lugar a ambos lados del límite entre 
el Perú y Bolivia, lo que, en ausencia de regulaciones bilaterales o comunitarias andinas, pudiera 
ser tipificado por los sistemas nacionales de inversión pública (SNIP) como malversación de 
fondos públicos.   

 

PROYECTO 1:  Implementación de la Tarjeta de Tránsito Vecinal Fronterizo (TVF) 

Objetivo: Disponer de un documento único que facilite la circulación de los habitantes de 
sectores de la ZIF  identificados de mutuo acuerdo (en principio, las cinco áreas focalizadas de 
intervención que se definan), para que puedan realizar actividades propias a la cotidianidad que caracteriza 
a la relación fronteriza, impidiendo que la presencia del límite internacional se convierta en un factor que 
dificulta y genera sobrecostos a dicha relación cotidiana. 

Descripción: Se entregaría un carnet a cada persona mayor de edad (que incluya a sus 
dependientes menores de edad) que demuestre que vive en una localidad definida para estos efectos como 
fronteriza. Los poseedores de dicho carnet podrían cruzar la frontera a través de ciertos puntos 
habilitados de mutuo acuerdo (también por un carril diferenciado en donde opere un Centro Binacional 
de Frontera – CEBAF), tener permanencia en el otro país por períodos diferenciados a los que habilita 
el tránsito turístico, hacer uso de servicios públicos (por ejemplo: postas o centros médicos, centros de 
educación básica o técnica), conseguir empleo estacional o temporal, participar en ferias y eventos 
culturales, e incluso adquirir bienes para uso o consumo de una lista positiva de bienes por un 
determinado valor anual sin que dicho tráfico pueda ser reputado como contrabando.  

Beneficiarios: los habitantes de las cinco áreas de intervención focalizada priorizadas. 
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PROYECTO 2: Acuerdo para el tránsito de vehículos de uso privado 

Objetivo: disponer de un régimen binacional de estímulo del turismo familiar, que facilite que 
los vehículos de uso privado puedan transitar por el país vecino con la autorización de las aduanas de 
ambos países pero sin el requisito de garantías reales o bancarias. 

Descripción: en la frontera peruano-boliviana no se dispone de un régimen aduanero que haga 
posible que los vehículos particulares, de uso familiar, ingresen al otro país sin pago de derechos o de 
garantías aduaneras para que su propietario y familiares u ocupantes realicen actividades turísticas en el 
país vecino, lo que constituye un factor restrictivo importante para el turismo binacional. El acuerdo 
señalaría los requisitos y ámbitos geográficos de circulación autorizada para los vehículos de matrícula 
peruana y boliviana cuyos propietarios desean hacer turismo en el otro país, reconociendo como 
documento principal para habilitar dicho tránsito al  Documento Único de Internación Temporal, que 
sería  extendido gratuitamente y sin exigencia de garantía monetaria, por la aduana de ingreso 
correspondiente. La modernización y coordinación entre las aduanas de frontera es vital para que un 
régimen de este tipo pueda funcionar eficientemente (sistemas informáticos interconectados en tiempo 
real). Se estima que es plenamente factible negociar un acuerdo de este tipo, que, por lo demás, sería 
similar a los que ya se disponen con otros países fronterizos,  concretamente Ecuador, Chile y Brasil.  

Beneficiario: por su carácter, se trataría de un acuerdo de tipo bilateral y no exclusivamente 
fronterizo. 

 

PROYECTO 3: Red de municipios del altiplano fronterizo 

Objetivo: Disponer de una red de ciudades que cuenten con unidades técnicas operativas para 
desarrollar acciones, programas y proyectos de interés común intermunicipal, orientadas a promover y 
fortalecer la cooperación y la integración fronteriza. 

Descripción: Entre los municipios de las principales ciudades altiplánicas del Perú y Bolivia, 
debería funcionar una red que estimule el intercambio de experiencias e informaciones así como facilitar 
el acceso de los ciudadanos a los centros municipales de investigación, desarrollo tecnológico y cultura. 
En ese marco, se impulsarían convenios y servicios recíprocos entre ellas; se coordinaría la planificación 
municipal, así como el desarrollo de programas integrados en distintas áreas de competencia municipal; 
se desarrollarían y potenciarían actividades comunes e integradas vinculadas a la cultura, la recreación, el 
deporte y el turismo; se realizarían estudios y se colaboraría en la elaboración de planes y estrategias en el 
área urbano-ambiental, etc. Al efecto en América del Sur funciona desde hace varios años la red 
MERCOCIUDADES, impulsada por los municipios de los países del MERCOSUR pero a la que luego 
se han adherido municipios de otros países. En el altiplano fronterizo, los únicos municipios que hacen 
parte de MERCOCIUDADES son el de Ácora, en el Perú, y El Alto, en Bolivia. Sería interesante que 
bajo este modelo de colaboración u otro similar se integren municipios de ciudades de rango urbano más 
elevado, por ejemplo, Puno y Juliaca como interlocutores de El Alto; o los dos Desaguadero, peruano y 
boliviano, dialogantes entre sí. 

Beneficiarios:  Municipios del altiplano fronterizo en todas las Áreas focalizadas, especialmente 
los municipios del Área II. 

 

PROYECTO 4: Catastro urbano en Desaguadero 

Objetivo: contar con un inventario de la propiedad inmueble, base para el ordenamiento y 
planificación urbana, así como para el incremento de los ingresos de los municipios locales. 

Descripción: Preparación y ejecución de un proyecto de catastro urbano con múltiples 
finalidades, que contenga los componentes técnico, económico, jurídico y tributario, de manera que se 
adecúe al tamaño de los dos centros poblados, contribuya a la regularización de la propiedad, a las 
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finanzas municipales, y a la planificación del crecimiento urbano, incluyendo un componente de 
fortalecimiento de la capacidad institucional de los municipios para su manejo, mantenimiento y 
actualización. 

 Beneficiarios: Municipalidades de Desaguadero, Bolivia y Perú, y habitantes titulares de bienes 
inmobiliarios en ambas poblaciones.- Area II de intervención focalizada. 

 

PROYECTO 5: Traslado de la feria de Desaguadero 

Objetivo: Racionalizar la realización de la feria fronteriza de Desaguadero mediante su traslado 
a un lugar del perímetro urbano de ambas poblaciones de Desaguadero que evite la congestión, demora 
y sobrecostos que origina para el tránsito de personas, vehículos y mercancías por el paso de frontera. 

Descripción: resulta anti-técnico y gravoso para el tránsito a través del paso de frontera que la 
feria de los martes y viernes en ambas poblaciones de Desaguadero siga realizándose a ambos lados del 
puente antiguo, bloqueando totalmente la vía de acceso principal de uno a otro país. En función de la 
zonificación del espacio urbano o de los planes reguladores que puedan tener aprobados ambos 
municipios o que decidan actualizar o reformular, ellos deben proceder al traslado de los kioskos, carretas 
y otros implementos de venta y distribución, a un campo ferial a ser delimitado y habilitado en cada 
población de Desaguadero o, como mínimo, a un lugar abierto, más espacioso que el actual, en donde 
no  bloqueen el tránsito internacional y ofrezcan mayores facilidades a los compradores y transeúntes. 
Ambas autoridades municipales deberán, si es necesario, desarrollar un plan de concientización y de 
facilidades para estimular el traslado de los comerciantes al espacio que se seleccione y adecúe (charlas en 
las que se expliciten los beneficios y ganancias que dicho traslado les reportaría; alquiler o venta de 
espacios en condiciones preferenciales; puesta a disposición de comerciantes de servicios 
complementarios –almacenaje, seguridad, limpieza-, etc.). Un aspecto que debe considerarse es la 
posibilidad de alternancia del evento ferial, de modo que se realice una vez en cada una de las dos ciudades 
de Desaguadero y no en ambas, con lo que se lograría sin duda una mayor racionalidad en la utilización 
del espacio urbano y en el funcionamiento de la feria, opción que requeriría de un acuerdo entre ambos 
países para que los controles aduanero, sanitario y migratorio se reubiquen el día de feria en concordancia 
con la necesidad de cumplir adecuadamente con sus funciones. 

Beneficiarios: comerciantes que operan en la feria de Desaguadero, compradores, personas y 
vehículos en tránsito internacional, y los propios  municipios.- Área II de intervención focalizada. 

 

PROYECTO 6: Preparación de normas y reglamentos técnicos municipales en Desaguadero 

Objetivo: Lograr que los municipios de Desaguadero, peruano y boliviano, cuenten con 
regulaciones en materia de zonificación urbana, especificaciones técnicas sobre construcciones, requisitos 
para licencias comerciales, entre otros.  

Descripción: En poblaciones como Desaguadero peruano y boliviano que constituyen un punto 
de encuentro de corrientes de tráfico que tienen origen y destino más allá de las respectivas jurisdicciones 
municipales, siempre existe la posibilidad de que dichos flujos encuentren repentinamente factores de 
estímulo que determinen una presión sobre la demanda del espacio urbano. En ese sentido, la preparación 
de instrumentos técnicos, administrativos y legales que regulen el ordenamiento y control urbano de 
ambas ciudades y se constituyan en herramientas de planificación urbana, son de alta importancia y 
prioridad, entre ellos:  

- Normas y reglamentos sobre usos de suelo (zonificación residencial, comercial, servicios 
públicos, terminales o paraderos, etc). 

- Reglamentos sobre habilitación de tierras para usos urbanos y edificaciones. 
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- Reglamentos de protección ambiental: aseo urbano, disposición de residuos sólidos, 
alcantarilla y tratamiento de aguas servidas. 

Beneficiarios: Gobierno Municipal de Desaguadero Bolivia y Municipalidad Distrital de 
Desaguadero Perú.- Área II de intervención focalizada. 

 

PROYECTO 7: Terminal de transporte público en Desaguadero, Bolivia 

Objetivo: Contar con un terminal de transporte público que otorgue racionalidad al embarque 
de pasajeros y sus equipajes, evitando el innecesario congestionamiento de las vías públicas. 

Descripción: Si bien en Desaguadero Perú en años recientes se ha procedido a la construcción 
de un terminal de transporte público de pasajeros que contribuye a ordenar el tránsito vehicular (si bien 
se ve desbordado los días de feria), en Desaguadero Bolivia no ha ocurrido lo mismo lo que se refleja en 
un desorden y congestión vehicular en distintas calles del radio urbano donde se estacionan los vehículos 
que realizan ese tipo de transporte. En ese sentido, es necesario preparar un proyecto, a diseño final, de 
una terminal de transporte público adecuado a las necesidades y magnitud del tráfico existente entre esa 
población y las principales ciudades de Bolivia como El Alto, La Paz y Oruro, que considere las 
diferencias de demanda entre días ordinarios y días de feria. De inicio se estima la demanda de un terreno 
de una a dos hectáreas y una superficie construida de aproximadamente 2,000 m2. 

Beneficiarios: Población de Desaguadero Bolivia, usuarios de la feria y población en tránsito por 
el paso de frontera.-  Área II de intervención focalizada. 

 

PROYECTO 8: Construcción de módulos de información y orientación al transeúnte y al turista  

Objetivo: Ofrecer al transeúnte y al turista la información necesaria sobre los servicios a las 
personas de que disponen ambas poblaciones, así como sobre los atractivos turísticos existentes en el eje 
La Paz/El Alto – Puno/Juliaca e inmediaciones. 

Descripción: Este proyecto cubriría la necesidad de información sobre los servicios que 
requieren los turistas y las personas que transitan por el paso de frontera, muchas de las cuales proceden 
de otras regiones de Perú y Bolivia e incluso de otros países (por ejemplo, flujo turístico que se canaliza 
entre el Cusco y los países del Cono Sur o viceversa). Implicaría la construcción de módulos informativos 
al ingreso de cada una de las poblaciones (viniendo desde el interior de cada país) así como la distribución 
de material informativo, tipo tríptico, de dos tipos: 

- Uno, que incluya un plano de las ciudades en el que se pueda ubicar fácilmente servicios 
tales como telefonía e internet, hoteles, restaurantes, farmacias, mercado de abastos, servicios higiénicos, 
etc., incluyendo, además, información sobre los trámites migratorios y eventualmente aduaneros  que las 
personas deben realizar en el paso de frontera al salir de un país y entrar al otro. Asimismo, información 
sobre cómo y dónde canalizar denuncias sobre maltratos, actos de corrupción del que los transeúntes 
pudieran ser víctimas; inclusive cada módulo podría contar, además del personal que proporcione 
información, con un funcionario de la Defensoría del Pueblo. 

- Otro, que incluya información turística sobre los principales atractivos de la zona: 
Tiahuanaco y Laja, en Bolivia; Pomata y Juli, en el Perú. Podría también incorporar información sobre la 
zona de Yunguyo – Copacabana. 

Beneficiarios: Turistas y transeúntes por ambas ciudades de Desaguadero.- Área II de 
intervención focalizada. 
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PROYECTO 9: Procesamiento e industrialización de la fibra de camélidos 

Objetivo: Diseñar y ejecutar proyectos que permita iniciar, in situ, la industrialización de uno de 
los recursos más abundantes de la zona, abriendo la posibilidad para consolidar, a continuación, cadenas 
productivas binacionales. 

Descripción: En el altiplano fronterizo, la crianza de la llama y alpaca es una de las actividades 
que sustentan, aunque precariamente, la economía de las comunidades campesinas, asentadas en los 
sectores más alejado del lago, generalmente por encima de los 4,000 msnm. A través de la Comunidad 
Andina se ha ofrecido un pequeño  apoyo a algunas de tales comunidades mediante la concreción del 
proyecto “Vigorización de la crianza de la llama en comunidades altoandinas de la zona sur, parte alta, 
del Lago Titicaca” que tiene como objetivo fortalecer las iniciativas productivas que permitan hacer frente 
a los efectos del cambio climático, revalorando las prácticas culturales en la crianza de hatos de llamas de 
tales comunidades y apoyando el mejoramiento genético. Sin embargo, este proyecto sólo enfrenta el 
primer escalón de la cadena orientada a potenciar la ganadería de camélidos para la mejora de la calidad 
de vida de todos los actores involucrados. 

En el contexto de este Programa, se propone el diseño de un proyecto de carácter empresarial o 
asociativo, que aborde básicamente las etapas de transformación y de comercialización de la fibra de 
camélidos sudamericanos (llama y alpaca) y sus productos, mediante la consolidación de centros de 
acopio, plantas industriales, centros artesanales, y facilitación de acceso a mercados, tanto nacionales 
como internacional. Mediante la utilización de tecnologías de producción y estrategias de mercadeo 
apropiadas, este proyecto permitirá generar empleo y reportar beneficios a todos los actores involucrados, 
generalmente de áreas de extrema pobreza, y que principalmente se ubican en los sectores del altiplano 
interior en donde por razones climáticas no existen otras opciones productivas. En ese sentido 
involucraría a productores de fibra de camélidos; cooperativas o asociaciones de productores 
responsables de la etapa de industrialización de la fibra; artesanos o pequeños industriales fabricantes de 
productos finales a partir de la fibra procesada; empresas o agentes encargados de la comercialización de 
los productos finales. Se podría iniciar con el desarrollo de  “módulos-tipo” de cada lado, Perú y Bolivia, 
así como plantear una estrategia de gradual integración de ambos módulos que, en un momento posterior, 
haga posible abordar proyectos mayores orientados a consolidar conjuntamente al Perú y Bolivia como 
los principales, sino los únicos, proveedores de una oferta internacionalmente consolidada de productos 
de fibra de camélidos sudamericanos. 

Beneficiarios: empresarios u organizaciones asociativas (comunidades, asociaciones de 
productores).- Áreas I y V de intervención focalizada.  

 

PROYECTO 10: Planta de alimentos balanceados 

Objetivo: Contribuir sustantivamente a otorgar sustento y competitividad a la ganadería bovina, 
porcina y de ovinos, así como a la crianza de truchas en jaula. 

Descripción: El campesino del altiplano fronterizo, en función de las limitaciones que impone a 
la agricultura la rudeza del clima y la variabilidad climática, depende cada vez más para su sobrevivencia 
de la ganadería extensiva y de la crianza de truchas en jaula. Sin embargo, en el caso de la primera de las 
actividades, la pobreza de los suelos, el alto costo para el campesino de la adquisición de pastos 
mejorados, y la sobrecarga de ganado por unidad de superficie, atentan contra la rentabilidad de esta 
actividad, por lo que ya es momento de pensar en el desarrollo de una ganadería estabulada, que no 
incremente la presión sobre el recurso pasto natural, pobre y escaso, situación que podría evitarse 
mediante el acceso de los productores ganaderos a forrajes y alimento balanceado a precios accesibles. 
Similar es el caso de la crianza de truchas en jaulas flotantes, actividad creciente que, por lo tanto requiere 
de la provisión segura y a costo accesible de alimento balanceado para los peces. 
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El proyecto consiste en la cosntrucción de plantas de alimentos balanceados para la ganadería y 
la crianza de truchas en jaulas, una en el sector peruano y otra en el sector boliviano del altiplano 
fronterizo, que satisfaga la creciente demanda de alimentos a costos razonables para el desarrollo de estas  
actividades, de manera de que se sigan fortaleciendo y contribuyan a elevar el nivel de ingreso y bienestar 
de las familias campesinas. 

Beneficiarios: organizaciones asociativas (comunidades, asociaciones de productores).- Áreas II, 
III y IV de intervención focalizada. 

 

PROYECTO 11: Industrialización de cereales altoandinos 

Objetivo: Desarrollar proyectos de industrialización y oferta a los mercados de la región y 
externos de los cereales nativos con más alto valor proteínico. 

Descripción: La quinua, cañihua (cañahua en Bolivia), kiwicha y tarwi, son  cereales altoandinos 
que junto con la papa constituyen la base de la alimentación de la población del altiplano pero que, 
además, gracias a su alta calidad nutricional, su adaptación a las innovaciones gastronómicas y su carácter 
de producto orgánico, están ganando, especialmente la quinua, rápidamente presencia en los mercados 
internacionales. Desarrollar proyectos de industrialización de la quinua y de otros cereales altoandinos, 
bajo un esquema de coordinación y complementación técnológica, de mercado, etc entre plantas ubicadas 
en el altiplano fronterizo, permitiría mejorar los niveles alimenticios de la población altiplánica, incorporar 
valor agregado a la producción primaria de la zona y consolidar mercados internacionales para las diversas 
formas de presentación de estos productos (grano, hojuela, harina).  

Beneficiarios: empresarios u organizaciones asociativas (comunidades, asociaciones de 
productores).- Áreas II, III y IV de intervención focalizada; sin embargo, las mejores condiciones se dan 
en los parques industriales o áreas habilitadas o autorizadas por los municipios para desarrollar procesos 
industriales, dotadas de infraestructura y servicios básicos, por lo que el eje Juliaca/Puno – El Alto 
aparece como una adecuada opción inicial. 

 

PROYECTO 12: Desarrollo del turismo rural 

Objetivo: Desplegar el potencial turístico de la zona fronteriza mediante la puesta en valor de los 
recursos paisajísticos y el valioso legado cultural, a través de actividades de turismo rural y vivencial que 
beneficien principalmente a las comunidades campesinas como una manera de complementar ingresos y 
elevar el nivel de vida de sus integrantes. 

Descripción: En un contexto en el que más de 2,000 personas registran diariamente  su salida 
de un país y su ingreso en el otro a través del paso de frontera de Desaguadero, el flujo de turistas, 
principalmente procedentes de terceros países, es creciente a través del eje Juliaca/Puno – El Alto/La 
Paz. Sin embargo, en la actualidad sólo se trata de un flujo que transita por la zona, “procedente de/con 
destino a” los grandes atractivos turísticos en ambos países como son Cusco, Machu Picchu y Puno en 
el Perú, o Tiahuanaco, Copacabana y Salar de Uyuni en Bolivia. De lo que se trata en el marco de la 
presente iniciativa es de captar parte de ese flujo para que desarrolle actividades de turismo rural o 
vivencial en la zona fronteriza, poniendo en valor los recursos paisajísticos de sus  sectores ribereños e 
isleños, los legados arquitectónicos del pasado prehispánico y colonial, y los valores y prácticas culturales 
que conservan las comunidades campesinas, generando una dinámica económica que tenga a estas últimas 
como sus directas beneficiarias. La puesta en práctica de proyectos de este tipo demandará identificar 
áreas y circuitos locales en los que el turismo rural puede desarrollarse prioritariamente, capacitar en 
materia de gestión del turismo rural a los integrantes de las comunidades, construir las infraestructuras 
de acceso necesarias (muelles o atracaderos, caminos rurales) así como albergues con las comodidades 
mínimas necesarias, etc. 
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Beneficiarios: comunidades campesinas de las zonas rurales del altiplano fronterizo, que podrían 
contar con los gobiernos municipales de la jurisdicción como los núcleos de asistencia inmediata.- Áreas 
II, III y IV de intervención focalizada; localidades que cuentan con un potencial turístico actualmente 
inexplotado tales como Ácora, Platería, Juli, Pomata, Zepita, Ollaraya, Tinicachi, Moho y Tilali en el Perú; 
y Guaqui, Taraco, Tiahuanaco, Laja, Ancoraimes, Escoma y Puerto Acosta, en Bolivia. 

 

PROYECTO 13: Programas de Promoción Empresarial 

Objetivo: Estimular la aproximación, asociación y la construcción de intereses comunes entre el 
empresariado y organizaciones asociativas de productores, de uno a otro lado de la frontera. 

Descripción: Los proyectos presentados líneas arriba, no deberían implementarse como islas en 
el marco de las necesidades y perspectivas de desarrollo de cada subzona fronteriza, peruana y boliviana, 
sino que podrían operar también como una base para el establecimiento de relaciones fluidas de su 
empresariado y organizaciones que integran a productores de la industria, artesanía y comercio, de cara a 
su complementación vía, por ejemplo, el intercambio de insumos, la transferencia tecnológica, la 
consolidación de ofertas conjuntas para el mercado internacional, la representación de una empresa o de 
sus productos en el otro país, e, incluso, la conformación de empresas binacionales. 

Para el efecto, es necesario ejecutar, con participación de los organismos nacionales de comercio, 
de promoción de las PYMES, de las cámaras del comercio y la industria de Puno/Juliaca y El Alto, 
programas de cursos, reuniones y eventos de carácter gremial; actividades de capacitación y extensión 
(por ejemplo, en procesos industriales, en acceso a financiamiento preferencial, en materia de trámites de 
comercio exterior); y asistencia técnica en las diversas etapas de la producción y distribución de bienes.  

Beneficiarios: empresarios y organizaciones asociativas de productores de todas las Áreas de 
Intervención Focalizada. 

 

El Financiamiento Del Programa 

El financiamiento del Programa debe ser abordado rescatando las experiencias de varios años, 
positivas y negativas, que para la ejecución de este tipo de iniciativas ya se ha obtenido, sea bilateralmente 
o con el apoyo de la Comunidad Andina que, a su vez, ha terciarizado fondos de la Unión Europea o de 
la Agencia Española de Cooperación Internacional para el Desarrollo (AECID). 

Para la fase de preinversión es importante que los gobiernos regionales y locales hagan las 
previsiones presupuestales del caso, una vez se haya concordado bilateralmente las fichas técnicas que 
finalmente harán parte del Programa. Podría también intentarse las conformación de una mesa de 
donantes, a la cual convocar a agencias internacionales cooperantes, banca de desarrollo regional y países 
amigos, contexto en el que el argumento central para obtener una respuesta positiva de esos agentes sería 
que las áreas de intervención priorizadas son las más importantes y con mayor potencial para la 
integración fronteriza peruano-boliviana e incluso para la integración bilateral y regional,  a pesar del alto 
grado de pobreza que afecta a la población de la mayor parte de ellas, siendo, en ese marco, los proyectos 
identificados y priorizados los de mayor relevancia. Una tercera opción, que se estima no es contradictoria 
con las anteriores, es tocar las puertas de alguna ONG formada con aportes de empresas mineras y que 
tengan entre sus líneas de trabajo algunos que coincidan con las prioridades identificadas. Se menciona a 
título de ejemplo, la ONG Instituto Peruano de Tecnología, Innovación y Gestión (IPTIG) a la que 
aportan empresas mineras tales como Buenaventura, Southern Copper, Milpo, La Zanja, AngloAmerica, 
Xtrata y Antamina, entre otras, cuyos ejes de trabajo son: Desarrollo Rural Sostenible, Desarrollo de 
Capacidades e Integración al Mercado, y Tecnología e Innovación Agraria. 

En la fase de ejecución es importante comprometer recursos nacionales, especialmente los 
provenientes de los presupuestos de los organismos de desarrollo regional (Gobierno Regional de Puno; 
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Gobierno Autónomo Departamental de La Paz) que, por lo menos en el caso del Gobierno Regional de 
Puno, ha demostrado una alta incapacidad para ejecutar su presupuesto de inversión del que el año 2012 
sólo pudo ejecutar el 37.4 %, siendo la penúltima región en ejecución del gasto. En ese sentido, un 
Programa de Desarrollo e Integración Fronteriza con objetivos claros, bien estructurado con proyectos 
que respondan a las demandas y expectativas del desarrollo e integración de las poblaciones fronterizas, 
puede ser un factor positivo para revertir esa situación. 

 

La Gestión del Programa 

Al respecto, quizás sería conveniente que ambas Cancillerías evalúen la conveniencia de que dado 
el carácter demostrativo y puntual, en el espacio y en el tiempo, de este Programa, él sea promovido a 
través de un mecanismo binacional de Alto Nivel, tipo un Directorio, que tenga la capacidad de decidir 
y aprobar las iniciativas desarrolladas. Ese Directorio estaría presidido por las Cancillerías de ambos países 
e integrado por el número mínimo indispensable de representantes de otros sectores, al que deberían 
sumarse también el Gobierno Regional de Puno, la Gobernación de La Paz, y delegados en 
representación de los municipios involucrados. Para la ejecución de los proyectos de inversión, 
propiamente, se crearía a nivel de cada organismo de gobierno regional/departamental, unas pequeñas 
secretarías técnicas, a modo de Gerencias, muy funcionales. La perspectiva de incorporar ya sea en el 
Directorio o en las Secretarías Técnicas a organismos binacionales que ya poseen personería jurídica en 
ambos países, tal como la Autoridad Binacional del Lago Titicaca (ALT) no aparece, en principio, 
recomendable, tanto porque los proyectos no se ejecutarían con el carácter de “binacionales” como 
porque la ALT se encuentra en un período de reordenamiento y recomposición, por lo cual debe 
concentrar sus esfuerzos en sacar adelante exitosamente ese proceso, cumplir con ejecutar eficientemente 
su Plan Operativo Anual y actualizar y modernizar su Plan Director Global en cumplimiento del mandato 
de los Presidentes de ambos países.  
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El derecho a la libre circulación de los niños migrantes 
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Los Estados Unidos de América han recibido en los últimos meses una migración infantil sin precedentes. Como 
causas se citan la violencia existente en Centroamérica, el deseo de los padres de reunirse con sus hijos y un rumor de 
flexibilidad migratoria. Los Estados Unidos tienen una enorme responsabilidad al estar en sus manos el destino de decenas 
de miles de niños, quienes tienen padres o familiares en dicho país viviendo indocumentadamente. El presente artículo 
examina el derecho a la libre circulación, en el marco de la Convención sobre los Derechos del Niño, como un derecho 
fundamental por medio del cual se realiza el derecho de los niños a visitar y vivir con sus padres. El derecho de salir de un 
país, el derecho de entrar y el derecho a solicitar asilo son parte de este derecho natural y se estudian en un contexto de 
discriminación, inseguridad migratoria y violencia ejercida contra el menor.  

 

I.  Introducción al problema  

Uno de los fenómenos migratorios que recientemente más ha conmocionado a la opinión pública 
es el éxodo de menores hacia los Estados Unidos de América. 

Según datos del Departamento de Seguridad Nacional (DHS) 9 de dicho país (Department of 
Homeland Security-U.S. Customs and Border Protection) desde octubre de 2013 hasta el 31 de julio de 2014, el 
número total de menores no acompañados que llegaron a los Estados Unidos de América desde México 
(13,675), Honduras (17,582), Guatemala (17,582) y El Salvador (15,733) fue de 62,581. No obstante los 
grandes titulares, la migración de niños, niñas y adolescentes hacia los Estados Unidos de América es una 
constante. Lo singular de esta tendencia migratoria es el incremento en su número. Con relación al año 
fiscal 2013 el aumento a julio de 2014 ha sido del 100%. Según datos de la mima organización, en dicho 
período, 65 menores de nacionalidad peruana también llegaron a los Estados Unidos, habiendo sido 
puestos en custodia y entregados a familiares residentes10.   

Otra característica de este fenómeno migratorio, además del incremento en su número, es que a 
diferencia de las migraciones tradicionales de niños que han sido de carácter forzado11, este tipo de 
migración, aunque también forzada por la violencia y la falta de oportunidades, tiene un carácter 
voluntario, en el sentido que los menores consienten al riesgo de atravesar miles de kilómetros y exponer 
sus vidas con tal de alcanzar a sus familias y a lo que ellos creen será un futuro mejor. 

                                                           
(*) Diplomático peruano. Actual Consejero en la Embajada del Perú en Suiza. 
9 http://www.cbp.gov/newsroom/stats/southwest-border-unaccompanied-children 
10 Ver Comunicado de Prensa No. 012-2014 del Ministerio de Relaciones Exteriores de 21 de agosto de 2014. 
11 Ver: http://www.childmigrantstrust.com/our-work/child-migration-history 
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Una pregunta que de inmediato se hacen las autoridades es la razón que explica el gran aumento 
en el número de menores migrantes que viajan solos. En los Estados Unidos de América las leyes no han 
cambiado, por lo que no se puede explicar una mayor salida de menores atraídos por regímenes 
migratorios más flexibles. De otro lado, hay quienes señalan que dicha oleada migratoria obedece a la 
violencia que existe en algunos países centroamericanos.  

Según estudios del Washington Office on Latin America (WOLA) es la violencia estructural que existe 
en Guatemala, Honduras y El Salvador la que ha catapultado el fenómeno migratorio, violencia que es 
alimentada por la presencia de organizaciones de narcotraficantes, la proliferación de pandillas callejeras, 
corrupción institucional y falta de oportunidades para los adolescentes. Un hecho significativo de dicho 
estudio es que el aumento en el número de refugiados no solamente alcanza a México y a los Estados 
Unidos de América, sino que desde el 2009, México, Panamá, Nicaragua, Costa Rica y Belice 
conjuntamente han documentado un incremento del 72% en el número de solicitudes de asilo 
provenientes de El Salvador, Honduras y Guatemala12. Efectivamente las estadísticas son alarmantes, 
dado que según el Estudio Global en Homicidio 2013 de la Oficina de las Naciones Unidas en Drogas y 
Crimen13, Honduras es el país más violento del mundo (con 91,4 homicidios por cada 100.000 personas), 
observándose tasas especialmente elevadas también en El Salvador, Guatemala y Belice, por lo que esta 
es la segunda sub-región (Triángulo del Norte)  más violenta del mundo, después de África del Sur.  

Sin embargo, a pesar que la victimización por la violencia y la percepción de inseguridad están 
significativamente relacionadas con las intenciones de emigrar, hay un segundo factor, tan o más 
importante como la violencia, que son las redes migratorias. Todos estos países tienen importantes redes 
migratorias pre-establecidas en los Estados Unidos de América, que difuminan el aspecto de la violencia 
como elemento motor de la emigración de los menores afectados.  

En tal sentido, una explicación simple es la que presenta el ex Embajador de El Salvador en los 
Estados Unidos de América (EEUU), Rubén Zamora. Él ha señalado que esta mayor llegada de 
centroamericanos obedece al hecho que sus familias, muchas de ellas migrantes indocumentadas en los 
EEUU tienen mayor poder adquisitivo y desean reunificarse con sus hijos. En sus propias palabras,  "La 
comunidad salvadoreña en Estados Unidos ha crecido económicamente. En vez de vivir apretados en 
cuartitos, algunos ya pueden pagar 1000 dólares y alquilar una casa de dos habitaciones en los suburbios. 
La madre comienza a estar en condiciones de mandar a buscar a sus hijos, y ahora más gente puede pagar 
el viaje para traerlos. Claro que las maras y la situación de violencia en la región apuran el proceso. La 
situación económica de algunos, sumada al miedo de que sus hijas de 14 años sean violentadas por las 
pandillas o reclutadas, hace que ellos busquen traer a sus hijos. No ven maneras legales de traerlos a 
Estados Unidos y ven que sus hijos están corriendo peligro en El Salvador, hacia donde tampoco pueden 
regresar. ¿Qué opciones tienen?”14 

En otras palabras, pasados años de asentamiento en los Estados Unidos de América, los padres 
o familiares de los menores cuentan con los recursos para traer a sus hijos al norte y, a falta de un recurso 
legal, están dispuestas a pagar dinero a los coyotes o polleros, como se les denomina a los traficantes de 
personas.  

Lo hasta ahora mencionado lleva a concluir que los factores que catapultan la migración de 
menores hacia los Estados Unidos es fundamentalmente causada tanto por la violencia en dichos países 
y la falta de oportunidades para los adolescentes, como por el deseo de los padres de reunificar a sus 
familias.  

Si los padres no tienen una opción de llevar a sus niños por la vía legal, sin duda lo harán por las 
vías alternas. En otras palabras, la falta de vías regulares para la migración obliga a las personas a utilizar 
otros canales, que generan todo una economía ilegal de la que se aprovechan traficantes de personas y 

                                                           
12 Ver: http://www.wola.org/commentary/3_myths_about_central_american_migration_to_the_us 
13http://www.unodc.org/documents/gsh/pdfs/2014_GLOBAL_HOMICIDE_BOOK_web.pdf 
14 Martínez, Oscar. Los niños no se van: se los llevan. En El Faro.net http://www.elfaro.net/es/201407/noticias/15683/ 
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mafias dedicadas a la trata de personas y el narcotráfico. Todo este sistema alimenta un círculo de 
violencia que en el caso presente afecta  tanto a México como a los países centro americanos aludidos. 

El caso bajo análisis es de particular importancia no solamente por ser un ejemplo contemporáneo 
del ejercicio de una libertad fundamental, la libertad de circulación, sino porque su ejercicio corresponde 
a menores de edad en estado de  vulnerabilidad. El éxodo de decenas de miles de menores de edad pone 
a prueba el sistema jurídico internacional de protección de los derechos humanos, tanto como al propio 
Estado-Nación que ve permeada su soberanía de una doble forma, primero porque el éxodo de menores 
cuestiona la capacidad de algunos Estados como entidades capaces de regular el sistema social en el 
territorio sobre el que ejercen soberanía, y segundo porque las fronteras e identidad de los Estados hacia 
donde se dirigen los migrantes se ven “amenazadas” por la irrupción de niños forasteros. De igual 
manera, este fenómeno pone también a prueba el grado de solidaridad interamericana existente. 

A continuación se examinará cuáles son los derechos a la libre circulación de la que gozan los 
menores, para posteriormente abocarnos a examinar la efectividad de las medidas tomadas por los 
Estados Unidos de América y su marco legal con relación a esta materia, así como si se encuentran en 
consonancia con el sistema de protección internacional de derechos humanos. 

 

II.  Los derechos a la libre circulación de los menores de edad según la Convención 
Internacional sobre los Derechos del Niño 

El éxodo de menores hacia los Estados Unidos de América no es sino el ejercicio de “la primera 
y más fundamental de las libertades del hombre”15, considerada también como “uno de los básicos y 
fundamentales derechos humanos protegidos por el derecho internacional”16. El derecho de estos 
menores a salir de sus países y a retornar a los mismos es un derecho que se encuentra sustentado en el 
derecho natural17. El derecho a la libertad de movimiento es esencial para la libertad individual y para la 
formación de la personalidad. Sin libertad de movimiento y de encontrar una residencia la libertad 
personal se vería seriamente recortada y las posibilidades de desarrollo personal cercenadas. Esta libertad 
es considerada universalmente como un derecho natural intrínseco a la condición humana sin la cual la 
vida no es tal.  

Es por esta razón que el derecho a la libre circulación se encuentra recogido tanto en la 
Declaración Universal de los Derechos Humanos (DUDH) como en el Pacto Internacional de Derechos 
Civiles y Políticos (PIDCP).  A nivel regional este derecho se encuentra además normado en la 
Convención Americana sobre Derechos Humanos. Pero, lo que es más relevante desde la perspectiva 
bajo análisis es que este derecho está también reconocido explícitamente a favor de las personas menores 
de 18 años en la Convención sobre los Derechos del Niño (CDN), la misma en entró en vigor el 2 de 
septiembre de 1990 y cuenta con 194 Estados parte. 

La premisa fundamental que inspira a esta importante convención es que todo niño, 
entendiéndosele como “todo ser humano menor de 18 años, salvo que, en virtud de la ley que le sea 
aplicable, haya alcanzado antes la mayoría de edad” nace con las libertades fundamentales y los derechos 
inherentes a todos los seres humanos. La convención no requiere repetir los derechos humanos 
consagrados en la DUDH que de por sí les asisten, sino que enfatiza aquellos derechos que requieren una 
protección particular, debido precisamente a que el niño no ha alcanzado aún su pleno desarrollo físico 
y mental. 

Los derechos a la libertad de circulación que han merecido una protección especialísima a favor 
de los niños menores de edad están fundamental, pero no exclusivamente, relacionados con el derecho 

                                                           
15 Juss, Satvinder S. 2004. “Free Movement and the World Order”. International Journal of Refugee Law. 16(3),   
16 Beyani, Chaloka. 2000. “Human Rights Standards and the Free Movement of People within States”. New York:  Oxford 
University Press.  
17 Inglés, José. 1963. Estudio sobre la discriminación del derecho de toda persona a salir de cualquier país, incluso del propio 
y a regresar a su país. Naciones Unidas. Nueva York.  
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que les asiste a estar y vivir con sus padres y no verse separados de ellos,  y en caso de que estén separados 
de uno o de ambos, a mantener relaciones personales y contacto directo con estos de modo regular. 
(Artículo 9, parágrafos 1 y 3). La excepción en ambos supuestos es que el contacto con sus padres sea 
malo para ellos. Para ejercer estos derechos es necesario, sin embargo, el ejercicio de la libre circulación. 
Veamos. 

 

2.1. El derecho de los niños a salir de cualquier país y el derecho de entrada   

El artículo 10 de la CDN señala expresamente que “… a tenor de lo dispuesto en el párrafo 1 del 
artículo 9, toda solicitud hecha por un niño o por sus padres para entrar en un Estado Parte o para salir 
de él a los efectos de la reunión de la familia será atendida por los Estados Partes de manera positiva, 
humanitaria y expeditiva. Los Estados Partes garantizarán, además, que la presentación de tal petición no 
traerá consecuencias desfavorables para los peticionarios ni para sus familiares”.  

Es decir, para que el derecho a los niños a estar con sus padres y viceversa pueda cumplirse es 
indispensable hacer ejercicio de otro derecho fundamental, a saber, el derecho al libre tránsito que se 
materializa sea por medio del derecho de entrada o del derecho de salir de un país. La CDN regula, por 
lo tanto, por medio del derecho a la libre circulación, el derecho de los niños a vivir con sus padres, el 
derecho a la reunificación familiar. Para tales efectos obliga a los Estados parte a garantizar el derecho de 
niños y padres a salir y entrar libremente al otro Estado parte donde se encuentre el niño o los padres.  
Según lo explica UNICEF, “las familias cuyos miembros viven el diferentes países deben estar permitidos 
de moverse entre dichos países de forma tal que padres y niños puedan permanecer en contacto o 
reunificarse como familia”18. 

La Convención añade en el apartado número 2 del artículo 10 que “El niño cuyos padres residan 
en Estados diferentes tendrá derecho a mantener periódicamente, salvo en circunstancias excepcionales, 
relaciones personales y contactos directos con ambos padres. Con tal fin, y de conformidad con la 
obligación asumida por los Estados Partes en virtud del párrafo 1 del artículo 9, los Estados Partes 
respetarán el derecho del niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en 
su propio país.  El derecho de salir de cualquier país estará sujeto solamente a las restricciones estipuladas 
por ley y que sean necesarias para proteger la seguridad nacional, el orden público, la salud o la moral 
públicas o los derechos y libertades de otras personas” 

Adicionalmente, y concordantemente con lo arriba señalado, el Convenio de La Haya de 25 de 
octubre de 1980 sobre los Aspectos Civiles de la Sustracción Internacional de Menores, prevé el "derecho 
de visita" que es el “derecho de llevar al menor, por un periodo de tiempo limitado, a otro lugar diferente 
a aquel en que tiene su residencia habitual”. 

En el sentido anteriormente expuesto, la CDN garantiza a los niños la libertad de tránsito, de 
viajar, el derecho de visita e incluso el derecho de residencia en un Estado del cual no son nacionales. Lo 
que no queda claro en el articulado de la CDN es, sin embargo, si el derecho de entrada franquea a los 
menores cuyos padres residen irregularmente en el extranjero, el derecho a permanecer, es decir el 
derecho a residir por medio del principio de la reunificación familiar. No se puede deducir del derecho 
de entrada concedido a favor de los niños en la CDT, el derecho de residencia, dado que el derecho de 
entrada puede materializarse por medio de viajes de visita y estancias temporales. De otro lado, dicha 
posibilidad afecta la potestad soberana de los Estados por regular el ingreso y permanencia de extranjeros, 
ya que conceder residencia legal a un menor cuyo padre o madre se encuentre irregularmente en un 
Estado podría implicar tener que otorgarles posteriormente también la residencia a los padres. 

El problema se presenta por lo tanto para aquellos niños que tengan a sus padres residiendo 
irregularmente en un tercer Estado, es decir hasta qué punto en esta circunstancia el niño tendría el 
derecho a residir en el Estado donde su padre o madre vive indocumentadamente. Esta duda no se 

                                                           
18 http://www.unicef.org/spanish/crc/images/Survival_Development.pdf 
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presenta, sin embargo, en el caso que el niño tuviera a ambos padres o a su único padre o madre 
residiendo legalmente en un tercer Estado, dado que en este caso si el interés del niño así lo manda sí se 
configura el derecho a inmigrar, es decir el derecho del niño a vivir y permanecer en el país de residencia 
del padre o la madre. En el caso de aquellos niños cuyos padres residan en forma irregular la situación 
no debería ser diferente, sin embargo por el solo hecho que el circuito migratorio está “contaminado” de 
irregularidad este derecho pierde fuerza ya que, en principio, es un contrasentido dar residencia legal a un 
menor cuyos padres son “extranjeros ilegales”. 

En todo caso, lo más rescatable desde el punto de vista de este derecho, es que los niños 
constituyen el único grupo etario que goza del derecho de entrada a un tercer país. Ninguna convención 
internacional contempla expresamente para jóvenes, adultos o ancianos un derecho de entrada a un país 
del cual no son nacionales, salvo acuerdos regionales o bilaterales. En el caso de los niños, gracias al 
derecho a vivir con sus padres y a la reunificación familiar se les concede un derecho de entrada.  

 

2.2. El derecho de los niños a solicitar asilo y a ser considerados como refugiados  

De otro lado, la CDN también contempla el derecho de los niños a solicitar asilo. El artículo 22 
señala que los Estados Partes adoptarán medidas adecuadas para lograr que el niño que trate de obtener 
el estatuto de refugiado o que sea considerado refugiado reciba la protección y la asistencia humanitaria 
adecuadas para el disfrute de sus derechos. El parágrafo dos del mismo artículo crea una obligación 
jurídica internacional para que los Estados y las organizaciones internacionales cooperen entre sí, 
ayudando y protegiendo al niño refugiado, buscándose siempre la reunificación familiar.  

El Comité de los Derechos del Niño, interpretando los alcances de la CDN, ha elaborado la 
Observación General No. 6 sobre el “Trato de los menores no acompañados y separados de su familia 
fuera de su país de origen”, la que en concordancia con los derechos a la libertad de circulación, y en 
concreto con el derecho a solicitar asilo o a que se le reconozca la calidad de refugiado a un niño,  ha 
indicado que “La determinación del interés superior del niño  exige una evaluación clara y a fondo de 
este, y, en particular, de su nacionalidad y antecedentes étnicos, culturales y lingüísticos, así como sus 
vulnerabilidades y necesidades especiales de protección”, para lo cual “el acceso del menor al territorio 
es condición previa de este proceso de evaluación”, lo que garantiza la admisión temporal del menor para 
el análisis de su situación.  

En ningún caso se regresará o trasladará al menor a un país en que haya motivos racionales para 
pensar que existe peligro real de daño irreparable para el menor. El Comité de los Derechos del Nino en 
su Observación General No. 6 indica que la obligación de no devolución es aplicable “con independencia 
de que las violaciones graves de los derechos de la convención sean imputables a actores no estatales o 
premeditadas o consecuencia directa de la acción o inacción”. En el artículo bajo análisis, se constata que 
los menores que han viajado a los Estados Unidos de América no son perseguidos por los Estados de 
los cuales son nacionales, pero sí lo pueden ser por bandas de traficantes o narcos e incluso pandillas 
como la Mara Salvatrucha o el M-18 que sin piedad asesinarían a desertores y enemigos.  

No obstante lo anterior, debe tomarse en consideración que el asilo es considerado, al igual que 
el derecho de admisión de extranjeros, como un acto de soberanía de los Estados. Esto surge desde la 
propia redacción del artículo 14 de la DUDH que no reconoce la obligación de los Estados de conceder 
el asilo y está además reconocido en la Declaración sobre Asilo Territorial, adoptada por la Asamblea 
General de las Naciones Unidas en 196719. En tal sentido, aunque el menor puede tener el deseo de que 
le concedan el asilo, al final es el Estado el que tiene la potestad de otorgarlo o denegarlo.  

No obstante que en muchos casos debiera considerase formalmente a estos menores no 
acompañados como refugiados, debido al clima de violencia del que huyen, los Estados Unidos de 
América cuentan con algunos recursos legales paralelos a los clásicos de refugio o asilo, otorgados estos 

                                                           
19 El texto completo se encuentra en: http://www.unhchr.ch/spanish/html/menu3/b/o_asylum_sp.htm 
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últimos exclusivamente a las personas que han sido perseguidas o tienen temor de serlo en razón de su 
raza, religión, nacionalidad, opinión política o pertenencia a un grupo social. Por ejemplo, el Special 
Immigrant Juvenile Status20, es un programa federal del Servicio de Ciudadanía e Inmigración del Gobierno 
de los Estados Unidos de América por medio del cual los niños menores de 21 años que hayan padecido 
de abuso, abandono o descuido pueden acceder a la residencia permanente en ese país siempre y cuando 
no les sea posible reunificarse con su madre o padre no abusador. Asimismo, existe una figura jurídica 
denominada Deferred Enforced Departure21 (DED-Salida Forzosa Diferida) que permite a ciertas personas 
calificadas permanecer en los Estados Unidos de América y obtener autorización de empleo por períodos 
limitados de tiempo, en base a la potestad del Presidente de dirigir la política exterior. Por su parte, otra 
figura es el Temporary Protected Status22 (TPS-Estatuto de Protección Temporal) que permite la admisión 
temporal del inmigrante, siempre y cuando las personas no puedan regresar a su país de manera segura a 
causa de conflicto interno, como guerra civil, o de algún desastre ambiental. Este estatuto temporal se 
concede a los siguientes países centroamericanos: Haití, El Salvador, Honduras y Nicaragua. Finalmente, 
existe el Deferred Action for Childhood Arrivals23 (DACA-Acción Diferida para Llegadas de Niños), que es 
un programa que privilegia las deportaciones de aquellas personas que sean un peligro para la seguridad 
nacional o un riesgo para la seguridad pública, por lo que permite la regularización migratoria y permisos 
de estancia de quienes llegaron hacia los Estados Unidos de América cuando niños, otorgándoles la 
denominada acción diferida por un período de dos años renovables y autorización de empleo. 

Cualquiera de estas figuras de protección humanitaria podría serles de aplicación a los niños 
migrantes llegados, dependiendo de sus situaciones particulares y de si estos programas extendieran su 
rango de acción para incluirlos. El problema con ellos es que en su mayoría son temporales y no otorgan 
derechos de residencia, salvo el Special Immigrant Juvenile Status, ni el derecho a la naturalización, como 
ocurriría si estos niños fueran considerados refugiados. En todo caso, aunque la expulsión de extranjeros, 
y en este caso de menores, sí está permitida por el Derecho Internacional, está absolutamente prohibida 
si implica que el retorno tenga un riesgo razonable de acarrear violaciones a los derechos humanos 
fundamentales, incluidas las derivadas del artículo 3 de la Convención contra la Tortura y 6 y 7 del Pacto 
Internacional de Derechos Civiles y Políticos.  

El reconocimiento implícito o explícito de la calidad de refugiado del menor debe traer como 
consecuencia, como afirma el Comité del Niño en su Observación General número 6,  la integración en 
el país de acogida, la misma que “debe basarse en un régimen jurídico estable (con permiso de residencia) 
y estar regida por los derechos previstos en la Convención…y tener acceso a los mismos derechos 
(educación, formación, empleo y asistencia sanitaria) que los niños nacionales y en pie de igualdad con 
éstos e incluso organizar una formación adicional en el idioma del país”.  

Finalmente, concordante con lo expresado, otro de los derechos elementales del menor es la 
prohibición de su detención. En aplicación del artículo 37 de la CDN y del principio del interés superior 
del niño no se les deberá privar de su libertad. Sin embargo, naturalmente si cometen un delito, conforme 
a su gravedad, podrían ser detenidos. De igual manera, en los casos en los que, según lo establecido en el 
artículo 25 de la CDN, sea necesario que el niño sea internado en un establecimiento “para los fines de 
atención, protección o tratamiento de su salud física y mental”, el Estado reconoce el “derecho del menor 
a un examen periódico del tratamiento de todas las demás circunstancias propias de su internación”. Esto 
significa en todos los casos que toda forma de detención o internamiento siempre debe ser de carácter 
temporal.  

                                                           
20 http://www.uscis.gov/green-card/special-immigrant-juveniles/special-immigrant-juveniles-sij-status 
21 http://www.uscis.gov/humanitarian/temporary-protected-status-deferred-enforced-departure/deferred-enforced-
departure. Actualmente solamente ciudadanos procedentes de Liberia se benefician de este programa, pero el Presidente 
Obama podría ampliarlo a otras nacionalidades en cualquier momento.  
22 http://www.uscis.gov/humanitarian/temporary-protected-status-deferred-enforced-departure 
23 http://www.uscis.gov/humanitarian/consideration-deferred-action-childhood-arrivals-daca 
 

http://www.uscis.gov/green-card/special-immigrant-juveniles/special-immigrant-juveniles-sij-status
http://www.uscis.gov/humanitarian/temporary-protected-status-deferred-enforced-departure/deferred-enforced-departure
http://www.uscis.gov/humanitarian/temporary-protected-status-deferred-enforced-departure/deferred-enforced-departure
http://www.uscis.gov/humanitarian/temporary-protected-status-deferred-enforced-departure
http://www.uscis.gov/humanitarian/consideration-deferred-action-childhood-arrivals-daca


El derecho a la libre circulación de los niños migrantes 

 

 

Revista Gobernanza Global. Año 3. Número 8. Mayo - agosto de 2016      47 

 

III.  Política de fronteras y examen de las medidas planeadas por el Gobierno de los Estados 
Unidos aplicable a los niños migrantes 

La tensión entre la soberanía estatal y el derecho a la libre circulación se revela cuando los Estados 
se desesperan por controlar un fenómeno que pertenece al destino inexorable, tal como está demostrado 
en tanto que las políticas contra la inmigración han probado ser incapaces de detener el flujo humano. 

Este es el caso que ocurre hoy en día en la frontera de los Estados Unidos con México. 
Actualmente, la libertad de circulación, hecho natural, se ha convertido en amenaza y ya no más en un 
tema de derechos humanos, sino en uno de seguridad nacional. Adicionalmente, muchos estados 
desarrollados, hacia donde se dirigen los migrantes, particularmente los Estados Unidos de América, 
países europeos y Australia, no solamente han convertido sus territorios en fortalezas territoriales, sino 
que incluso ejercen presión sobre los países emisores de migrantes para que controlen y castiguen el 
movimiento irregular de sus propios ciudadanos al exterior. En tal sentido, como indican Harvey & 
Barnidge24, no obstante tratarse de un derecho esencial para el desarrollo de la persona, el derecho a la 
libertad de circulación ha sido “degradado”.   

Un país como los Estados Unidos de América, que antaño condenaba a los países comunistas 
por impedir la libre circulación de las personas, concretamente por impedir el derecho de salida y por 
entorpecer el derecho a solicitar asilo, desde 1990 empezó a construir en la frontera con México una 
enorme muralla de concreto y acero, de aproximadamente 1,100 kilómetros que es patrullada por oficiales 
fronterizos, agentes del FBI y agentes antinarcóticos. El resto de la frontera viene siendo sellada con 
sensores electrónicos (que no distinguen entre animales, personas o vehículos), torres, y aviones no 
tripulados, conocidos como “drones”. Todas estas medidas están supuestamente destinadas a proteger la 
“seguridad nacional” evitando que entren al país, narcotraficantes, indeseables, terroristas o inmigrantes 
ilegales que vienen al país a quitarles empleo a los estadounidenses o a amenazar la seguridad del Estado 
o de su población. 

Muchos arguyen que la única función que esa muralla ha traído es la de dividir a las comunidades,  
como es el caso de las ciudades de Eagle Pass (Texas) y Piedras Negras a cada lado del Rio Grande, cuyos 
habitantes se sienten parte de una sola comunidad, y ciertamente hacer del negocio de tráfico de personas 
un negocio mucho más arriesgado y lucrativo.  Asimismo, para muchos otros está claro que la muralla 
que divide a los Estados Unidos de América de México es ofensiva y representa una vergüenza para aquel 
país. Debe recordarse que desde 1925 se empezaron a construir cercos y Torres de Observación en El 
Paso, pero veinticinco años después fueron demolidas por el Presidente Eisenhower por reconocer su 
similitud con aquellas de Berlín del Este. 

Por supuesto que ni las torres de control, ni los cercos alambrados, ni las patrullas fronterizas ni 
los drones han impedido que la migración continúe, simplemente han dificultado el paso, creado una 
economía ilegal mucho más perversa, fomentado la incursión de bandas de narcos como los Zetas en el 
negocio de tráfico de personas, a través del cobro de cupos y chantajes a los polleros, y el negocio del 
narcotráfico no ha variado en absoluto porque la demanda de estupefacientes proviene del norte y la 
violencia armada que se ve en ciudades como Juárez tiene su origen en los Estados Unidos de América, 
dado que alrededor del 90% de las armas que usan los narcos proviene de ese país. 

Actualmente la muy extensa barrera de concreto está llena de agujeros y es sorteada por túneles. 
Asimismo, es conocido que la permeabilidad de la frontera ha sido incluso fomentada por diversas 
administraciones estadounidenses al contribuir los migrantes al impulso de la economía, mantener los 
salarios bajos y cubrir demanda de mano de obra. Sin embargo, se vilipendia a los inmigrantes irregulares 
y son chivos expiatorios que contratan para limpiar sus casas, sus jardines y construir sus piscinas. Un 
ejemplo de hipocresía fue la de una antigua candidata republicana para la gobernación de California, la 

                                                           
24 Harvey, Colin & Barnidge, Robert P. Jr. 2007. “Human Rights, Free Movement and the Right to Leave in International 
Law”. International Journal of Refugee Law 19 (1) 1-21 
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empresaria Meg Whitman, quien mientras durante su campaña política apoyaba fervientemente la valla 
fronteriza y se oponía a la amnistía para los inmigrantes ilegales, al mismo tiempo tenía en su propio 
hogar a una ama de casa que trabajaba sin papeles en los Estados Unidos de América por casi una década. 

Pero volviendo sobre el drama de los niños migrantes y conocidos los antecedentes y inefectividad 
de este tipo de medidas, que persiguen restringir la libertad de circulación, examinemos las medidas 
destinadas al tratamiento de los niños migrantes y a evitar que éstos continúen migrando hacia los Estados 
Unidos de América. 

El Presidente Barack Obama, quien ha calificado esta situación de crisis humanitaria, ha 
solicitado 3,700 millones de dólares al Congreso de su país. Sin embargo, la Cámara de Representantes, 
antes del receso de verano, aprobó un proyecto de ley (Border Crisis Bill), que destina 694 millones de 
dólares al problema, es decir menos de un quinto de lo solicitado25.  El dinero se destinará a mejorar la 
seguridad fronteriza, aumentar la disuasión y vigilancia, contratar más jueces de inmigración, y proveer 
asistencia humanitaria. El proyecto de ley también incluye la prohibición de expandir la ley de Acción 
Diferida para Llegadas de Niños (Deferred Action for Childhood Arrivals26), que prioriza la expulsión 
de extranjeros indeseables y suspendió las deportaciones de personas que llegaron a los Estados Unidos 
de América cuando eran niños.  

En todo caso, la mayoría de los fondos irán al Departamento de Seguridad Nacional y estarán 
enfocados en la detención, disuasión y deportación de migrantes, en este caso de niños. Debe rescatarse 
que en el proyecto aprobado, aproximadamente unos 250 millones de dólares se destinarían a apoyar a 
los Gobiernos de El Salvador, Honduras y Guatemala a fin que controlen mejor sus fronteras, creen las 
condiciones para evitar la salida de sus ciudadanos, prevengan el ingreso de niños en pandillas y 
desarrollen programas de reintegración de niños migrantes retornados27. Según estas cifras, según infiere 
Oscar Martínez, la migración de niños centroamericanos es de responsabilidad de un 8% para los Estados 
Unidos de América28.    

Este drama es tremendamente inhumano si se considera, según se ha visto, que según la 
Convención Internacional sobre los Derechos del Niño, los Estados Partes tienen la obligación de velar 
por que el niño no sea separado de sus padres contra la voluntad de estos y de respetar el derecho del 
niño y de sus padres a salir de cualquier país, incluido el propio, y de entrar en su propio país. Sin embargo, 
según la convención es también obligación de los Estados Partes adoptar medidas para luchar contra los 
traslados y retenciones ilícitas de niños al extranjero.  

En consecuencia, el derecho del niño a estar con sus padres y en el caso bajo comentario el 
derecho de los niños a obtener residencia legal en los Estados Unidos de América se ve mediatizado por 
la condición de residente legal del padre o la madre. Es  decir, si los padres no tienen, al menos uno de 
ellos, residencia legal los niños menores de 18 años que hayan hecho el intento de reencontrarse con sus 
familias o sus propios padres corren el riesgo de ser deportados. Ello a pesar que el artículo 3 de la 
Convención de los Derechos del Niño indica que “En todas las medidas concernientes a los niños que 
tomen las instituciones públicas o privadas de bienestar social, los tribunales, las autoridades 
administrativas o los órganos legislativos, una consideración primordial a que se atenderá será el interés 
superior del niño”.  

El gobierno estadounidense y los Estados centroamericanos aludidos buscan trabajar 
conjuntamente para reforzar sus fronteras, y perseguir a los polleros, coyotes u otros traficantes de 
personas, actividad que junto con la trata de personas, es considerada como un delito, conforme al 
Convenio de las Naciones Unidas contra la Delincuencia Organizada Transnacional, al Protocolo contra 

                                                           
25 Es posible que el Senado rechace el proyecto de ley. El Presidente Obama incluso se ha pronunciado expresando que vetará 
el proyecto por ser insuficiente.    
26 Ver: http://www.dhs.gov/deferred-action-childhood-arrivals 
27 http://www.theguardian.com/world/2014/jun/20/us-facilities-migrants-border 
28 Martínez, Oscar. Los niños no se van: Se los llevan. http://www.elfaro.net/es/201407/noticias/15683/ 
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el Tráfico Ilícito de Inmigrantes por Tierra, Mar y Aire29 y al Protocolo para prevenir, reprimir y 
sancionar la trata de personas, especialmente mujeres y niños30.  

La trata de personas es la utilización instrumental de un individuo con fines de explotación, en 
tanto que el tráfico de migrantes es la facilitación de la entrada ilegal de una persona en un Estado del 
cual no es nacional con el objeto de obtener una retribución material. No se tiene en cuenta, sin embargo, 
que en la mayor de las veces muchos de los traficados consienten tal situación y la prefieren antes que 
continuar su tradicional vida en su país de origen. Por otro lado, aunque el discurso oficial considera y 
propaga que  el tráfico de migrantes es operado por inescrupulosas bandas criminales transnacionales, 
ello no siempre es así. En México por ejemplo, muchos de los llamados “coyotes”31 no son sino antiguos 
migrantes ilegales que fueron deportados de los Estados Unidos y que conocen las rutas y retos que 
ofrece el cruce hacia el “primer mundo”.  

Conforme a la legislación estadounidense32, los niños que no sean de nacionalidad mexicana o 
canadiense que llegan a los Estados Unidos no pueden ser retenidos por más de 72 horas y deben ser 
derivados a las instalaciones de la Oficina del Refugiado en tanto que posibles víctimas del tráfico ilícito 
internacional de menores. En la  gran mayoría de los casos los menores son, entretanto, acogidos por 
familiares o un tutor33. Luego los menores deben presentarse ante las autoridades de inmigración dentro 
de los siguientes 15 días y posteriormente ante un juez antes de que sea deportados o se les permita 
quedarse, sea por la concesión del asilo o alguna otra forma de protección temporal. Por temor a ser 
deportados, no infrecuentemente los menores no se presentan a la corte o autoridad migratoria. De otro 
lado, dado el gran flujo de niños que deben ser escuchados por jueces especializados, lo más probable es 
no se den abasto para resolver las decenas de miles de casos, con lo cual quienes estén a la espera de ser 
escuchados ingresarán al sistema de irregularidad migratoria hasta que un juez pueda examinar su casos. 

 

Con relación a los mexicanos que son detenidos cuando pretenden entrar a los Estados Unidos 
de América, en su caso son entrevistados directamente por los guardias de frontera y en la mayoría de los 
casos son devueltos a su país. Solo aquellos que logren ser lo suficientemente persuasivos podrán ser 
mantenidos en custodia y solicitar asilo o acogerse a alguno de los estatutos provisorios de admisión. Es 
evidente el trato diferenciado en contra de los niños mexicanos quienes no gozan de las mismas garantías 
procesales y derechos de los que se benefician ciudadanos de otras nacionalidades, lo que es contrario al 
principio de no discriminación contemplado en el artículo 2 de la CDN. Con este antecedente se pretende 
cambiar la legislación a fin que los niños que provengan de Centroamérica también tengan que pasar por 
el proceso de fast track, es decir una corta entrevista con un guardia fronterizo quien decide si admite al 
niño o lo retorna. 

De otro lado, lejos de dirigir los recursos hacia las causas centrales del problema, el deseo de 
padres e hijos de estar juntos y la situación de crisis y violencia que se vive en Honduras, El Salvador y 
Guatemala, considerados el primer, cuarto y quinto país más violento del mundo, respectivamente, el 
dinero se desvía en gasto inútil como seguridad fronteriza, medidas policiacas y mayor gasto en personal 
y armas, como si eso sirviera para atacar el problema de fondo. Otro tipo de medidas facilista es la que 
reporta el diario El Comercio de México que informa que “La velocidad del tren llamado 'La Bestia', al 
que trepan cientos de migrantes para trasladarse desde la frontera con Guatemala hacia el estado de 
Veracruz, de donde siguen su camino por otras vías hacia Estados Unidos, será aumentada para evitar 

                                                           
29  http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/1306.pdf  
30 http://www.acnur.org/biblioteca/pdf/1305.pdf  
31 Se les llama así a las personas que se encargan de acompañar a los migrantes en su travesía hacia los Estados Unidos de 
América. 
32 La leyes estadounidenses sobre el Tráfico de Personas se encuentra en: http://www.state.gov/j/tip/laws/, siendo la 
Trafficking Victims Protection Reauthorisation Act la más importante 
33 En el caso del Perú, según ha explicado la Cancillería peruana, de los 65 menores no acompañados, 61 han sido entregados 
a familiares residentes, quedando cuatro en custodia.  
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que se abordado por los indocumentados”34. Según agrega el despacho periodístico, “cada año son 1,300 
entre los muertos y mutilados al caer del tren en el intento por alcanzar la frontera norte”.  

Por su parte, según informa Andrés Oppenheimer, los Estados Unidos de América se equivoca 
con los niños migrantes35 y el plan de Obama no debe centrarse en medidas policiacas sino en colaborar 
con dichos países para que los niños puedan vivir en un ambiente seguro que les permita acabar la escuela, 
vivir en un ambiente de paz y tener oportunidades de desarrollo. Según las estadísticas del Banco 
Interamericano de Desarrollo (BID) que cita, solo el 27% de los jóvenes de Guatemala, 40% de los de 
Honduras y 41% de los de El Salvador terminan la escuela secundaria, es decir que al menos el 60% no 
culmina la escuela y viven en las calles expuestos al pandillaje y la violencia. 

Adicionalmente, uno debe preguntarse qué pasa con Nicaragua, país fronterizo de Honduras y 
Guatemala. Nicaragua es uno de los países más pobres de América Latina y el Caribe, sin embargo el 
Informe Regional sobre Desarrollo Humano para 2013-201436 en materia de seguridad clasifica a 
Nicaragua como "atípico", debido a sus bajas tasas de homicidio y robo. Esto rompe el mito de que la 
pobreza es la causante de la violencia. 

De otro lado, para nadie es novedad la historia de intervencionismo militar y económico de los 
Estados Unidos en Centro América. Podría pensarse que la crisis de los niños migrantes es un boomerang 
sobre la política de dicho país sobre casi la totalidad de países centroamericanos37. Recordemos la 
invasión de Honduras en 1924 para mediar en el conflicto de la United Fruit Company, empresa esclavista 
norteamericana; el bombardeo aéreo contra Nicaragua instando a Sandino padre a rendirse; el 
derrocamiento al gobierno democráticamente electo de Jacobo Árbenz en Guatemala, seguido de décadas 
de violencia;  el papel de la Escuela  de las Américas, para la formación de los militares del hemisferio, 
alma mater alguno de los más sanguinarios dictadores de Brasil, Argentina, Uruguay, Chile y algunos 
países de Centroamérica;  el entrenamiento y financiación del gobierno de los EEUU al ejército y la 
policía de El Salvador para luchar contra el Frente de Liberación Nacional Farabundo Martí; la guerra de 
los contras de Reagan para destruir al gobierno de Sandino; el asesinato del presidente panameño Omar 
Torricos y más recientemente el golpe de Estado contra el presidente Manuel Zelaya en Honduras, quien 
afirma la intervención estadounidense38.  

Esta constante del intervencionismo norteamericano ha buscado asegurar la presencia e intereses 
de las corporaciones norteamericanas; prevenir la emergencia de modelos de desarrollo alternativos al 
capitalismo y por cierto extender su hegemonía política, económica y militar sobre lo que denominan su 
patio trasero. Estas políticas son también causa de la espiral de violencia que por generaciones ha 
impedido la construcción de sociedades de justicia para sus pobladores. Adicionalmente, como informa 
Nicanet39, lamentablemente los países que se quedaron con ejércitos y fuerzas policiales corruptas no 
han podido impedir el desarrollo de la corrupción, la violencia y el crimen organizado, mientras que 
Nicaragua, con su exitosa revolución de 1979, se deshizo de la brutal Guardia Nacional de Somoza y 
formó un nuevo ejército y una nueva policía integrada que ha sabido dar orden y desarrollar las 
instituciones democráticas en ese país.  

Estos comentarios no deben entenderse como que es responsabilidad de los Estados Unidos de 
América la crisis de los niños migrantes, pero sí que este país tiene una deuda histórica con Centroamérica.  

Al margen de las críticas, se debe reconocer que los Estados Unidos de América viene haciendo 
esfuerzos por mejorar la situación. Entre esas medidas se pueden citar el retiro de los menores de 

                                                           
34 http://www.elcomercio.com/actualidad/ee-uu-labestia-migracion-veloz.html 
35 Oppenheimer, Andrés. EEUU se equivoca con los niños migrantes. En: 
http://www.elnuevoherald.com/2014/07/02/1789828/oppenheimer-eeuu-se-equivoca-con.html 
36 http://www.latinamerica.undp.org/content/dam/rblac/img/IDH/IDH-AL%20Informe%20completo.pdf 
37 Ver: http://fpif.org/child-migrants-refugees-u-s-helped-create/ 
38 Ver: http://mesaredonda.cubadebate.cu/noticias/2011/06/01/entrevista-exclusiva-a-manuel-zelaya-sobre-el-papel-de-
estados-unidos-en-el-golpe-de-estado-en-honduras-wikileaks-y-los-motivos-de-su-destitucion-videos/ 
39 http://www.nicanet.org/?page=blog&id=27148 
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complejos militares, la construcción de nuevos centros de acogida, la política de entregar de inmediato a 
los niños a sus padres o familiares, independientemente de su condición migratoria, o, en su defecto a 
colocarlos en familias de acogida hasta antes que se decida su permanencia o expulsión, los programas 
de cooperación internacional ofrecidos, y, en especial el reciente comunicado del Departamento de 
Educación en el que se señala que todos los niños en los Estados Unidos “tienen derecho a igual acceso 
a una educación elemental o secundaria pública, independientemente del origen nacional de sus padres, 
nacionalidad o estatuto migratorio”40. En tal sentido, miles de niños estarán en los próximos meses, y 
quién sabe si años, yendo a la escuela mientras esperan que su estatuto migratorio sea decidido, lo que 
podría llegar a tardar hasta 500 días, si se toma en cuenta que este ha sido el tiempo promedio que han 
tardado los procedimientos de inmigración en este país. En tal sentido, la condición de irregularidad y la 
seguridad jurídica y personal del menor estará en peligro, lo que es contrario al espíritu de la CDN. 

 

IV.  Las obligaciones de los Estados Unidos de América con relación a la Convención sobre 
los Derechos del Niño 

Los Estados Unidos de América a pesar que en 1995 suscribieron la Convención sobre los 
Derechos del Niño no la han ratificado, sin embargo ello no significa que esté exceptuado de cumplir sus 
disposiciones. Según el estatuto de la Corte Internacional de Justicia, se considera como fuente del 
Derecho Internacional, además de las convenciones internacionales, a la costumbre internacional, 
entendida como prueba de una práctica generalmente aceptada como derecho. La aceptación de la 
Convención sobre los Derechos del Niño es universal dado que tiene 194 Estados parte, es decir más 
miembros que la Organización de las Naciones Unidas que cuenta con 193.  

Adicionalmente la jurisprudencia estadounidense se ha inclinado a reconocer la primacía de la 
CDN sobre la legislación local. En el caso Roper v. Simmons41, el Tribunal, considerando que la muerte 
era una pena cruel e inusual contra un menor, lejos de limitar el análisis a la ley estadounidense, examinó 
la legislación internacional, llegando a la conclusión de que Estados Unidos de América era "el único país 
en el mundo que sigue dando sanción oficial a la pena de muerte a menores". En consecuencia, el Tribunal 
al encontrar la Convención sobre los Derechos del Niño como un indicador de consenso internacional, 
que ha sido ratificado por todos los países del mundo, a excepción de Estados Unidos y Somalia, decidió 
aplicar la CDN sobre la ley estadounidense.  

La Corte Europea de Derechos Humanos también se ha expresado sobre la universalidad de la 
CDN. En el caso Sahin v. Alemania42, sobre un caso de separación de los hijos de sus padres, ha expresado 
que "los derechos humanos de los niños y los estándares a los que todos los Estados deben aspirar son 
la realización de los derechos de todos los niños”. 

De igual manera, la Corte Interamericana de Justicia, en su Opinión Consultiva acerca de la 
condición judicial y los derechos humanos de los niños43, considera que la extendida ratificación de la 
CDN es evidencia de un “amplio consenso internacional” a favor de sus principios. Además, ha declarado 
que la CDN forma parte de un "corpus juris internacional para la protección del niño," e incluso, tal 
como en el caso de la Corte Europea de Derechos Humanos, utilizado la CDN para interpretar otros 
tratados concernientes a la protección del sistema de derechos humanos interamericano.   

Por lo tanto, a pesar de que los Estados Unidos no han ratificado la CDN sus normas la obligan. 
Ello porque la costumbre internacional es fuente del derecho y existe un consenso universal acerca del 
respeto a los derechos del niño; porque según el artículo 18 de la Convención de Viena sobre Derecho 
de los Tratados, el Estado debe abstenerse de contravenir el fin y objeto de un tratado que haya firmado, 
como es el caso de los Estados Unidos de América; y porque además la jurisprudencia de sus tribunales 

                                                           
40 Ver: http://thehill.com/homenews/administration/215059-obama-prepares-schools-for-enrollment-of-migrant-children 
41 http://www.law.cornell.edu/supct/html/03-633.ZS.html 
42 http://hudoc.echr.coe.int/sites/eng/pages/search.aspx?i=001-61194#{"itemid":["001-61194"]} 
43 http://www.corteidh.or.cr/docs/opiniones/seriea_18_ing.pdf 
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va en ese sentido y ha sentado un precedente que tiene el efecto de permear toda la legislación y de obligar 
a los hacedores de leyes y jueces a aplicar sus normas nacionales en consonancia con la CDN, pues solo 
así podrá satisfacer sus obligaciones internacionales. 

No obstante, todo lo dicho hasta ahora, la política que viene tratando de ser implementada por el 
Gobierno de los Estados Unidos de América es “detain, deter and deport," es decir, detener, disuadir y 
deportar. Más aún, el propio gobierno ha sido enjuiciado por un grupo de organizaciones civiles que 
reclaman que ha cometido violaciones al debido proceso en contra de mujeres y niños que estaban 
detenidos a espera de ser deportados en un centro cerca de El Paso44. Por su parte, la Oficina del Alto 
Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados ha solicitado a los Estados Unidos considerar 
a los niños centroamericanos como refugiados desplazados por conflicto armado, causa que no está 
considerada en la Convención de las Naciones Unidas sobre los Refugiados, la misma que permanece 
anclada en el pasado, al igual que toda la legislación internacional concerniente al derecho a la libre 
circulación que urge modificar. 

Finalmente, el Sistema de la Integración Centroamericana (SICA) y el MERCOSUR han 
expresado su profunda preocupación por el drama de los niños migrantes.  A fines de junio de 2014 los 
presidentes de los países que integran el SICA aprobaron una declaración especial en la que se destaca el 
principio del interés superior del niño y la niña, así como el principio de reunificación familiar y no 
separación de las familias.  Asimismo, a fines de julio de 2014 los Estado parte de MERCOSUR acordaron 
un comunicado en el cual llaman a la no criminalización de la condición migratoria, la prohibición de 
detención por motivos migratorios, y el rechazo de las políticas de deportación automática.  

 

V.  Conclusiones  

Los Estados Unidos de América están obligados a respetar los derechos de los niños migrantes a 
pesar de que no han ratificado la CDN. La costumbre internacional, la jurisprudencia y la doctrina de los 
publicistas la obligan.  

Asimismo, debe respetar el derecho de los niños a estar con sus padres. El principio de la 
reunificación del niño con el padre o la madre es un derecho inalienable. Los Estados no pueden restringir 
la facultad de todo niño a salir de cualquier país y a entrar a otro con el objetivo de reencontrarse con su 
padre, madre o único familiar.  

Deben considerarse las estadísticas para ver con claridad la magnitud del problema. Según  
informa Vox45 durante la última década poco más de la mitad de todos los niños que llegaron a las cortes 
de inmigración recibió una orden de deportación, mientras que a poco más de un cuarto se les concedió 
permisos de estancia. Del mismo modo, del número total estimado de niños llegados a los Estados 
Unidos, según un estudio de la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Refugiados, 
un 36% sí tienen efectivamente un padre o una madre en dicho país, por lo que es previsible que estos 
niños alcancen obtener permisos de residencia y se beneficien de la reunificación familiar; sin embargo, 
lo primero dependerá probablemente también del estatuto legal del padre, madre o familiar a quien se le 
asigne la custodia. Los derechos de entrada, de salida y de visita están garantizados para todos estos 
menores, no así el derecho a permanecer, que dependerá de las circunstancias personales de cada menor 
y del padre o madre, siendo el aspecto de la irregularidad migratoria del padre o la madre un elemento 
perturbador en la seguridad migratoria de los niños.  

En otros casos, muchos menores no tienen a su padre o madre en los Estados Unidos y serán 
deportados a menos que efectivamente puedan probar que su retorno pondría en serio peligro sus 
derechos humanos o su exposición a la muerte por la persecución de mafias o ajustes de cuentas de redes 

                                                           
44 http://www.nytimes.com/2014/08/23/us/us-faces-suit-over-tactics-at-immigrant-detention-center.html?_r=0 
45http://www.vox.com/2014/6/16/5813406/explain-child-migrant-crisis-central-america-unaccompanied-children-
immigrants-daca 
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criminales y pandillas. De aquí las presiones del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los 
Refugiados a fin que estos niños sean aceptados como refugiados. Es difícil pensar que los Estados 
Unidos vaya a aceptar una definición ampliada del concepto de refugiado, que no sea a la que se ha 
comprometido con el Protocolo sobre el Estatuto del Refugiado de 1967, que no califica el concepto de 
violencia social o conflicto interno como motivo de refugio.  

No existe en los Estados Unidos de América un sistema uniforme de trato a los niños migrantes. 
Se ha observado que los centroamericanos tienen un trato diferenciado y con mayores garantías 
procesales y derechos con relación a los niños mexicanos, lo que atenta contra el principio de no 
discriminación establecido en la CDN. De igual forma, no es recomendable que las personas encargadas 
de entrevistar a los niños sean guardias fronterizos, al no ser su función ni estar preparados para 
determinar la situación de peligro, abandono, abuso o descuido de la que pueden ser víctima los niños, 
correspondiendo más bien que esta tarea sea asignada a asistentes sociales especializados. 

Finalmente, las medidas a ser tomadas por los Estados Unidos de América no atacan las causas 
que generan las migraciones de niños, sino más bien se concentran en medidas disuasivas, punitivas y de 
refuerzo de la seguridad de sus fronteras, con lo cual no se resuelve en absoluto la inseguridad y peligro 
al que se ven expuestos los niños migrantes, ni la espiral de violencia que afecta a toda una sub región.  

La libertad de movimiento de niños, niñas y adolescentes migrantes tiene un carácter vital, que 
queda demostrado cuando huyen de la violencia o buscan reencontrarse con sus padres. 

El derecho a la libre circulación, incluido los derechos de entrada, salida y el derecho de los niños 
a permanecer con sus padres donde ellos se encuentren son derechos naturales, de cumplimiento 
obligatorio por todos los Estados. Debe considerarse la violencia ejercida por un Estado contra un menor 
a fin de expulsarlo, devolverlo o retenerlo como un acto de abuso de poder, de afrenta a los derechos 
más elementales. En ese sentido, las deportaciones contra los niños son actos de barbarie, tal como Strabo 
consideró la exclusión de los extranjeros hace aproximadamente dos mil años. 
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La Comisión de Límites de la Plataforma Continental  
de Naciones Unidas: Su Rol en el Establecimiento 

 de sus Límites Más Allá de las 200 Millas 
Gian Pierre Campos Maza (*)(**) 

 

Los asuntos relativos a la plataforma continental y sus límites se encuentran entre 
 los problemas centrales del derecho del mar”46. 

Ian Brownlie 

 

La Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar de 1982 contiene una definición jurídica de la 
plataforma continental, proporciona las reglas que permiten a un Estado costero reclamar una extensión de su plataforma 
más allá de las 200 millas náuticas, establece los métodos a fin de determinar los límites exteriores de dicha plataforma bajo 
condiciones específicas, e introduce un nuevo órgano de carácter técnico: La Comisión de Límites de Plataforma Continental. 

El artículo 76, párrafos 4 al 7 de la Convención establece el método operacional y las líneas de restricción a tomar 
en cuenta para la determinación de los límites exteriores de la plataforma continental más allá de las 200 millas. La 
definición operacional de la plataforma continental sólo se aplica más allá de dicho límite. 

La Comisión tiene a su cargo la verificación de que los Estados cumplan con los requerimientos de carácter científico 
y técnico referidos en el artículo 76, asesora a los Estados en el proceso de determinación de los límites exteriores de sus 
plataformas continentales y emite recomendaciones basadas en la Convención. Sólo si un Estado costero establece los límites 
de su plataforma en base a las recomendaciones de la Comisión, dichos límites serán definitivos y obligatorios.  

 

La Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar entró en vigor en 1994 y estableció el 
régimen legal de la plataforma continental en su Parte VI (art. 76-85) y su Anexo II (junto al Anexo II del Acta 
Final). Esta Convención, a diferencia de la Convención de Ginebra de 1958 sobre plataforma continental 
introduce una definición legal de plataforma continental basada en el concepto científico del margen 
continental y le atribuye al Estado costero, en su artículo 76, derechos sobre “el lecho y subsuelo de las áreas 

                                                           
* Segundo Secretario en el Servicio Diplomático de la República. Egresado del Programa “Human Resources Development 
and Advancement of the Legal Order of the World´sOceans” (2011-2012) organizado por División de Asuntos Oceánicos y 
Derecho del Mar de Naciones Unidas (DOALOS) y llevado a cabo por el Centro Nacional Oceanográfico de la Universidad 
Southampton (NOC), Reino Unido (2011). Ha sido pasante en la División de Asuntos Oceánicos y Derecho del Mar  
(DOALOS) de Naciones Unidas, Nueva York, Estados Unidos y egresado de la Academia de Rodas de Derecho y Política 
Oceánica, Grecia (2013). 
** El siguiente artículo es un resumen de la tesis titulada “The Legal Regime of the Continental Shelf and the establishment  
of the outer limits of the continental shelf beyond the 200 nautical miles”, presentada por el autor a fin de culminar el programa  
“Human  Resources Development and Advancement of the Legal Order of the World´sOceans” (2011-2012) organizado por 
División de Asuntos Oceánicos y Derecho del Mar de Naciones Unidas (DOALOS). Dicha tesis fue realizada bajo la asesoría 
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46Ian Brownlie. Recommendations on the Limits of the continental shelf and related matters: a commentary. En: Lewis M. 
Alexander (ed.). The Law of the Sea: National Policy Recommendations. Proceedings of the Fourth Annual Conference of 
the Law of the Sea Institute, june 23 - 26, 1969. University of Rhode Island, Kingston, Rhode Island, 1970, p. 133. 
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submarinas que se extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde 
exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura del mar territorial”. Adicionalmente, el art. 76 permite a los Estados costeros, bajo 
determinadas circunstancias, extender los límites exteriores de su plataforma continental más allá de las 200 
millas.  

El presente artículo, dividido en tres partes, busca hacer revisión del régimen jurídico de la plataforma 
continental y de la manera por la cual los Estados pueden extender los límites de su jurisdicción sobre dicho 
espacio más allá de las 200 millas a través de la presentación de información sobre dichos límites ante la 
Comisión de Límites de la Plataforma Continental de Naciones Unidas, uno de los órganos creados por la 
Convención de Derecho del Mar en 1982. 

En tal sentido, este artículo contiene una primera parte referida al régimen de la plataforma continental 
establecido en la Convención de Naciones Unidas de Derecho del Mar de 1982 sin hacer un análisis histórico 
de dicho instrumento internacional o de sus antecedentes;  una segunda parte,  dirigida a describir el proceso 
de determinación de los límites exteriores más allá de las 200 millas náuticas, las fórmulas y principios 
establecidos por la Convención, los actores involucrados y los problemas que plantea la interpretación del 
artículo 76 para la realización de dicho fin; y por último, un capítulo referido a la Comisión de Límites de la 
Plataforma Continental, su rol en el proceso de determinación de los límites, el reglamento que permite su 
funcionamiento, el contenido de las directrices científicas y técnicas que orientan a los Estados costeros en la 
presentación de sus límites exteriores ante la Comisión, así como algunos aspectos que todavía son objeto de 
debate tales como la capacidad de los Estados no parte de la Convención para acceder a la Comisión, el carácter 
definitivo y obligatorio de las recomendaciones,  y los retos que en general, la Comisión afronta hoy en día. 

 

1.  La Convención de Naciones sobre Derecho del Mar de 1982 y el Nuevo Régimen Jurídico 
de la Plataforma Continental 

1.1.  La Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar de 1982 

La Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar, generalmente conocida como la  
“Constitución de los Océanos” es sin duda uno de los más importantes acuerdos de carácter legal y 
político adoptado bajo los auspicios de las Naciones Unidas47, la misma que ha establecido en sus 320 
artículos y 9 anexos, un nuevo régimen internacionalmente reconocido destinado a la regulación de todos 
los aspectos relativos a los océanos. Actualmente, la Convención cuenta con una “aceptación casi 
global”48 y 166 Estados son parte de dicho instrumento internacional. 

La Convención es el resultado de las negociaciones llevadas a cabo en la década de las setenta en 
el marco de la Tercera Conferencia de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar y fue puesta a la firma el 
10 de diciembre de 1982. Sin embargo, la oposición de un número de países desarrollados al texto de la 
Convención, en especial, a la parte referida a la Zona Especial de los Fondos Marinos, detuvo la entrada 
en vigor de la Convención.  A inicios de la década de los noventa, se iniciaron las consultas informales a 
fin de dar lugar a un proceso de negociación que buscara superar la oposición a la Convención.  Dichas 
negociaciones culminaron con la adopción por consenso de la Asamblea General, del Acuerdo de 
Implementación de la Parte XI de la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar el 28 de 
julio de 1994.  Poco tiempo después del Acuerdo, la Convención obtuvo el número de 60 ratificaciones 
exigidas en su propio texto (artículo 38) y entró en vigor el 16 de noviembre de 1994. 

                                                           
47 Alfonso Arias SchreiberPezet, “El Derecho del Mar y el Desarrollo”. Revista Peruana de Derecho Internacional (Tomo 36,  N°91, 
enero-marzo, 1984), p. 7. 
48 Esta Convención surge como resultado de la Primera Conferencia de Naciones Unidas de Derecho del Mar, la que tuvo 
lugar en la ciudad Ginebra del 24 de febrero al 27 de abril de 1958. En dicha Conferencia, los Estados participantes adoptaron 
cuatro convenciones: La Convención sobre Mar Territorial y Zona Contigua, la Convención sobre Alta Mar, la Convención 
sobre Pesca y Conservación de Recursos Vivos en el Alta Mar y la Convención sobre Plataforma Continental.  
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1.2.  El Régimen de la Plataforma Continental en la Convención de Naciones Unidas sobre 
Derecho del Mar 

El Régimen de la Plataforma Continental de la Convención se encuentra regulado en la Parte IV 
(art.76-85) y el anexo II de la Convención (junto al anexo II de la Acta Final).  El régimen internacional 
de la plataforma continental no es tratado separadamente como sí lo fue en la Convención de 195849.  En 
1982, la plataforma continental es introducida como una de las partes que integra la Convención.  

Este nuevo régimen contiene una definición legal de la plataforma continental, establece, de 
manera general, un límite (200 millas), determina reglas a través de las cuales, los Estados costeros pueden 
reclamar derechos sobre su plataforma continental más allá del límite de 200 millas, proporciona métodos 
a fin de establecer sus límites exteriores bajo circunstancias específicas; e introduce un nuevo organismo 
técnico: la Comisión de Límites de la Plataforma Continental. 

Adicionalmente, la Parte VI regula la exploración y explotación de recursos sobre la plataforma 
continental (art.77), empodera a los Estados para la colocación de cables submarinos en la plataforma 
continental (art. 79), impone un régimen de contribuciones por parte de los Estados respecto a la 
explotación de los recursos no vivos de la plataforma continental más allá de las 200 millas náuticas (art. 
82) e incluye las normas relativas a la delimitación de la plataforma continental entre Estados con costas 
opuestas y adyacentes (art.84). 

 

1.2.1.  La Definición de Plataforma Continental y el artículo 76 de la Convención de Naciones 
Unidas sobre Derecho del Mar 

La Convención de Ginebra de 1958 definió a la Plataforma Continental en su artículo 1 en 
términos de explotabilidad50 del suelo y el subsuelo del área sumergida adyacente a las costas de un 
Estado, fuera del mar territorial hasta una profundidad de 200 metros o más allá de ese límite, hasta 
donde la profundidad de las aguas suprayacentes permitan la explotación de recursos naturales. El citado 
artículo fue objeto de críticas, desde que el rápido desarrollo de la tecnología daba la libre oportunidad 
de una extracción de recursos a una profundidad superior a la de 200 metros. Como resultado, los límites 
exteriores de la plataforma continental definidos en 1958 fueron pocos claros51. Esta situación motivó el 
cambio legal en la definición durante la Tercera Conferencia de Derecho del Mar. 

Al inicio de la Tercera Conferencia, la cuestión respecto a los derechos del Estado a extender sus 
límites exteriores de la plataforma continental más allá de las 200 millas se volvió uno de los temas 
principales de discusión. Para 1975, el primer texto de negociación incluía la definición de plataforma 
continental y el mismo fue incluido sin ningún cambio en el artículo 76, párrafo 1 de la Convención de 
198252. 

En este punto, es necesario distinguir el concepto jurídico de plataforma continental  del concepto 
científico de margen continental, término que a su vez es incluido en el texto de la Convención. 

Desde un punto de vista científico, el margen continental consiste relativamente en la parte 
sumergida del continente adyacente a la costa y relativamente llana de 1200 hasta 3500 metros de 
profundidad (plataforma continental), seguida por una pronunciada inclinación hasta 3500-5500 metros 
en el pie del talud (el talud continental) y este último, seguido de un área de inclinación leve entre el pie 
del talud y las profundidades oceánicas (emersión continental). En tal sentido, científicamente, la 
plataforma continental (como expresión geológica) es parte del margen continental. 

                                                           
49 Actualmente, 166 Estados son parte de esta Convención. Vid.:Division for oceans affairs and the law of the sea: 
http://www.un.org/Depts/los/reference_files/chronological_lists_of_ratifications.htm. 
50Malcolm N. Shaw. International Law (Cambridge: Cambridge University Press, 2003), p. 523. 
51Ibidem. 
52Janusz Symodes. The Continental Shelf. En: Mohammed Bedjaoui (ed.), International Law: Achievements and prospects (París: 
UNESCO, 1991),p.874. 

http://www.un.org/Depts/
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Ahora bien, el régimen de la Convención del 82, modifica el enfoque de la Convención de 
Ginebra y proporciona una definición legal de la plataforma continental en relación con el concepto 
científico de margen continental y es de descrito en el artículo 76 de la siguiente manera: 

1. La plataforma continental de un Estado ribereño comprende el lecho y el subsuelo de las áreas submarinas que se 
extienden más allá de su mar territorial y a todo lo largo de la prolongación natural de su territorio hasta el borde 
exterior del margen continental, o bien hasta una distancia de 200 millas marinas contadas desde las líneas de 
base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial, en los casos en que el borde exterior del margen 
continental no llegue a esa distancia. 

2. La plataforma continental de un Estado ribereño no se extenderá más allá de los límites previstos en los párrafos 
4 a 6.  

3. El margen continental comprende la prolongación sumergida de la masa continental del Estado ribereño y está 
constituido por el lecho y el subsuelo de la plataforma, el talud y la emersión continental. No comprende el fondo 
oceánico profundo con sus crestas oceánicas ni su subsuelo. 

De acuerdo al artículo 76, los conceptos científicos de la plataforma continental, el talud 
continental y la emersión continental constituyen “la plataforma continental” desde un punto de vista 
legal. Es claro en este punto, que la definición legal de plataforma continental descrita no corresponde a 
la definición científica. Esta definición fue incluida para satisfacer el interés de dos categorías de estados53, 
aquellos de una amplia plataforma continental y aquellos de una plataforma continental reducida54 

 

Figura I:  La Plataforma Continental -Articulo 76- Convención del Mar de 1982 

 

Fuente: Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea. Office of Legal Affairs.The Law of the 
Sea.Training Manual for delineation of the outer limits of the continental shelf beyond 200 nautical 

miles and for preparation of submissions to the Commission on the Limits of the Continental 
Shelf.(New York: United Nations, 2006). 

                                                           
53 Esto fue regulado tomando en cuenta el interés de Estados costeros sin una plataforma geológica o con plataforma reducida 
(ejm: es el caso de la mayoría de Estados sudamericanos en la costa del Pacífico).Para estos Estados, la Convención les 
reconoce el ejercicio de derechos para explorar y explotar recursos sobre el suelo y subsuelo marinos hasta las 200 millas 
náuticas, independientemente de la profundidad y de que estos espacios sean o no una plataforma en sentido geológico. Por 
otro lado, algunos Estados pueden reclamar derechos sobre una extensión superior a la milla 200 (ejm: Argentina, Australia, 
Canadá, India, etc).  
54Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea.Office of Legal Affairs.The Law of the Sea. Training Manual for 
delineation of the outer limits of the continental shelf beyond 200 nautical miles and for preparation of submissions to the 
Commission on the Limits of the Continental Shelf.(New York: United Nations, 2006), p. I-10. 
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1.2.2.  Límites exteriores de la plataforma continental 

El artículo 76 de la Convención estableció que la plataforma continental puede extenderse más 
allá de la jurisdicción de las 200 millas náuticas. 

Este artículo contiene en sus párrafos 5 y 6 un complejo grupo de criterios científicos y técnicos 
destinados a establecer los límites exteriores de la plataforma continental que en cualquiera de los casos 
no debe exceder las 350 millas medidas desde las líneas de base o las 100 millas medidas desde las isóbata 
2500 metros. 

En el caso en el que la plataforma no exceda la distancia de las 200 millas, “la prolongación natural 
es complementada por el principio de la distancia”55. Cuando una plataforma se extiende más allá de la 
milla 200, un complejo grupo de fórmulas, deben ser usadas como parte del proceso descrito en el artículo 
76, es decir, que deben ser tomadas en cuenta por los Estados, a fin de presentar una solicitud 
(acompañada de información científica y técnica sustentatoria) ante la Comisión de Límites de la 
Plataforma Continental, institución creada por la Convención. 

La Comisión fue establecida en 1997 y a la fecha, ha emitido un importante número de 
recomendaciones de carácter relevante para la implementación del artículo 76 por parte de los Estados 
costeros con interés en extender su plataforma. La primera solicitud presentada ante la Comisión fue 
hecha por la Federación Rusa el 20 de diciembre de 2001. Desde esa fecha, el número de presentación 
de solicitudes se ha incrementando año tras año. 

Una de las funciones de la Comisión es emitir recomendaciones a los Estados costeros. De 
acuerdo al artículo 76, la Comisión emitirá, desde una perspectiva técnica, recomendaciones al Estado 
costero sobre sus límites presentados. Sólo los límites de la plataforma continental establecida por el 
estado costero sobre la base de las recomendaciones de la Comisión, tendrán un carácter final y 
vinculante. 

En la siguiente parte de este artículo, revisaremos los criterios a adoptar para la determinación de 
los límites exteriores de la plataforma, con mayor detalle, así como el procedimiento a seguir con ese 
objetivo. 

 

2.  Establecimiento de los Límites Exteriores de la Plataforma Continental 

2.1.  Definición operacional de la Plataforma Continental 

Los párrafos 4 al 7 del artículo 76, tratan los aspectos operativos para el trazado de los límites 
exteriores de la plataforma continental, las fórmulas a aplicar, así como las restricciones más allá de las 
200 millas náuticas, en los siguientes términos: 

4. a) Para los efectos de esta Convención, el Estado ribereño establecerá el borde exterior del margen continental, 
dondequiera que el margen se extienda más allá de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a 
partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial, mediante: 

i) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con los puntos fijos más alejados en cada uno 
de los cuales el espesor de las rocas sedimentarias sea por lo menos el 1 % de la distancia más corta entre ese 
punto y el pie del talud continental; o 

ii) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con puntos fijos situados a no más de 60 millas 
marinas del pie del talud continental. 

b) Salvo prueba en contrario, el pie del talud continental se determinará como el punto de máximo cambio de 
gradiente en su base.  

                                                           
55 Malcolm N. Shaw, op. cit., p. 524. 
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5. Los puntos fijos que constituyen la línea del límite exterior de la plataforma continental en el lecho del mar, 
trazada de conformidad con los incisos i) y ii) del apartado a) del párrafo 4, deberán estar situados a una 
distancia que no exceda de 350 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide 
la anchura del mar territorial o de 100 millas marinas contadas desde la isóbata de 2.500 metros, que es una 
línea que une profundidades de 2.500 metros. 

6. No obstante lo dispuesto en el párrafo 5, en las crestas submarinas el límite exterior de la plataforma continental 
no excederá de 350 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura 
del mar territorial. Este párrafo no se aplica a elevaciones submarinas que sean componentes naturales del 
margen continental, tales como las mesetas, emersiones, cimas, bancos y espolones de dicho margen. 

7. El Estado ribereño trazará el límite exterior de su plataforma continental, cuando esa plataforma se extienda 
más allá de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del 
mar territorial, mediante líneas rectas, cuya longitud no exceda de 60 millas marinas, que unan puntos fijos 
definidos por medio de coordenadas de latitud y longitud. 

Como se ha descrito anteriormente, son dos los escenarios considerados en el artículo 76: 
primero, cuando la plataforma continental de un Estado costero no se extiende más allá de las 200 millas 
náuticas medidas desde sus líneas de bases; y segundo, cuando la plataforma continental supera ese límite. 

En el primer caso, la distancia máxima que un Estado costero puede reclamar será las 200 millas 
náuticas calculadas desde las líneas de base. Consecuentemente, no hay necesidad de reclamación alguna 
de derechos, ya que el artículo 76 proporciona automáticamente derechos a los Estados costeros sobre 
la plataforma continental hasta las 200 millas, incluso si un Estado no cuenta con una plataforma de 
carácter geológico. 

En el segundo caso,  el Estado costero que decide delinear los límites de su plataforma continental 
más allá de las 200 millas náuticas, debe seguir un procedimiento descrito brevemente en el artículo 76, 
párrafo 8: 

8. El Estado ribereño presentará información sobre los límites de la plataforma continental más allá de las 200 
millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial a la Comisión 
de Límites de la Plataforma Continental, establecida de conformidad con el Anexo II sobre la base de una representación 
geográfica equitativa. La Comisión hará recomendaciones a los Estados ribereños sobre las cuestiones relacionadas con la 
determinación de los límites exteriores de su plataforma continental. Los límites de la plataforma que determine un Estado 
ribereño tomando como base tales recomendaciones serán definitivos y obligatorios. 

Como puede verse, los Estados someten su información basados en los párrafos 4, a-b (límites 
basados en el pie del talud más 60 millas náuticas, límites basados en el pie del talud y el porcentaje de 
roca sedimentaria) y el artículo 76, párrafos 5 y 6 (límites basados en las restricciones de 350 millas 
náuticas medidas desde la líneas de base y la isóbata 2500 metros más 100 millas náuticas), a fin de que la 
Comisión de Límites de la Plataforma Continental emita recomendaciones para la correcta determinación 
de los límites de sus respectivas plataformas. Sólo si los Estados costeros siguen dichas recomendaciones, 
los límites exteriores de sus plataformas continentales serán definitivos y obligatorios. 

La definición operacional de la Plataforma Continental citada, se emplea sólo más allá de las 200 
millas náuticas debido a que está, principalmente dirigida a definir la extensión de una plataforma 
continental ampliada más allá de dicho límite.  La selección del pie del talud, en ese caso, como punto de 
referencia para el proceso de delineación de los límites de la plataforma continental es básicamente una 
de las contribuciones del artículo 76. 
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2.2.  Los Estados y la Comisión de Límites de la Plataforma Continental en el Establecimiento 
de los Límites Exteriores de la Plataforma Continental 

La Convención refiere a un procedimiento (aunque no de manera directa) de un número de pasos 
específicos que un Estado costero debe seguir a fin de establecer los límites exteriores de su respectiva 
plataforma. En tal sentido, el tenor del artículo 76, refiere a algunos elementos de ese procedimiento: 
reglas, métodos y principios que hacen posible para cada Estado, la determinación de los límites exteriores 
de su plataforma. 

Adicionalmente, el artículo 76 distingue a dos actores principales como parte de dicho proceso: 
los Estados Costeros y la Comisión. En el caso de los Estados, ellos constituyen los actores principales 
del proceso, en tanto sujetos de derecho internacional, con soberanía de derechos, como Estados parte 
de la Convención del Mar, a fin de establecer los límites de su plataforma bajo la interpretación del artículo 
76.  

La Comisión de Límites de Plataforma Continental tiene una naturaleza completamente distinta. 
La Convención proporciona un rol eminentemente técnico a la Comisión, con un específico mandato el 
cual es claramente establecido en el artículo 76 párrafo 8 (ya antes visto) y en el Anexo II, artículo 3: 

 Las funciones de la Comisión serán las siguientes: 

(a) Examinar los datos y otros elementos de información presentados por los Estados ribereños respecto de los límites 
exteriores de la plataforma continental cuando ésta se extienda más allá de 200 millas marinas y hacer 
recomendaciones de conformidad con el artículo 76 y la Declaración de Entendimiento aprobada el 29 de agosto de 
1980 por la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre Derecho del Mar. 

(b)  Prestar asesoramiento científico y técnico, si lo solicita el Estado ribereño interesado, durante la preparación de los 
datos mencionados en el apartado a). 

Por tanto, la Comisión actúa en función de su mandato, el mismo que es específico y limitado y 
no tiene el poder de modificar la solicitud presentada por el Estado costero. La Comisión ajusta su labor 
y sólo puede pronunciarse mediante recomendaciones de tipo técnico y científico basadas en la 
Convención. 

 

2.3.  Proceso para delinear los límites de la Plataforma Continental. 

A fin de delinear lo límites su plataforma ampliada, son cuatro los pasos a ser tomados en cuenta56: 

1.  El Estado costero debe delinear el borde exterior de su plataforma continental usando el 
complejo conjunto de fórmulas establecidas en el artículo 76, párrafo 4.  

2.  Se debe aplicar el “test de pertenencia”. En tal sentido, se debe demostrar que la plataforma 
continental se extiende a través de la prolongación natural de su área continental sumergida hasta el límite 
exterior del margen continental más allá de la 200 millas. 

3. Tan pronto “el test de pertenencia” es superado satisfactoriamente¸ se debe verificar que las 
líneas establecidas en el paso 1 no deben exceder las líneas de restricción previstas en el artículo 76, 
párrafos 5 y 6. 

4. Los límites exteriores deben se delineados usando las reglas descritas en el paso 1 y las líneas 
de restricción previstas en el paso 3 de este proceso. 

 

                                                           
56Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea.Office of Legal Affairs.The Law of the Sea.Training Manual for 
delineation of the outer limits of the continental shelf beyond 200 nautical miles and for preparation of submissions to the 
Commission on the Limits of the Continental Shelf.(New York: United Nations, 2006), p. I.26. 
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2.4.  Procedimiento y Fórmulas para el Establecimiento de los Límites Exteriores de la 
Plataforma Continental. 

El artículo 76, párrafo 4, de la Convención contiene la metodología que cada Estado costero debe 
usar a fin de establecer los límites exteriores de su plataforma: 

4. a) Para los efectos de esta Convención, el Estado ribereño establecerá el borde exterior del margen continental, 
dondequiera que el margen se extienda más allá de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura del mar territorial, mediante: 

i) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con los puntos fijos más alejados en cada uno 
de los cuales el espesor de las rocas sedimentarias sea por lo menos el 1 % de la distancia más corta entre ese punto y el pie 
del talud continental; o 

ii) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con puntos fijos situados a no más de 60 millas 
marinas del pie del talud continental. 

b) Salvo prueba en contrario, el pie del talud continental se determinará como el punto de máximo cambio de 
gradiente en su base.  

Para explicar las dos fórmulas contenidas en este artículo, será necesario definir primero el 
término: pie del talud. 

 

2.4.1.  Pie del Talud 

El pie del talud es definido en la Convención en los siguientes términos: “Salvo prueba en contrario, 
el pie del talud continental se determinará como el punto de máximo cambio de gradiente en su base”.  

El pie del talud es definido como un punto entre el talud y la emersión, que marca el final de la 
primera área y el inicio de la segunda. El pie del talud, es tomado como el punto de referencia para 
identificar los puntos fijos referidos en el párrafo 4 (a) (i) y (ii) del artículo 76. 

Considerando las dificultades presentadas para identificar el punto exacto en el cual se ubica el 
pie del talud debida a la complejidad de las profundidades oceánicas, el párrafo 4, b, del citado artículo, 
proporciona un “régimen dual”57 para la determinación del pie del talud. 

Siguiendo las instrucciones contenidas en las Directrices Científicas y Técnicas de la Comisión de 
Límites de la Plataforma Continental, como regla general, el pie del talud debe ser determinado 
localizando el punto de máximo cambio de gradiente58en la base del talud y tomando como base evidencia 
morfológica59. Sin embargo, considerando que hay un número de puntos con similar cambio de 
gradientes, la Convención establece un proceso de tres pasos60:   

1. Determinar el área del pie del talud. 

2. Calcular los cambios de gradiente dentro de la base del talud. 

3. Identificar el máximo cambio de gradiente. 

                                                           
57 Tomas H. Heidar. Legal Aspects of Continental Shelf Limits.En:Myron H. Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. Heidar. 
The Legal and scientific aspects of the continental shelf. Leiden/Boston: MartinusNijhoff Publishers, 2004, p. 25 
58 La“Gradiente” es definida como una medida del talud en unidadesde aumento o descenso por unidad de distancia 
horizontal.  Vid.,Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea. Office of Legal Affairs.The Law of the Sea.Training 
Manual for delineation of the outer limits of the continental shelf beyond 200 nautical miles and for preparation of submissions 
to the Commission on the Limits of the Continental Shelf.(New York: United Nations, 2006), p. I-27. 
59Chris M. Carleton, Steve Shipman, David Monahan, Lindsay Parson. The Practical Realization of the Continental Shelf. En: Peter 
J. Cook and Chris M. Carleton. Continental Shelf Limit: The Scientific and legal interface, Oxford: Oxford University Press., 
2000, p.271 
60Ibidem. 
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Algunas veces, el máximo cambio de gradiente (evidencia geomorfológica) no permite localizar 
el pie del talud en su base (Directrices Científicas y Técnicas de la Comisión, párrafos 6.3.2 y 6.3.3) debido: 

a. La curvatura del lecho marino a lo largo de la base del talud continental es constante. 

b. Irregularidades de la topografía del lecho marino revela un número de puntos que 
comparten el mayor cambio de gradiente en la base del talud continental…61 

En ambos casos, los Estados costeros tienen permitido usar evidencia en contrario a la regla 
general de acuerdo al artículo 76, párrafo 4, (b) de la Convención: 

“b) Salvo prueba en contrario, el pie del talud continental se determinará como el punto de máximo cambio de 
gradiente en su base”.  

La “evidencia en contrario” no es definida en la Convención y en términos generales es usado 
como una regla alternativa, que desecha la determinación de la gradiente y las características 
geomorfológicas, y abre la posibilidad de emplear otros argumentos de tipo científico y técnico, es decir, 
evidencias de tipo geológico y geofísico disponibles para la ubicación del pie del talud de la plataforma 
continental en su base62(Directrices Científicas y Técnicas de la Comisión, párrafo 6.1.2.). 

De acuerdo a las Directrices Científicas y Técnicas de la Comisión, párrafos 5.2.1 y 5.4.7, “when 
the foot-of-the-slope cannot be located reliably using geomorphological or mathematical analysis, the geological evidence aimed 
at identifying the foot of the continental slope at its base may be presented in favor of a specific location under the mechanism 
of the evidence-to-the-contrary”63.  

En el caso que un Estado costero seleccione emplear o no la regla de “la evidencia en contrario” 
basado en el pie del talud de la plataforma, la Comisión debe ser el organismo encargado de revisar y 
evaluar la evidencia para determinar la localización del pie del talud, la misma que debe ser acompañada 
por los resultados de la aplicación de la regla general del cambio máximo de gradiente (art. 76, 4, b). 

En resumen, “la evidencia en contrario” complementa la regla general establecida para la 
determinación del pie del talud continental como punto máximo de gradiente en su base (Directrices 
Científicas y Técnicas de la Comisión, 6.1.2.), introduciendo de la evidencia geológica como una 
alternativa para determinación de la ubicación del pie del talud en su base. 

 

2.4.2.  Determinación del Límite Exterior del Margen Continental usando las dos fórmulas 
alternativas propuestas por el art. 76, párrafo 4, (a) 

De acuerdo al párrafo 4, (a), dos fórmulas son incluidas para delinear el límite exterior del margen 
continental, las mismas que son determinada con referencia a la ubicación del pie del talud: 

4. a) Para los efectos de esta Convención, el Estado ribereño establecerá el borde exterior del margen continental, 
dondequiera que el margen se extienda más allá de 200 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las 
cuales se mide la anchura del mar territorial, mediante: 

i) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con los puntos fijos más alejados en cada uno 
de los cuales el espesor de las rocas sedimentarias sea por lo menos el 1 % de la distancia más corta entre ese punto y el pie 
del talud continental; o 

ii) Una línea trazada, de conformidad con el párrafo 7, en relación con puntos fijos situados a no más de 60 millas 
marinas del pie del talud continental. 

                                                           
61Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea, op. cit., p. I-28. 
62 Tomas H. Heidar. op.cit., p. 25 
63Steinar Thor Gudlaugsson. Natural Prolongation and the Concept of Continental Margin for the purposes of article 76. En:Myron H. 
Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. 
Leiden/Boston: MartinusNijhoff Publishers, 2004, p. 83 
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Cualquier Estado costero puede usar uno o las dos fórmulas alternativamente (combinación de 
fórmulas), de manera tal, que puede usarse la fórmula del espesor de la roca sedimentaria (párrafo 4, a, i) 
en determinadas áreas de la plataforma continental  y la fórmula de la distancia en otras áreas también de 
la plataforma (párrafo 4, a, ii), como una manera de maximizar sus derechos sobre la misma64. 

 

a) Fórmula del espesor del sedimento 

Esta primera fórmula (artículo 76, párrafo 4,a,i) conocida también como línea Gardiner (debido 
al nombre del geólogo Piers R.R. Gardiner quien en la propuso en el marco de la Tercera Conferencia 
sobre Derecho del Mar) o la fórmula irlandesa, requiere la identificación de los puntos fijos donde el 
espesor del sedimento es al menos el 1% de la distancia más corta entre ese punto y el pie del talud. 

Cuando este párrafo fue incluido en la Convención, el objetivo general de la fórmula fue asegurar 
para el beneficio de los Estados costeros, derechos soberanos para extenderse hacia una mayor 
proporción de la emersión continental donde recursos tales como hidrocarburos podían ser 
determinados65. Sin embargo, es necesario indicar que no todos los Estados tienen áreas sedimentarias 
(roca sedimentaria)66 a partir de la cual se podrían ver beneficiados bajo este criterio. 

Para hacer uso de este criterio, dos aspectos deben ser tomados en cuenta: 

a) La medida del espesor sedimentario en las profundidades oceánicas más allá del talud67. 

b) La distancia desde el punto del pie del talud más cercano hacia los puntos fijos. Esta sección sirve para clarificar 
la información requerida y cómo esta puede ser obtenida, verificada y usada en la definición de un margen continental 
extendido bajo la previsto por la regla del 1%”68. 

Con la finalidad de trazar la línea descrita en el párrafo comentado, los Estados costeros deben 
conectar los puntos fijos previamente identificados donde el grosor del sedimento es al menos 1% de la 
distancia más corta desde ese punto y el pie del talud. 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

 

                                                           
64Tomas H. Heidar. Legal Aspects of Continental Shelf Limits. En: Myron H. Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. 
Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. Leiden/Boston: Martinus Nijhoff Publishers, 2004,  p. 27. 
65Tomas H. Heidar. ibid.,  p. 26 
66Vid., Chris M. Carleton, Steve Shipman, David Monahan, Lindsay Parson. The Practical Realization of the Continental Shelf.  En: 
Peter J. Cook and Chris M. Carleton. Continental Shelf Limit: The Scientific and legal interface, Oxford: Oxford University 
Press., 2000, p. 275. 
67Vid., Olav Eldhom and FilliposTsikalas. Scientific Aspects of the Continental Shelf. En:Myron H. Nordquist, John Norton 
Moore and Tomas H. Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. Leiden/Boston: MartinusNijhoff 
Publishers, 2004, p.56 
68 Tomas H. Heidar. op. cit., p. 28. 
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Figura II: Fórmulas – Articulo 76, párrafo 4, a.- Convención del Mar de 1982 

 

Fuente: NationalOceanography Centre (NOC), Southampton University 

 

La “Regla de Bengala”69 

La regla relativa a lafórmula descrita en el artículo 76, párrafo 4, a, i, tiene una excepción en el 
Anexo II, de la Acta Final de la Tercera Conferencia de Naciones sobre Derecho del Mar, referida a la 
“Declaración de entendimiento sobre un método concreto que se utilizará para determinar el borde 
exterior del margen continental”, el cual se aplica en los siguiente casos70: 

1. Cuando el promediode la distancia en la que la isóbata de 200 metros ocurre, no es mayor a 
las 20 millas náuticas. 

2. Cuando la mayor proporción del espesor sedimentario del margen continental, se ubica por 
debajo de la emersión. 

En estos casos, el límite exterior del margen continental es establecido por una “fórmula 
modificada de espesor sedimentario”71, que emplea líneas rectas que no exceden la milla 60 de distancia 
conectada con los puntos fijos, definidos en longitud y latitud, en cada caso que el espesor sedimentario 
no es menor a un kilómetro. 

 

b) Fórmula de la distancia 

La segunda fórmula contenida en párrafo 4, a, ii, también conocida como la “Línea Hedberg” 
(nombre de su autor Hollis H. Hedberg) puede ser delineada “por referencia con los puntos fijos no 
mayor a una distancia de 60 millas náuticas desde el pie del talud continental”. 

                                                           
69 Esta excepción fue establecida basada en las características particulares del Golfo de Bengala. 
70Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea, op. cit., p. I-34 
71Ibidem. 
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La fórmula Hedberg plantea el trazo de una línea donde los puntos no están ubicados a una 
distancia mayor a la milla 60 desde el pie del talud. Teniendo identificado el límite exterior del margen 
continental, usando una o ambas fórmulas descritas, es posible la realización del “test de pertenencia” y 
verificar si el límite exterior se extiende más allá de las 200 millas náuticas. 

 

Test de “Pertenencia” 

El “Test de Pertenencia” es un proceso mediante el cual, un Estado costero debe demostrar la 
titularidad sobre la plataforma continental para delinear el límite exterior de la misma más allá de las 200 
millas náuticas a través de la prolongación natural de su área continental. 

Para satisfacer el “test de pertenencia”, el Estado costero tiene que presentar le evidencia de que 
la prolongación natural de su territorio continental hacia el límite exterior, se extiende más allá de la milla 
200 de manera ininterrumpida. Sin embargo, si el  Estado no puede probar que el límite exterior de la 
plataforma no cae más allá de ese límite, automáticamente, se debe delinear la plataforma hasta el límite 
de 200 millas náuticas de acuerdo al artículo 76, párrafo 1. 

 

Noción de “prolongación natural” 

La Convención, artículo 76, párrafo 1, propone la definición de plataforma continental que 
establece derechos para el Estado costero para determinar los límites exteriores de un espacio marítimo, 
basado en la prolongación natural y considera una distancia mínima de 200 millas náuticas que es 
reconocida en beneficio de los Estados cuando la prolongación natural no alcanza ese límite. 

Pese a que la Convención sólo se refiere a “prolongación natural” y omite alguna definición de la 
misma, algunos autores como Tomas H. Heidar consideran que la prolongación natural consiste en que 
“the submerged prolongation of the landmass of a coastal State, regardless of its characteristics, 
comprises its continental margin and creates its entitlement to a continental shelf”72. 

En tal sentido,  como indica como Brian J. Van Pay, la prolongación natural es “un término 
jurídico más que científico”73 que  hace referencia a “contigüidad no interrumpida” de la masa continental 
sumergida, la misma que es “the property that allows a coastal State to extend entitlement over its continental shelf 
beyond 200 nautical miles”74. 

 

2.4.3. Líneas de Restricción 

En el párrafo 5 del artículo 76, las líneas de restricción son descritas como sigue: 

5. Los puntos fijos que constituyen la línea del límite exterior de la plataforma continental en el lecho del mar, 
trazada de conformidad con los incisos i) y ii) del apartado a) del párrafo 4, deberán estar situados a una distancia que no 
exceda de 350 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial 
o de 100 millas marinas contadas desde la isóbata de 2.500 metros, que es una línea que une profundidades de 2.500 
metros. 

                                                           
72 Tomas H. Heidar. Legal Aspects of Continental Shelf Limits. En: Myron H. Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. 
Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. Leiden/Boston: MartinusNijhoff Publishers, 2004, p. 25 
73Brian J. Van Pay. “Disputed areas beyond 200 nautical miles: How many and will geophysical characteristics matter in their 
resolution?”   En: Myron H. Nordquist y John Norton Moore. “Maritime Border Diplomacy” (Leiden: MartinusNijhoff, 
2012),  pp. 49 
74Steinar Thor Gudlaugsson. Natural Prolongation and the Concept of Continental Margin for the purposes of article 76. En:Myron H. 
Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. 
Leiden/Boston: MartinusNijhoff Publishers, 2004,  p . 67 
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De acuerdo a este párrafo, los puntos fijos constituyen la línea de los límites exteriores restringidos 
por la línea trazada a una distancia de 350 millas náuticas desde las líneas de base o por una línea trazada 
a una distancia de 100 millas náuticas desde la isóbata de 2500 metros. Cada Estado puede seleccionar 
una o ambas líneas de restricción, o usarlas alternativamente en la búsqueda del límite más beneficioso. 

 

Figura III: Líneas de restricción – Articulo 76, párrafo 5-Convención del Mar de 1982. 

 

Fuente: National Oceanography Centre (NOC), Southampton University. 

 

a) La línea de restricción de las 350 millas náuticas 

De las dos líneas de restricción antes mencionadas, la línea de 350 millas es la más sencilla de 
trazar. Las líneas de bases desde la cual es línea es medida, deba haber sido establecida previamente para 
medir el mar territorial y las 200 millas. El Estado costero debe seleccionar los puntos de las líneas de 
base a partir de las cuales se miden las 350 millas como límite y de manera particular, los puntos más 
beneficiosos para el trazado de la plataforma. 

 

b) La línea de restricción de la isóbata 2500 metros y las 100 millas adicionales. 

La primera restricción del párrafo 5 está basada, puramente, en un criterio de la distancia, sin 
embargo, la segunda está basada en un criterio de profundidad (isóbata 2500 metros) y distancia (100 
millas). Estos  son los dos aspectos que deben ser considerados para establecer el límite: la ubicación de 
la isóbata 2500 metros y el trazo de la línea establecida a 100 millas de la citada isóbata. 
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De acuerdo al párrafo 5, artículo 76, los puntos fijos constituyen la línea de los límites exteriores 
de la plataforma continental siempre que no exceda la 350 millas náuticas desde las líneas de base del mar 
territorial y que no debe exceder las 100 millas desde la isóbata 2500 metros. 

Ahora bien, las líneas de restricción no proporcionan per se la base del titulo para extender la 
plataforma continental. Ellas sólo restringen las líneas producidas por las fórmulas Irlandesa y Hedberg 
para delinear los límites de la plataforma. 

Adicionalmente, un aspecto específicamente descrito en el párrafo 6 del artículo 76, establece una 
excepción al empleo de la línea de restricción de las 100 millas desde la isóbata 2500 metros. Así, se indica 
lo siguiente:   

6. No obstante lo dispuesto en el párrafo 5, en las crestas submarinas el límite exterior de la plataforma continental 
no excederá de 350 millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar 
territorial. Este párrafo no se aplica a elevaciones submarinas que sean componentes naturales del margen continental, tales 
como las mesetas, emersiones, cimas, bancos y espolones de dicho margen. 

Consecuentemente, el límite máximo a emplearse en las crestas submarinas serán los puntos fijos 
en las 350 millas náuticas. Adicionalmente, esta excepción no se aplica a las elevaciones submarinas que 
son, como indica el párrafo precedente: componentes naturales del margen continental, tales como las 
mesetas, emersiones, cimas, bancos y espolones de dicho margen. 
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Tabla 1: Artículo 76 Convención del Mar 

 

Fuente: Bernard H. Oxman, “The Third United Nations Conference on the Law of the Sea: The 
Ninth Session (1980)” 75 AJIL 211, 229 (1981). 
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Tabla II: Aplicación de fórmulas y restricciones- Artículo 76- Convención del Mar de 1982. 

 

 

Fuente: Scientific and Technical Guidelines of the CLCS. Annex II, fig. II. 17, U.N. Doc. 
CLCS/11/Add.1. (Sept.3, 1999). 

 

2.5. Problemas y dificultades de la interpretación del artículo 76. 

En general, las principales dificultades de interpretación asociadas a la definición de plataforma 
continental del artículo 76, son los siguientes75: 

- Las complejidades técnicas y científicas de las fórmulas previstas en el artículo 76, párrafo 4, a, i, 
ii, producen dificultades en la determinación de los límites exteriores del margen continental. 

                                                           
75Steinar Thor Gudlaugsson, op. cit., p. 80 
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- Diferencias de opinión entre el Estado costero y la Comisión de Límites de Plataforma 
Continental sobre la relevancia de la evidencia geológica en la determinación del límite exterior 
del margen continental. 

- Términos específicos tales como “prolongación natural”, “prueba en contrario” y “pie del talud” 
son todavía hoy (20 años después de la puesta a la firma de la Convención) objeto de discusión 
doctrinal debido a su ambigüedad76 y falta de definición en la Convención. 

Pese a las dificultades expuestas, la Comisión ha realizado su trabajo durante los últimos años, 
adoptando recomendaciones en más de 14 casos desde 1997 (fecha de inicio de la labor de la comisión). 
Actualmente, la Comisión enfrenta nuevos retos, siendo el principal de ellos, el número creciente de 
Estados que buscan realizar su presentación y extender los límites de su plataforma más allá de las 200 
millas náuticas. 

 

3.  La Comisión de Límites de la Plataforma Continental en la Convención de Naciones 
Unidas sobre Derecho del Mar 

La Comisión de Límites de la Plataforma Continental (en adelante la Comisión) es el órgano 
técnico establecido por la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar de 1982 para la 
verificación de la correcta aplicación del artículo 76 referido al establecimiento de los límites exteriores 
de la plataforma continental más allá de las 200 millas medidas desde las líneas de base de los Estados 
costeros.  

De acuerdo a Ted McDormann, la creación de la Comisión durante la Tercera Conferencia de 
Naciones Unidas sobre Derecho del Mar “fue un integral y útil elemento en el diseño del compromiso diplomático 
referido al artículo 76 de la Convención del Mar y la fórmula para la determinación de los límites exteriores de la plataforma 
continental contenido en ese artículo”77. 

Pero ¿Cuáles son los motivos que pudieron dar lugar a la creación de la Comisión en el marco de 
la Tercera Conferencia del Mar? Al respecto, Vladimir Jares intenta darnos una respuesta refiriéndose a 
legitimidad de la Comisión para cumplir su mandato, señalando que: “la necesidad de una verificación por un 
grupo de expertos de la determinación de los límites exteriores de la plataforma continental más allá de las 200 millas, es 
decir, de un acto unilateral de un Estado costero, se debe a dos factores: i) Las complejidades técnicas del criterio contenido 
en el artículo 76, y ii) Las consideraciones respecto a la noción de los fondos marinos que ubicados más allá del límite 
exterior de la plataforma continental habían sido declarados junto a sus recursos como Patrimonio Común de  la 
Humanidad”78 

Siguiendo con este último planteamiento, el juez del Tribunal del Mar Rüdiger Wolfrum indica 
que el establecimiento de la Comisión “fue un elemento necesario para reducir la brecha entre las aspiraciones de 
aquellos Estados que consideraron el establecimiento de los límites exteriores de su plataforma continental como parte de su 
soberanía y de aquellos que querían limitar la extensión de las reclamaciones nacionales que significaban un detrimento del 
área internacionalmente administrada de los Fondos Marinos”79 

Se puede concluir que a fin de definir el área real de la Zona Internacional de los Fondo Marinos 
(en adelante la Zona), era entonces necesario determinar claramente los límites exteriores de las 
jurisdicciones de los Estados costeros y para ello, en lo referido a la plataforma continental, el artículo 76 
de la Convención “intenta resolver este asunto (…) buscando que los límites exteriores de la plataforma continental sean 

                                                           
76Ibidem. 
77 Ted L. McDorman. “The Role of the Commission ont the Limits of the Continental Shelf: A technical body in a political 
world”. The International Journal of Marine and Coastal Law.Vol 17, No3, Kluwe Law International, 2002, p. 301. 
78VladmirJares, “The Continental Shelf beyond 200 nautical miles: the work of the Commission on the Limits of the 
Continental Shelf and the Artic”. Vanderbilt Journal of Transnational Law. Volume 42, No 4, October, 2009, p. 1276. 
79RüdigerWolfrum. The Roles of International Dispute Settlement Institutions in the Delimitation of the Outer Continental 
Shelf. En: Rainer Lagoni y Daniel Vignes. Maritime Delimitation(The Netherlands: MartinusNijhoff Publishers, 2006), p. 21 
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firmemente determinados, impidiendo con ello cualquier futura expansión de la jurisdicción nacional (de un Estado costero) 
sobre la Zona” 80. 

La Comisión como los otros órganos creados por la Convención tales como el Tribunal 
Internacional del Mar o la Autoridad Internacional de los Fondo Marinos siguió la misma suerte de ésta 
que como hemos explicado antes no entró en vigor sino hasta 1994. Por tanto, la Comisión fue sólo 
finalmente establecida en junio de 1997.  

El trabajo de la Comisión y su mandato están basados en el artículo 76 y anexo II de la 
Convención.  Durante los últimos 17 años, la Comisión ha jugado un importante rol en la determinación 
de los derechos de los Estados costeros sobre sus respectivas plataformas continentales más allá de las 
200 millas. Ahora, la Comisión es considerada como una especie de “policía a cargo de velar por la 
aplicación del artículo 76 y un vigilante”81 que previene el exceso en las reclamaciones de los Estados, 
que cumple una función de certificación y brinda consejo técnico si los Estados costeros se lo solicitan. 

Como fue explicado previamente, el artículo 76 de la Convención contiene claramente las reglas 
para el establecimiento de los límites exteriores de la plataforma continental y el rol de la Comisión, en 
particular relacionada con la presentación de los límites por parte de un Estado costero. 

De acuerdo al art. 76, párrafos 8 al 10: 

8. El Estado ribereño presentará información sobre los límites de la plataforma continental más allá de las 200 
millas marinas contadas desde las líneas de base a partir de las cuales se mide la anchura del mar territorial a 
la Comisión de Límites de la Plataforma Continental, establecida de conformidad con el Anexo II sobre la base 
de una representación geográfica equitativa. La Comisión hará recomendaciones a los Estados ribereños sobre 
las cuestiones relacionadas con la determinación de los límites exteriores de su plataforma continental. Los límites 
de la plataforma que determine un Estado ribereño tomando como base tales recomendaciones serán definitivos 
y obligatorios. 

(…) 

10. Las disposiciones de este artículo no prejuzgan la cuestión de la delimitación de la plataforma continental entre 
Estados con costas adyacentes o situadas frente a frente. 

Por tanto, compartimos la visión de Anna Cavnar quien señala que el artículo 76 de la Convención 
establece “un mecanismo que actúa frente a las posibles reclamaciones excesivas de los Estados costeros, 
mientras que asegura que los derechos de los Estados puedan ejercerse totalmente sobre la plataforma; y 
legitimar los límites exteriores propuestos con una seguida aprobación independiente con la finalidad de 
reducir las controversias entre Estados”82. 

De acuerdo a este punto vista, la Comisión aparecer claramente de conformidad con el artículo 
76 como una fuente central de “promulgación”83de recomendaciones para cualquier Estado interesado 
en establecer los límites de su plataforma continental más allá de las 200 millas. 

Adicionalmente, el Anexo II de la Convención regula el funcionamiento de la Comisión en detalle. 
Este contiene las normas relacionadas con la elección, renovación y término de función de los miembros 
de la Comisión, las funciones de la Comisión (artículo 3), el plazo final para la presentación por parte del 
Estado costero de sus límites exteriores (artículo 4), el funcionamiento de la Comisión a través de 

                                                           
80Constance Johnson y Alex G Oude Elferink. Submission on the Commission on the Limits of the Continental Shelf of 
Unresolved land and maritime disputes: The significance of  Article 76 (10) of the Law of the Sea Convention. En: David 
Freestone et al. The Law of the Sea. Progress and Prospects (Nueva York: Oxford University Press Inc., 2009)  p. 162. 
81 Peter F. Croker. The Commission on the Limits of the Continental Shel: Progress to date and future challanges. En: Myron H. Nordquist, 
John Norton Moore and Tomas H. Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. Leiden/Boston: 
MartinusNijhoff Publishers, 2004, p. 221. 
82 Anna Cavnar. Accountability and the Commission on the Limits of the Continental Shelf: deciding who owns the ocean floor. IILJ Emerging 
Scholar Papers 15(2009), p. 12. 
83 Peter F. Croker.  op. cit., p. 219. 
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subcomisiones (artículo 5) y el proceso de preparación, adopción y la presentación ante la Comisión 
(artículo 6). 

En esta parte de la investigación, exploraremos el rol de la Comisión de acuerdo al artículo 76 de 
la Convención, así como éste interactúa con el Estado costero durante el proceso de establecimiento de 
sus límites exteriores más allá de las 200 millas. 

 

3.1.  Estructura y rol de la Comisión 

La Comisión es un órgano independiente compuesto por 21 expertos en geología, geofísica e 
hidrografía a cargo de la revisión de los límites presentados por los Estados en atención de lo estipulado 
en el citado artículo 76. 

Estos miembros son elegidos por un periodo de cinco años por los Estados miembros de la 
Convención, entre sus propios nacionales, tomando en cuenta la representación geográfica equitativa y 
en función de sus capacidades personales de acuerdo a estipulado en el artículo 2.1 y 2.4 del Anexo II. 
Asimismo, se establecen deberes tales como el comportamiento honorable e imparcial, así como la 
obligación o deber de actuar con independencia y preservando la confidencialidad (reglas 10 yv11 del 
Reglamento de la Comisión). 

El artículo 3 del anexo II de la Convención establece que la Comisión cumple las siguientes 
funciones: 

a) Examinar los datos y otros elementos de información presentados por los Estados ribereños respecto de los límites 
exteriores de la plataforma continental cuando ésta se extienda más allá de 200 millas marinas y hacer 
recomendaciones de conformidad en el artículo 76 y la Declaración de Entendimiento aprobada el 29 de agosto 
de 1980 por la Tercera Conferencia de las Naciones Unidas sobre el Derecho del Mar. 

b) Prestar asesoramiento científico y técnico, si lo solicita el Estado ribereño interesado, durante la preparación de 
los datos mencionados en el apartado a)84. 

De acuerdo a lo anterior, la Comisión cumple el trabajo de un órgano de revisión técnica a cargo 
de asegurarse que el Estado costero cumpla con los requerimientos científicos y técnicos del artículo 7685, 
asistiendo a los Estados en el proceso de delineación de sus límites exteriores y haciendo 
recomendaciones basadas en el artículo 76 y la “Declaración de Entendimiento sobre un método 
concreto que se utilizará para determinar el borde exterior del margen continental” 

La Comisión regularmente se reúne entre marzo y abril, entre agosto y septiembre de cada año 
en las oficinas de Naciones Unidas en Nueva York. Sus sesiones consisten en periodos de reuniones 
plenarias, así como periodos usados por la subcomisión para la revisión técnica de la información 
presentada por los Estados costeros, haciendo uso de las facilidades brindadas por la División de Asuntos 
Oceánicos y Derecho del Mar de la Oficina de Asuntos Legales de Naciones Unidas86. 

El artículo 4 del anexo II establece un primer plazo para el establecimiento de los límites exteriores 
de la plataforma por parte de los Estados costeros. De tal manera, dicho artículo indica que: 

“El Estado costero que se proponga establecer, de conformidad con el artículo 76, el límite exterior de su plataforma 
continental más allá de 200 millas marinas presentará a la Comisión características de ese límite junto con la 
información científica y técnica de apoyo lo antes posible, y en todo caso dentro de los 10 años siguientes a la entrada 
en vigor de esta Convención respecto de ese Estado…” 

                                                           
84 De acuerdo al artículo 55 del Reglamento de la Comisión, un cuerpo subsidiario de la Comisión (El Comité de 
Asesoramiento Científico y Técnico) absolverá el pedido de recomendación hecho por el Estado costero. 
85 Anna Cavnar. op. cit., p. 14. 
86 Vladimir Jares, op. cit., p. 1278 
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Sobre este punto referido a este plazo impuesto para la presentación volveremos más adelante al 
hablar del procedimiento que debe seguir el Estado ante la Comisión 

A manera de una conclusión, podemos indicar que el rol de la Comisión es claro, es decir, la 
Comisión realiza un trabajo técnico, concentrándose en hechos científicos objetivos y siguiendo un 
procedimiento con un mínimo de estándares establecidos en la Convención. 

Sin embargo, la Comisión no simplemente identifica hechos científicos. El artículo 76 brinda un 
mandato técnico a la Comisión para incorporar tanto evidencia geológica como geomorfológica dentro 
del proceso de establecimiento de los límites exteriores más allá de las 200 millas, como lo veremos más 
adelante. 

 

3.2.  Reglamento de la Comisión 

El Reglamento de la Comisión determina  “el día a día operativo”87 de la Comisión. La Comisión 
adoptó su reglamento el 12 de septiembre de 1997 y su texto ha sido seguidamente modificado, siendo 
la última versión de dicho reglamento la CLCS/40/Rev.1. 

El Reglamento integrado por 59 artículos, contiene además tres anexos: El Anexo 1 referido a la 
presentación de límites exteriores de la plataforma continental en el caso de controversia entre Estados 
costeros adyacentes o ubicados frente a frente u otras controversias territoriales o marítimas pendientes; 
el Anexo II relativo a los asuntos de confidencialidad; y el Anexo III que establece el modus operandi a ser 
considerado al momento del análisis de una presentación los límites exteriores de la plataforma formulada 
ante la Comisión. 

El Reglamento regula: a) el trabajo interno de la Comisión y los asuntos relativos a la subcomisión 
de manera específica a temas como: reuniones, votación, lenguajes, usos, confidencialidad, adopción de 
regulación y modificación de las Reglas de Procedimiento; y b) la manera cómo la Comisión interactúa 
con los Estados costeros, desarrollando sus deberes tales como: la revisión de las presentaciones y el 
asesoramiento técnico. 

Aplicando las normas de la Convención en su rutina de trabajo y adoptando sus documentos 
operaciones y Reglamento, al Comisión desde su inicio de actividades empieza a desarrollar su propia 
práctica muchas veces objetada por los Estados que se han presentado ante ella. 

 

3.3.  Directrices científicas y técnicas de la Comisión 

Las Directrices científicas y técnicas (CLCS/11) fueron adoptadas el 13 de mayo de 1999.  Las 
Guías son la primera interpretación autorizada de los aspectos científicos y técnicos del artículo 7688. Por 
ejemplo, si un Estado costero ofrece una interpretación alternativa, la Comisión naturalmente la 
comparará con sus directrices a fin de determinar su validez. 

Los objetivos de las directrices son las siguientes: asesorar a los Estados costeros para preparar la 
presentación, establecer mayor transparencia entre los términos científicos y técnicos existentes en la 
Convención, y dar claridad a los alcances de la evidencia científica y técnica a ser considerada por la 
Comisión después que la presentación estatal fue presentada89. 

                                                           
87Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea.Office of Legal Affairs.The Law of the Sea.Training Manual for 
delineation of the outer limits of the continental shelf beyond 200 nautical miles and for preparation of submissions to the 
Commission on the Limits of the Continental Shelf.(New York: United Nations, 2006), p. I-47. 
88 Peter F. Croker. The Commission on the Limits of the Continental Shelf: Progress to date and future challanges. En: Myron 
H. Nordquist, John Norton Moore and Tomas H. Heidar. The Legal and scientific aspects of the continental shelf. 
Leiden/Boston: MartinusNijhoff Publishers, 2004,p. 216. 
89Division for Ocean Affairs and the Law of the Sea.Office of Legal Affairs.op. cit., p. I-52. 
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El reglamento junto a las directrices, brindan claridad en lo referido a las funciones de la Comisión 
comprometidas en el artículo 76. 

 

3.4.  Procedimiento para la presentación de los límites exteriores de la plataforma continental 
por parte de un Estado costero.  

El artículo 4 del anexo II de la Convención permite a los Estados costeros realizar la presentación 
de sus límites ante la Comisión tan pronto sea posible o en un periodo de 10 años después de la fecha en 
la que la Convención entra en vigor para dicho Estado. 

Como señalamos anteriormente, la Convención no entró en vigor sino hasta el 16 de noviembre 
de 1994 y la Comisión inició su trabajo en 1997. En la XI Reunión de los Estados Parte de la Convención 
llevada a cabo en el año 2001, los Estados partes decidieron que el periodo de 10 años referido 
anteriormente iniciara el 13 de mayo de 1999 para aquellos Estados que ratificaron la Convención antes 
de esa fecha. Consecuentemente, el periodo de 10 años para este primer grupo de Estados terminó el 13 
de mayo del 2009.  

De acuerdo al artículo 76, párrafo 8 de la Convención, cuando un Estado decide realizar la 
presentación de sus límites ante la Comisión,  ésta debe incluir información geológica y geomorfológica 
a fin de probar y establecer sus límites de acuerdo a las fórmulas del  artículo 76. Luego de ello, la 
Comisión revisa la presentación para su verificación con lo exigido por el artículo 76 y emite 
recomendaciones al Estado costero. 

La Comisión estableció las Directrices a fin de facilitar el proceso. Una vez realizado el test y las 
mediciones, el Estado debe establecer los límites propuestos y preparar un informe para la Comisión 
explicando las razones que plantear dichos límites. 

Adicionalmente, bajo las reglas de confidencialidad desarrolladas por la Comisión (Anexo II del 
Reglamento) un Estado costero puede declarar desde el inicio del procedimiento que cualquier 
información presentada ante la Comisión, tiene carácter confidencial y que sólo la Comisión puede tener 
acceso a la ella. 

De acuerdo al artículo 50 del Reglamento: “El Secretario General notificará prontamente y los cauces 
adecuados a la Comisión y a los Estados Miembros de las Naciones Unidas, incluidos los Estados Partes de la Convención, 
el recibo de la presentación, y hará público el resumen, incluidas todas las cartas y coordinadas mencionadas en el párrafo 
9.1.4 de las Directrices y contenidas en dicho resumen, una vez terminada la traducción del resumen a que se hace referencia 
en el párrafo 3 del artículo 47. 

 

Tres meses después, la Comisión inicia la revisión de la presentación hecha por el Estado a fin 
darle tiempo a otros posibles Estados con interés en ella para examinar el resumen ejecutivo (Artículo 
51, párrafo 1 del Reglamento). La presentación pude recibir comentarios de otros Estados costeros, 
especialmente de los Estados vecinos que pueden sostener la existencia de una controversia de fronteras 
marítimas pendientes, así como de Estados con otros intereses. 

Seguidamente, la Comisión en pleno se reúne con el Estado costero quien realiza su presentación 
y responde preguntas preliminares de los miembros de la Comisión. Luego esta última regularmente 
establece una subcomisión para hacerse cargo de la revisión de los datos e información técnica y científica 
presentada (artículo 51, párrafo 2-4, del Reglamento). Las reuniones de la Comisión y de la Sub-comisión 
se llevan a cabo de manera privada, a menos que la Comisión decida o acuerde lo contrario (artículo 23 
del Reglamento). 

La sub-comisión es integrada por siete comisionados, que son elegidos tomando en cuenta el 
criterio de representación geográfica. Los comisionados que son nacionales del Estado que realiza la 
presentación de sus límites exteriores o de Estados que tienen una controversia relacionada a fronteras 
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marítimas con el Estado que se presenta ante la Comisión, o comisionados que han asesorado al Estado 
que realiza la presentación, son excluidos de la sub- comisión (artículo 42, párrafo 1-2 del Reglamento) 

Durante este procedimiento, la Sub-comisión determina si la presentación se encuentra completa, 
puede requerir al Estado costero información adicional o solicitar que clarifique determinado de su 
presentación al Estado costero, cuando y cuantas veces éste lo considere necesario a fin de completar 
una exhaustiva revisión técnica y científica de la información brindada en el procedimiento, así como de 
la metodología incluida en la fórmula del artículo 76, y determinando si la información es la suficiente en 
calidad y cantidad para justificar los límites exteriores propuestos (punto 6, Anexo III del Reglamento). 
Desde el año 2006, las sub-comisión se ha reunido con los Estados costeros que se presentan, emitiendo 
recomendaciones preliminares y acogiendo los comentarios del Estado costero. 

Finalmente, las recomendaciones de la  sub-comisión  van directamente a la Comisión, que puede 
aceptarlos o modificarlos. El Estado que se presenta ante la Comisión no participa de estas reuniones. 
Seguidamente, la Comisión emite su recomendación final  al Estado costero que puede establecer los 
límites exteriores de manera final y vinculante basados en ellas o hacer una nueva presentación e iniciar 
nuevamente el procedimiento ya antes mencionado. El Estado puede decidir hacer una nueva y revisada 
presentación. La Comisión además brinda un resumen de las recomendaciones al Secretario General 
quien debe dar publicidad de ellos. 

 

3.5.  Situación de los Estados no parte de la Convención del Mar 

El artículo 76 de la Convención referido a la plataforma continental no señala que su contenido 
sea aplicable sólo a los Estados parte de la Convención, de hecho, en el artículo sólo se hace referencia 
al “Estado costero”. En tal sentido, cabe preguntarse si los alcances de dicho artículo son aplicables a 
Estados no parte de la Convención por ser parte de un previo derecho consuetudinario, si pueden ampliar 
su plataforma continental más allá de las 200 millas, y finalmente, si pueden acceder a la Comisión para 
en base a sus recomendaciones, puedan establecer los límites exteriores de su plataforma de manera 
definitiva y obligatoria. 

Como ya hemos señalado en la primera parte de esta investigación al hacer una revisión histórica 
del régimen de la plataforma continental, podemos reiterar que el concepto de la plataforma continental 
es anterior a la redacción de la Convención del Mar de 1982 y es más, su antecedente  inmediato es la 
Convención sobre Plataforma Continental de 1958. Por tanto, no cabe duda que cualquier Estado, sea 
parte o no de la Convención, tiene derecho a reclamar derechos sobre la plataforma continental. 

Sin embargo, como señala el juez RüdigerWolfrum del Tribunal del Derecho del Mar, el debate 
surge respecto al derecho de los Estados no parte de la Convención para extender los límites exteriores 
de la plataforma continental más allá de las 200 millas, ya que por un lado se sostiene que el concepto de 
“plataforma continental ampliada” no es parte del derecho internacional consuetudinario ni se sustenta 
con solidez en la práctica de los Estados y que “sólo la Convención del Mar hace referencia a esa opción 
y que sólo los Estados que tienen además responsabilidades en base a la Convención pueden beneficiarse 
de la misma.”90 

Frente a este planteamiento, se encuentran quienes en base a la definición de “prolongación 
natural” incluida en el artículo 76 y ya antes comentada, sostienen que los Estados costeros sin distinción 
pueden extender sus derechos sobre sus respectivas plataformas incluso más allá de la 200 millas. Sin 
embargo, desde un punto de vista práctico, para lograr dicho establecimiento de sus límites exteriores 
con carácter final y obligatorio, tendrían que recurrir a la Comisión que es un órgano estrechamente ligado 
desde su origen, composición, y funcionamiento con la Reunión de Estados Partes de la Convención. En 

                                                           
90Rüdiger Wolfrum. “The Outer Continental Shelf: Some considerations concerning applications and the potential role of the International 
Tribunal of the Sea”. Presentación del Presidente del Tribunal Internacional del Mar en la 73rdBiennalConference of the 
International LawAssociation. Rio de Janeiro, Brasil. 21 de agosto de 2008, p. 5. 
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tal sentido, concluye Wolfrum que “pese a que un Estado no parte puede válidamente reclamar una 
plataforma continental ampliada, su delimitación no podrá verse beneficiada por el artículo 76, párrafo 8 
de la Convención, por lo que sus límites no podrán ser finales y obligatorios”91 

 

3.6.  Sobre el carácter definitivo y obligatorio de las recomendaciones 

Si el Estado costero está de acuerdo con las recomendaciones emitidas por la Comisión y 
establece sus límites exteriores de la plataforma en base a ellas, sus límites serán definitivos y obligatorios. 
Por el contrario, si el Estado costero no está de acuerdo con ellas, podrán presentar nuevamente el 
establecimiento de sus límites exteriores ante la Comisión para un nuevo número de recomendaciones. 

Sin embargo, si bien el procedimiento es claro en el artículo 76, la Convención no brinda mayor 
información sobre el contenido de la recomendación en sí misma, o el número de veces que un Estado 
puede volver a presentar sus límites a la Comisión, ni muchos menos sobre lo que sucede si un Estado 
establece sus límites sin la aprobación de la Comisión. 

Considerando la soberanía de cada Estado para establecer los límites de sus plataformas 
continentales, la Comisión no puede trabajar de manera independiente estableciendo por sí misma los 
límites, en tal sentido, podemos entender del contenido de la Convención que su labor está limitada a 
emitir recomendaciones con relación al artículo 76. De hecho, el Estado costero mantiene el derecho a 
definir sus límites, pero estos son establecidos en base a las recomendaciones de la Comisión. 

Un Estado costero puede detener el proceso de presentación de sus límites y establecer sus límites 
exteriores cuando éste lo considere necesario, incluso sin la aprobación de la Comisión. Pero, si el Estado 
quiere que sus límites exteriores se vuelvan definitivos y obligatorios, deberá continuar trabajando con la 
Comisión hasta la determinación mutuamente aceptable de los límites. 

El presentar nuevamente los límites de plataforma continental ampliada permite al Estado 
confrontar las recomendaciones emitidas por la Comisión, sin embargo, la Comisión no acepta la 
posición de un Estado por el sólo hecho de ser presentada repetidas veces.  Los Estados pueden solicitar 
a la Comisión una interpretación, pero no pueden necesariamente forzarla a que modifique su decisión 
final. 

 

4.  CONCLUSIONES 

El presente artículo ha realizado una revisión general del régimen jurídico de la plataforma 
continental, así como de la evolución de la definición de la plataforma continental  incluida finalmente 
en la Parte VI del texto de la Convención de Naciones Unidas sobre Derecho del Mar de 1982  y su 
anexo II. 

El artículo 76 de la Convención adopta una definición legal de la Plataforma Continental que se 
identifica con la definición científica de margen continental. Basados en esta definición brindada por la 
Convención se acepta que los títulos y derechos sobre la plataforma continental son inherentes a cada 
Estado. En consecuencia, un Estado costero no requiere el control efectivo o ninguna declaración 
expresa con la finalidad de tener y ejercer sus derechos sobre la plataforma.  Sin embargo, su soberanía 
sobre este espacio marítimo no es absoluta, sino que, el ejercicio de la soberanía ejercida aquella dirigida 
a la exploración y explotación de los recursos de acuerdo al artículo 77 de la misma Convención. 

Adicionalmente, se ha explicado los métodos y fórmulas desarrolladas en el artículo 76 de la 
Convención con los fines de delinear los límites exteriores de la plataforma continental más allá de las 20 
millas. De acuerdo, a lo expuesto en la investigación, el Estado costero puede hacer uso de una o de las 
dos fórmulas  (de la distancia y grosor sedimentario) de manera alternativa. De manera tal, que un Estado 

                                                           
91RüdigerWolfrum. ob. cit. p. 7. 
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al plantear los límites exteriores de su plataforma continental ampliada utilizando en parte de ella, el 
artículo 76, párrafo 4 , a, i y en otros casos el párrafo 4, a, ii, buscando maximizar su respectiva jurisdicción 
sobre la plataforma. Junto a las fórmulas, la Convención establece líneas de restricción, que a su vez, el 
Estado puede escoger de manera combinada o alternativa en favor de un límite más ventajoso. 

Asimismo, se hace una presentación general del rol de la Comisión de Límites de la Plataforma 
Continental durante el proceso de establecimiento de los Límites Exteriores de la plataforma. La 
Convención en el párrafo 8 del artículo 76, brinda a los Estados costeros la opción de realizar la 
presentación de sus límites exteriores de su plataforma continental a fin de lograr que estos se conviertan 
en definitivos y obligatorios.  

Igualmente, se analiza el caso de los Estados no parte de la Convención, así como sus posibles 
derechos sobre la plataforma continental. Al respecto, se sostiene que sus derechos sobre ella son 
inobjetables, sin embargo, una situación distinta se presenta respecto de la posibilidad de ampliar sus 
límites más allá de las 200 millas, ya que, desde un punto de vista práctico, se requeriría la participación 
de la Comisión en el procedimiento de determinación de los mismos. De acuerdo a lo desarrollado en la 
investigación, la Comisión es incorporada sólo a través de la Convención, sin existir antecedentes en el 
derecho consuetudinario, por lo que un Estado no parte de la Convención no podría alegar su derecho a 
acceder a ella. 

La Convención establece una serie de pasos a cumplir con ese fin e indica que los Estados deben 
realizar su presentación acompañándola de información geológica y geomorfológica, siguiendo las 
directrices científicas y técnicas exigidas para establecer sus límites de acuerdo a las fórmulas contenidas 
en el artículo 76.  Seguidamente, la Comisión revisa la presentación, la que es contrastada con la 
Convención y emite recomendaciones al Estado costero.  En este punto, cabe precisar que es el Estado 
costero quien retiene su derecho para establecer los propios límites exteriores de su plataforma, sin 
embargo, éstos no podrán ser obligatorios y definitivos si no están basados en las recomendaciones de la 
Comisión.  Por tanto, la Comisión se presenta como un órgano de carácter técnico independiente que 
verifica o asiste al Estado costero en la elaboración de sus propios límites, pero que no buscar reemplazar 
su inherente derecho a establecerlos. Tal es así, que sólo si el Estado costero está de acuerdo con las 
recomendaciones de la Comisión y constituye sus límites en base a ellas, podrá lograr su validez definitiva 
y obligatoria.  De lo contrario, si el Estado costero no está de acuerdo con las recomendaciones, puede 
volver a realizar la presentación de sus límites ante la Comisión para una nueva serie de recomendaciones, 
no especificando la Convención nada al respecto del número de veces que puede el Estado volver a 
realizar su presentación. 

Finalmente, este artículo no pretende ser un análisis final del régimen de la plataforma continental 
ni de la extensión de sus límites más allá de las 200 millas. Por el contrario, ha sido una visión preliminar 
que incluso ha obviado hacer referencia a aspectos técnicos, los mismos que pueden ser planteados en 
otro tipo de investigación bajo una perspectiva científica o geomorfológica.  Una futura investigación 
podría incluir todos los aspectos faltantes a fin de presentar una visión integral y completa de todo lo 
relacionado a la plataforma continental.  

 

 

 

 


